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I. 



Guando han ya pasado las primeras profundas impre* 
siones que causaran en esta capital los graves sucesos que 
en Guadalajara se han consumado últimamente; cuan- 
do la razón puede hacerse oír y escuchar discutiendo 
las muy trascendentales cuestiones que esos sucesos han 
provocado; cuando no ya la suerte de un Estado desgra- 
ciado hoy, pero poderoso siempre, sino la consolidación 
de la paz en la república, la honra misma de nuestras ins- 
tituciones exigen buscar soluciones constitucionales á las 
dificultades en que Jalisco se halla envuelto, deber es de 
quien está distinguido con el carácter de representante de 
este Estado, de quien desea como el que mas, que la de- 
moa-acia^ lafederadon sean una verdad entre nosotros, de 
quien cree sinceramente en los principios republicanos, 
consagrarse al estudio de esas delicadas cuestiones que tan- 
gió interesan al porvenir del pala. 
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La prensa de esta capital se ha ya apoderado de ellas; 
pero mientras mas sobre el conflicto de Jalisco ha escri- 
to, mas sus opiniones han disentido sobre el medio consti- 
tucional que deba emplearse, para hacerlo desaparecer, 
Quién ha dicho que "el gobierno del Estado se ha creido 
en el deber de resistir (á la legislatura) alegando buenas y va- 
liosas razones;" y se ha justificado ese derecho de resistencia 
de que ha usado el Sr. G. Cuervo ' : quién ha sostenido que 
el arreglo de estas dificultades está cifrado únicamente en 
"obsequiar la opinión pública," y sin siquiera apelar al 
voto del pueblo, al plebiscito, se asienta como un hecho 
incontrovertible que esa opinión favorece al mismo Sr. G. 
Cuervo ^: quien defiende que "lodo procedimiento que 
conduce á la usurpación es un ataque al régimen republi- 
cano" ^ y que como ese ataque puede venir de parte de la 
legislatura, y el poder federal e>tá ante todo obligado á 
sostener la forma de gobierno republicano, "no debe con- 
ceder ciegamente el auxilio que ella le pida." * 

Con todo el sentimiento de mi insuficiencia, pero con 
toda la energía de mis convicciones democráticas, tengo 
que decirlo, y decirlo sin ambajes: ninguna de esas so- 
luciones se conforma con la ley constitucional; por el con- 
trario, cada una de ellas es su violación mas ó menos tras- 
cendental. Mucho respeto las luces de quienes aquellas 
opiniones han sostenido, y soy el primero en reconocer el 
mérito de los notables artículos que mi apreciable amigo 
el Sr. diputado D. Emilio Velasco ha publicado en el "Si- 



1 La "Opinión nacional" en su núm. 710, correspondiente al 20 
dé Junio. 

2 Artículo publicado en el "Siglo XIX" núm. 168, correspon- 
diente al 5 de Julio. 

8 Artículo del "Siglo" publicado en el núm. 189 del dia 8 de 
Julio. 
4 Artículo del "Siglo" núm, 199 d^V ii^ 1% 3.^ I\¿\q, 



glo XIX/' sobre dificíles matems de derecho constitacio- • 
nal; pero creyendo yo que una vez aceptada alguna de 
esas soluciones, queda minado por su base el régimen de-* * 
mocrático representativo popular que la constitución de la 
república establece, no ya mi consagración á la causa ' 
de Jalisco, sino aun el deber de defender con mi insigni- 
ficante esfuerzo el símbolo político del partido á que per- ^ 
tenezco, me constituye en la imperiosa necesidad de de- 
mostrar que tales soluciones son del todo inadmisibles. 

Algún periódico de esta capital ha tomado á su cargo la 
defensa del Sr. G. Cuervo, y preciso me es decirlo, se ha 
inspirado para hacerla en la pasión que prejuzga, en la par- ' 

cialidad que desnaturaliza las cuestiones mas delicadas 

Al tomar yo la pluma para analizar esas cuestiones, nada 
está mas lejos de mi propósito que empeñarme en una po- 
lémica apasionada en que se olvidan los principios, para * 
solo ocuparse de las personas, en que el porvenir de las 

r 

instituciones se sacrifica al interés muy transitorio de al- . 
guna exigencia de la política de actualidad. Quiero huir 
de ese terreno en que las pasiones aglomeran combusti- 
bles adulterando los hechos, dándoles una significación que 
no tienen, y hasta insultando á autoridades siempre respe- 
tables: al tomar con todo el empeño que mis convicciones 
engendran, la defensa de la legislatura y de las autorida- 
des constitucionales de Jalisco, me propongo solamente 
examinar las cuestiones de derecho constitucional local y 
federal que el conflicto de ese Estado ha suscitado, y exa- 
minarlas de una manera tan abstracta que apenas me per- 
mita hablar de las autoridades y personas que en ese con- 
flicto figuran, solo cuando tenga que hacer aplicación de 
mis demostraciones á los sucesos que hemos presenciado. 
Lo que "la cuestión de Jalisco" se ha llamado se resuel- 
ve en último extremo en esta breve i6tmv3\^\ ^''v^^ ^^- 



8 

na vez Kcito el golpe de Estado?" Y poner siquiera á dis* 
cosion semejante punto, es alarmar á todo el partido 

liberal La gravedad trascendental de aquella cuestión 

afecta, pues, no solo á Jalisco, que deplora que su gober- 
nador haya desconocido á su legislatura, no solo á los Es- 
tados todos de la Union, que temen que sus gobernadores 
invoquen ese precedente, sino que interesa á toda la repú- 
blica, que afanosa se pregunta si también podrá el pre3Í- 
? dente desconocer al congreso general, cuando él crea que 

[ este viola la constitución. Si la resistencia del ejecutivo 

i al legislativo es alguna vez legítima, pudiendo ella llegar 

hasta el desconocimiento, hasta el golpe de Estado, que- 
í dan sometidas á la voluntad de un hombre solo las insti- 

tuciones que nos rigen El partido liberal que tamaño 

absurdo no acepta, está preocupado con la cuestión de Ja-, 
lisco, y busca para ella una solución constitucional, una. 
solución que aleje para siempre al ejecutivo de la posibili- 
dad siquiera de erigirse en juez de los actos del legislativo; 
[ una solución que salve al principio representativo herido 

I dé muerte en Jalisco En los artículos que me propon- 

¡ go escribir, consagro todos mis esfuerzos á demostrar que 

I la ley constitucional reprueba severamente los atentados, 

I — esta es la palabra de la que debo usar para decir toda la 

verdad, — los atentados que en Jalisco se vienen cometiendo 
i desde el dia 8 de Junio hasta hoy: que la ley fundamental 

de la república no tolera que el poder federal sea neutrai 
en esta cuestión. 



II. 



Aunque los sucesos que en Jalisco han pasado, son noto» 
ños y de nadie ignorados; aunque la prensa ha publicado 
en toda su extensión los documentos que esos sucesos con 
todos sus pormenores refieren, siempre creo yo necesario 
comenzar por hacer de ellos una rápida reseña, siquiera pa- 
ra precisar las cuestiones constitucionales que me van á 
ocupar. 

Dispone el art. 14 de la Constitución del Estado, que el 
congreso tenga dos períodos de sesiones; el uno, del 1? 
de Febrero al 30 de Abril, y el segundo por solo ^1 jnes 
de Setiembre; siendo ambos prorogables hasta por un mes^ 
si así lo acuerdan las dos terceras partes de los miembros 
de la cámara. 

La actual legislatura, que no pudo instalarse desde el 1? 
de Febrero, á consecuencia del estado de sitio en que se 
hallaba Jaliísco en esa época, abrió sus sesiones el 11 de 
Abril último. En 27 de este mes se presentó una inicia* 
ti va por uno de los diputados, para que se declarase que el 
primer período de las sesiones ordinarias, que habia comen- 
zado el 1 1 de Abril, no terminaría sino hasta el 10 de Ju- 
lio, y tal iniciativa se fundaba en la consideración de que 
por virtud de las excepcionales circunstancias en que el Es- 
do se habia encontrado, no se habltSk igo^v^a Owsíí«^vsx^ ^ 
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precepto constitucional que quiere que ese primer perío- 
do dure por lo menos tres meses. Después de haberse lle- 
nado todo los trámites de reglamento, esa iniciativa fué 
aprobada por unanimidad en la sesión del 30 de Abril. El 
gobernador entonces, Sr. G. Cuervo, publicó y sancionó 
bajo el núra. 173, en 3 de Mayo, el decreto que esa decla- 
ración hizo. 

La legislatura continuó por todo el mes de Mayo y los 
siete primeros dias de Junio, ejerciendo sus funciones sin 
la mas pequeña resistencia del ejecutivo, mas aún, con su 
pleno consentimiento: él, en 3 de Junio^ publicó sin obje- 
ción alguna, el decreto núm. 177 de la legislatura, y hasta 
el día 7 de ese mes conservó sus relaciones oficiales con 
ella, sin indicar siquiera que todo esto fuera tnconsiitucuh 
nal y nulo. Cuando en este dia (7 de Junio) la sección del 
gran jurado pidió al señor gobernador ciertos antecedentes 
en averiguación del delito, de que fué acusado desde el 25 de 
Mayo, de mala versación de caudales públicos^ ocurrió por la 
primera vez a ese gobernador la idea de que el congreso 
estaba obrando inconstitncionalmente, por haber espirado 
el período de sus sesiones, y contestó el dia 8 que **como 
el congreso funcionaba ilegalmente, hallándose en igual ca- 
so la comisión del gran jurado^ no obsequiaba sus órdenes ni 
remitía los antecedentes que se le pedian." E?5ta desobe- 
diencia, reiterada una y otra vez, llegó hasta el formal des- 
conocimiento de la cámara; llegó hasta el extremo de ex- 
pedir el Sr. G. Cuervo un decreto en 13 de Junio asumien- 
do las facultades extraordinarias en todos los ramos de la ad- 
znirnt ración. 

Istos hechos están auténticamente probados en las di- 
rsas piezas oficiales que la prensa ha publicado: no se nie- 
gan, sino que á lo sumo se desnaturalizan por los mas apa- 
ttODado defensores del Sr. G. Cuervo. Si la exactitud histó- 
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rica de ellos se pusiese á discusión, puedo luego publicar de 
nuevo los documentos oficiales que hngan imposible toda 
duda. 

La primera cuestión constitucional que de esos he hos 
surge^ grave y delicada, es esta: "¿Son nulos y anti-cons- 
tituciónales los actos de un congreso que funciona por 
el ministerio de una ley fuera del periodo de sesiones que 
la constitución designa, pero dentro del tiempo de su exis- 
tencia legal?" Esa fué la cuestión que desde luego promo- 
vió el Sr. G. Cuervo, la que resolvió por sí y contra la opi- 
nión de la cama a; la que ha llevado t{ Jalisco á la vio- 
lenta situación en que se encuentra. T esa cuestión impor- 
ta no solo á Jalisco, sino á toda la república, regida co- 
mo ístá por sistema representativo. 

Oigamos como la prensa de esta capital ha tratado y re- 
suelto esa cuestión. La "Opinión nacional" se expresa así: 
"Las constituciones de los Estados marcan dias fijos para 
la apertu a y clausura de las sesiones de sus respectivos 
cuerpos legislativos; pero esto no obstante, hemos visto que 
algunas legislatu- as, cuando lo han creído conveniente para 
que sirva á sus intereses de facción^ han hecho uso del poder 
irresponsable de que disponen, para interpretar el precep- 
to constitucional en el sentido de la duración de sus pe- 
ríodos" * 



"Nosotros no admitimos tal interpretación, de todo pun- 
to absurda, porque el menor mal que de su admisión re- 
sultarla, es que no habria períodos constitucionales." 

"Pero volviendo al punto que nos hemos propuesto tra- 
tar hoy, n^^nadie podrá sostener la validez de los actos 
de la legislatura, que han tenido logar después de haber 
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espirado la fecha que la constitución local señala para la 
clausura de sus sesiones.^'^li" ^ 

El colaborador del "Siglo XIX" que publicó unos artícu- 
los en ese diario sobre la cuestión de Jalisco, no se atre- 
vió á formular asertos tan decisivos y terminantes, como 
los de la "Opinión nacional;" sin embargo, sus opiniones 
están en estos términos expresadas: " si la Constitu- 
ción fija las fechas dentro de las cuales debe celebrar 
el congreso sus sesiones ordinarias; si las circunstancias 
impiden esa celebración; y si después se vuelve al orden 
constitucional fuera de las referidas fechas, es claro, es ob- 
vio que es mas conforme con la ley abrir un período de 
sesiones extraordinarias, mientras que llega el tiempo pres- 
crito para las ordinarias, que no alterar las fechas 1|@»que 
por mas que se diga, envuelve siemj)re la violación de un 
precepto terminante."®li" * 

£1 Sr. diputado Yelasco, en los artículos que también ha 
publicado en aquel diario, sostiene que un congreso, man- 
datarío del pueblo soberano, no puede traspasar los lími- 
tes del mandato, fijados en la duración de sus períodos de 
sesiones, y de aquí infiere que "estando suspensas en 1. ® de 
Junio las facultades del congreso de Jalisco, no podian 
ser ejercidas: que sus actos posteriores á ese dia son vicio* 
sos é ilegales.^^ Y luego mas adelante añade: "Estas conside- 
raciones nos hacen creer que no puede tenerse como veré- 
dicto del gran jurado^ el que declaró culpable al gobernador 
de Jalisco, ni como nombramiento legal el que recayó en 
la persona designada para reemplazar al primero-"^ 

¿Son aceptables, son constitucionales esas conclusiones á 
que ha llegado la prensa tratando del conflicto de Jalisco? 



1 Nüm. 710 corresponíliente al 20 de Jnnío. 

2 Nüm. 185 del "Siglo" del dia 4 de Julio. 

8 Nam. 189 del "Siglo" correspondiente al 8 de Jalio. 



No lo creo yo así, y voy á manifestar las razones en que 
mi opinión se funda. 

En la historia parlamentaria no solo de Jalisco, sino de 
todos los Estados de la confederación, sino del mismo con- 
greso general, existen tantos y tan repetidos precedentes 
sobre el punto que examino, que si sobre alguna materia 
se puede decir que tenemos práctica constitucional, es so- 
bre esta. En Jalisco esos precedentes abundan; pero pa- 
ra no ser demasiado extenso, solo citaré uno de indisputa- 
ble oportunidad en esta ocasión. En 27 de Noviembre de 
1867, (fecha no comprendida en ninguno de los dos perío- 
dos de sesiones del congreso), el Sr G. Cuervo pubUcó y 90$^ 
donó un decreto de la legislatura en el que esta se declaró 
instalada en ese dia, y en aquella época este señor no cre- 
yó ni con mucho, que tal decreto fuera inconstitucional, 
que pudiera él resistir á la legislatura, que esta no tuviera 
carácter de legitimidad, solo porque estaban alteradas Ihs 
fechas de los períodos de sesiones. Lejos de decir entonces 
'que "aquel decreto violara abiertamente el precepto cons- 
tutucional que no soló determina la duración de los perío- 
dos, sino que menciona y fija meses en que deben comen- 
zar y concluir," ' acató y obedeció cuantas leyes ella en« 
tonces expidió. 

En medio de esta contradicción palpable, en la conduc- 
ta tan diversa que ese funcionario observó en 27 de No- 
viembre de 1807 y en 7 de Junio último, ¿cuándo ha ob- 
servado y cuándo violó la constitución, cuándo estuvo bien 

aconsejado! Si el Sr. G. Cuervo no hubiera h^cho lo 

que hizo en 1867, reconocer que un congreso puede tener 
sesiones aun fuera de los períodos que la constitución de- 
signa, se habria hecho reo del delito de atentar contra el 

1 Ofido del Sr. G. Caervo & la le¿\B\\».VQx^ ^^^ \^'í^«kns^ 
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orden constitucionaV. estorbando bu reinstalación, so pre- 
texto de guardar una fecha imposible de cumplirse en aque- 
llas circunstancias. 

En ellas todos los períodos constitucionales fueron alte- 
rados por la guerra de intervención: las legislaturas de los 
Estados, el congreso de la Union tuvieron que reunirse 
fuera de sus respectivas fechas, y lo. que es mas grave 
aún, se prurogaron hasta hs periodos de la duración de loa 
poderes públicos ¿^Pueden los que hoy, á fuer de de- 
fender al Sr. G. Cuervo, sostienen que todo lo que un con- 
greso hace fuera de sus períodos, es ilegal, vicioso, nulo, 
anticonstitucional; pueden afirmar, digo, que todo el res- 
tablecimiento del orden constitucional es nulo, porque el 
presidente de la república no pudo prorog r su cuatrienio 
legal, porque el congreso general, las legislaturas de los 
Estados no pudieron instalarse, sino que debieron espe- 
rar el dia fijo é inmutable en que la constitución quiere 
que funcionenl ¿Qué se hubiera dicho del que en Noviem- 
bre de 8ü7 se hubiera propuesto con esta paradoja impedir 
que ese orden constitucional se restableciera luego? Todo 
eso se hubiera llamado no solo absurdo bino anárquico; la 
lógica se encarga de calificar hoy de anárquica, la preten- 
sión de nulificar los actos de la legislatura de Jalisco pos- 
teriores al 1^ de Junio: lo que fué constitucional en 867 lo 
ha de ser hoy también; lo que ayer era un principio, no es 
hoy absurdo! 

*-La Opinión Nacional" haciendo un tan gratuito como 
duro reproche á las legislaturas de los Estados, dice que 
cuando estas "lo han creído conveniente á sus intereses de 

facción han interpretado el precepto constituciorial en 

el sentido de la duración de sus períodos."^ Permitiéndo- 
me solo en nombre de los Estados protestar contra tales 

1 Nfim. 710 cit- 
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aBeveraciones engendradas en la creencia de que en eílcB 
no hay mas que ignorancia, interés de facción^ conépir acio- 
nes legales^ etc.^ etc.^ paso á demostrar, no ya que el autor 
de ese artículo ha olvidado lo8 hechos de ayer que acabo 
de referir, y que con sus teorías condena como ilegales y 
nulos, sino lo que á mi propósito es mas conducente, á sa- 
ber: que la interpretación del artículo constitucional en el sen- 
tído de la duración de los periodos, está ya fijada por las mas 
respetables autoridades de la república, por todas las que 
han tenido competencia para hacer esa interpretación. 

El Estado de Chihuahua en 865 se hallaba en una si- 
tuacion enteramente idéntica á la que tuvo Jalisco de los 
meses de Enero á Abril últimos, es decir, estaba en estada 
de sitio. Mandadas hacer allá las elecciones de poderes lo- 
cales por decreto del gobierno general de 25 de Abril de 
aquel año, se remitieron al ministerio de gobernación las 
listas de los diputados en 2 de Julio siguiente; y como el 
artículo 52 de la constitución de aquel Estado dispone que: 
"El congreso tendrá dos períodos de sesiones ordinarias: 
el primero comenzará en 18 de Setiembre y terminará en 
18 de Diciembre; y el segundo improrogable comenzará 
en 1^ de Abril y terminará el último de Mayo," dudaba 
la comisión permanente si el congreso podría instalarse 
fuera de esos meses señalados por la constitución. El mi- 
nistro de gobernación, actual gefe del gabinete, resolvió 
así esa duda: "La designación del dia en que debe comen- 
zar un período de sesiones, lo mismo en la constitución 
de este Estado, que en la de los otros Estados y en la ge- 
neral de la república, no impide legalmente, ni ha impedido 
nunca prácticamente que se procure reunir y se reúna el con- 
greso en los dias inmediatos, cuando por algunas dificul- 
tades de hecho no se ha reunido en el dia señalado." Se 
resolvió por tanto que " ^-,- tan lae^o ^^\S55^ Vvc^^ 
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número en la junta preparatoria, podrá declararse instala- 
do el honorable congreso y podrá acordar que en el día que 
designe se verifique la apertura de sus sesiones." * Estas 
resoluciones, estos principios constitucionales que yo de- 
fiendo, no pueden decirse inspirados en los intereses de 
facción^ y ya se vé como interpretan el precepto constitu- 
cional en el sentido de la duración de los períodos. 

Todavía citaré un precedente de un orden mas elevado. 
£1 dia 3 de Diciembre de 1867 ''el soberano congreso de 
la ünion se declaró legítimamente constituido" * y abrió 
6US sesiones el 8 del mismo mes, comenzando luego á 
ejercer sus funciones constitucionales, y siendo uno de 
sus primeros actos hacer la declaración de la elección de 
presidente de la república y presidente de la suprema cor- 
te de justicia De notar es que cuando esos decretos se 
expidieron (19 de Diciembre de 867), * ya habia espirado 
el periodo que el artículo 62 de la constitución federal fija 
de 16 de Setiembre á 15 de Diciembre. En la sesión del 
dia 14 de ese mes, se presentó una proposición que dice 
asi textualmente: "El primer período de sesiones del sobe- 
rano congreso de la ünion, debe durar tres meses y dos 
el segundo," y pasó á la comisión de puntos constitucio- 
nales, cuyo dictamen fué aprobado en esa misma sesión: él 
concluye con la siguiente resolución: ''Los tres meses del 
primer período del actual congreso comenzarán á contarse 
desde el dia 8 del corriente, en que abrió sus sesiones." * 

Bajo el imperio de este simple acuerdo económico^ el cuar- 



1 Colecc. de leyes. Edio. del Diario oficial de 1867, tomo II, 
pág. 220 y 246. 

2 Véase el Diario oficial, tom. I, nüm. 115, correspondiente al 
l2 de Diciembre. 

3 Num. 124 del Diario del dia 21 de Diciembre de ese año. 

4 THúm. 131 del Diario del dia 2S de Diciembre. 
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to congk^eso constitucional continuó legislando después del 
J 5 de diciembre, y legislando sobre asuntos tan graveii, 
como lo son los de los decretos del dia 19^ de que he ha« 
blado. El presidente do la cámara creyó en este mismo 
dia 19, que un acuerdo económico no bastaba para legitimar 
un período de sesiones que comenzaba al fin de los dias 
que la constitución le señala, y la acta respectiva da cueii- 
ta de tal incidente en estos términos: "en seguida el ciu- 
dadano presidente preguntó si la resolución relativa ul pe- 
riodo de sesiones se habia de considerar como resolución 
económica, ó como decreto, y presentó la siguiente propdh 
sicion: 

'^Es materia de ley la declaración de que el primer pe- 
ríodo de sesiones durará tres meses y dos el segundo/* » 

^'Suficientem^ite discutida se aprobó, y se mandó que 
ae remita el expediente al gobierno para los efectos del 
artículo 70 de la constitución." * 

En la acta de la sesión del dia SO de Diciembre, se en- 
cuentra esta referencia: "Se dio cuenta con la comunica- 
ción de la secretaría de relaciones y gobernación, exponien- 
do la opinión del ejecutivo, conforme á la fracción 4^ del 
artículo 70 de la constitución, acerca de la resolución pro- 
puesta sobre la duración de los periodos de sesiones del 
actual congreso. — A la comisión de puntos constituciona- 
les."» 

En la sesión del 10 de Enero de 868 pasd lo siguiente: 
"Se dio lectura al nuevo dictiímen presentado por la co- 
misión de puntos constitucionales que termina con el si- 
guiente proyecto de ley:" 

"El primer período de sesiones ordinarias del actual cob- 



1 Diario, oficial temo 11, núm* 6, correspondiente al 6 de Enero 
de 868. 

2 Diario, tomo H, nüm. 22, eorre&i^udíeiiVi^ «X^^ ^^^\i^t^« 
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igt^af> de k ünicB, twmiBará el dia 7 de Marzo del preeeá- 
^4e ano." 

^'Tomado en oonsidéracion j suficientemente dbcutido, 

86 aprobó en votadon nominal 1|^.P0R 111 VOTOS 

eONTRA UNO,-«Cl aprobándose también la minuta." » 

Por fin, en lá neta del dia 14 de Enero se encuentra esto: 

^^£n seguida se dio ectefita con las comimicaciones siguien- 

''De lar secretaría del despacho de gobernación acusando 
imécíbo del decreto del soberano congreso que declara que el 
período actwU de sus sesiones ordinarias terminará el dia 
7 de Marzo del presente año. — Al archivo." * 

Y como si todavía se necesitaran declaraciones mas ex- 
plícitas, el decreéo de 5 de Marzo de \9^ dispuso qu#: 
^JSl cuarto eongrem^ constitucional proroga el frimer peño- 
iéb de sus sesiona ordinarias^ por los días comprendidos ^&- 
tre el 8 y el 29 del corriente." * 

fSe puede desear autoridad mas competente que fije la 
interpretación del precepto constitucional; mas elevada y 
lespetable, para estar fuera del reproche de que obró por 
'WMereses de facción^ cuando hizo esa interpretación en el 
ientido de la duración de sus períodos? Si la legislatilra 
.efe Jalisco no se hubiera creido asistida del mas pleno de- 
techo para obrar como obró, y hubiera deseado solo imitar 
la conducta irreprochable del cuarto congreso de la üni^m, 
lio habria acertado á reproducir una copia tan perfecta. 
Kada ha hecho ella que antes no hiciera ese coiigreso, sin 
éposicion mas que de uno solo de sus miembros, sin la mas 
pequeña objeción del gobierno y de la prensa! Y si dife- 
rencia alguna se nota, la ventaja está por la legislatura. 



í Diíirici, tbmo 11, nírm. 38 del dia 7 de Febrero. 

2 Diario oficial nám. 43 correspondiente al 12 de Febrero. 

8 ' í>í&T\b ofidiál úüm. 67 del dia 7 de Manó. 
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Él congreso estuvo en sesiones pot ün mes etitero fuera de 
¿u período, del 16 dé Í)íciem1jte át 14 dfe Rñéró, éári que 
ta legitimidad de su carácter la jüi$ti^cara mas que lin 
acuerdo económico: cuándo la ley de 10 de 'Étietti sé expidió 
para alterar el período dé sesiones lleVátldolo has^a el 7 de 
Marzo, ya el congreso funciüna1)a eíi tiempo inhábil^ íh- 
constítuciontclj al decir de los deféíi'sores def Sr. G. Cuei'vo, 
y ese decreto no podía ]fetrotraéi*se eú sus efectos, at dia 
14 de Diciembre-.— La legistafurá tío 16 Iñio así: éh 30 de 
Abril, dia hábil, prorogó su período de sesiones. Si las 
teorías que combato hubieran de decidir esta cucstioOi^ 
fuerza seria concluir que desde el 15 de Diciembre de 
18'37. los actos de los altos funcionarios de la república, 

han sido una serie no interrumpida de nulidades Será 

preciso refutar esta anárquica consecuencia, aquellas disol- 
ventes teorías? 

¿Se insistirá todavía en sostener que todo lo que la legis- 
latura ha hecho después que alteró el período de sus se- 
siones, es ilegal, vicioso, nUto, anti-constitucional, porque, 
un congreso nunja puede trasferir esc período para otros-, 
meses distintos de los que la constitución marca? En tal 
caso, lo repito, la fuerza irresistible de la Idgica nos lleva. 
á estas extremas consecuencias: es nulo cuanto el 4. ® con^. 
gt'éso hizo desde 16 dé Diciembre de 867 háWa 1. ^ dé Abril 
dé 8C8: es áñfi-cdnstitucional la eleccioacte presidente de 
la república y de presidente de la suprema corte de justi- 
cia: son ilegales los nombramientos de los ministros de es- 
té tríl^Uhál! La república quedaría de verdad sorprendlr- 
da al saber qué desde 1867 estara'oiB sitt i^óJéres, ejecutiva 
jp judicial, legítimos, y lo estaríámos'si las teorías que es- 
toy impugnando, sé eléváráii a la categoría dé principiois! 

Sí la elección dbl señor ffotérriador Mérmoso hecha en 
12 de Junio por la legislatura de JvuVéc.O) éii ^\xm^\s5\5sisr 
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to del art. 27 de la constitución, es nula, solo porque ella 
se hizo después del flital dia 31 de MajO| la misma idénti- 
ca razón nos lleva i declarar nula también la elección del 
señor Juárez para presidente de la república, declarada en 
19 de Diciembre por el congreso de la Union, puesto que 
esa ley se expidió después del también fatal 15 do Diciem- 
bre! Mida quien pueda el abismo á que nos lleva esa 

. teoría! Acéptela quien quiera que la anarquía consolide 

,8u reinado en la república 



III. 



Pero al señor diputado Velasco no satis&cen esos pre- 
cedentes, pcH-qüe "no están basados en nuestras institu- 
ciones" según dice. Por mas que yo respete las opinio- 
nes de una persona tan dedicada al estudio del derecho cons- 
titucional, no puedo, sin embargo, aceptarlas, cuando ellas 
están condenadas por la interpretación auténtica de nues- 
tros textos legales. Las legislaturas de los Estados, que han 
creido que su constitución no les proliibe tener sesiones 
ordinarias en casos extraordinarios, fuera del período al 
efecto designado^ el congreso de la Union, (he citado so- 
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lo un caso para no hacerme interminable: podria adu- 
cir otros varios del mismo género), resolviendo jt?or unatip- 
midad el mismo punto, no solo han dado ya esa interpre- 
tación auténtica, no solo han fijado el sentido del precep- 
to constitucional, sin que sea mas licito disputarlo, sino que 
la uniformidad constante de estas decisiones forma un ar- 

r 

gumento tan poderoso de verdad, que en vano contra él 
quiere rebelarse una opinión particular, opinión que cho-¿ 
cando de frente con todos esos precedentes, viene en últi- 
mo extremo á nulificar actos á cuya sombra descansan no 
solo la paz pública, la legitimidad de los poderes constitui- 
dos, sino todos los intereses de la sociedad. 

Bastaba ya decir esto para que la discusión sobre este 
punto quedara cerrada: sobre ser peligrosísimo traer al de-" 
bate hechos en el orden político consumados, es hasta inú- 
til pasar en revisto las razones que han elevado á la catego- 
ría de práctica constitucional, una doctrina sin oposición 
por largos años sostenida. Esto no me dispensa, sin em- 
bargo, en mi propósito de evidenciar la causa de la legisla- 
tura de Jalisco, de encargarme de las objeciones que á 
esa doctrina se hacen, sin mas fin que el de sostener en el 
poder al Sr. G. Cuervo. 

No solo no creo yo, lo debo ante todo advertir para que 
la discusión no se extravie, que los congresos sean sobera^ 
noSj sino que profeso sin reserva estos principios: ''La sobe- 
ranía reside esencial y originariamente en el pueblo. To-' 
do poder público dimc'ina del pueblo y se establece para su 
beneficio. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable 
derecho de alterar 6 modificar la forma de su gobierno."* 
No solo no creo yo que los congresos tengan la omni- 
potencia legislativa^ y puedan á su antojo rasgar la consti- 

1 Art. 39 de la Constitución feietal. 
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tucíon; «inp que afirmo que esta es "la suprema ley del 
P^íb/' ^ á pesar ie laa disposiciones en eontrario que ha* 
ya en leyes anteriores ó posteriores á ella; sino que sosten* 
gp que ni el mismo pueblo Boberi^no puede alterar ó modi- . 
0/(;ar la constitución, fuera de loa términos que ella misma 
designa. ' Ni la rebelión que sojuzga con las aromas la vo« 
I«ntad pública, ni el plebiscito que en las sociedades moder- 
utas no es mas que la hipocresía del sufragio popular, pue- 
den prevalecer sobre la contstitucion. Hasta ese extremo 
qpp proj[^ndos mis respetos por la suprema ley de la re- 
pjlfrlica- 

Esto dicho, ya se ye que no abogo por la ioberania de loa 
0)()ng^^^<^ ^^ P^^ fi^ omnipotencia legislativa. Desemba^pa- 
zado así el campo del debate, la cuestión que Uay qué exa* 
minar es esta simple;qf)ente: j Obra contra el texto consti* 
tucional la cámara que por circunstancias extraordinarias 
i^p puede te^er ^u período ordinario de sesiones en los 
djg^ que la ley designa y lo trasfiere para después, pero 
siep>pre dentro del tiempo de su existencia legal? Oiga* 
il^os las razones que se alegan para afirmarlo. 

Un diputado, se dice, es semejante á un mandatario, y 
"así como á este no es permitido excederse de los fines para 
que fué constituido, ni ejercer el poder fuera del tiempo que 
ti^ne señalado, así al mandatario del pueblo no es lícito 
traspasar los límites que la constitución le marca, ni fm- 
cipmir en el tiempo en que sus facultades están suspensas. La 
deposición constitucional estableciendo periodos d,o aesÍQ« 
iKOB que debe» comenziai' y terminar en dia fijo, qq h/l 
qdo introducida eo beneficio de los diputados, sino en prp* 
vecho del pueblo — ^ Se ha querido con elja procurar el 
acierto en la¡s deliberaciones, y en las decisiones la calma 

1 Art. 126 de la constitución. 

2 Art. 127 de la misma. 



de los pasiones políticas exacerbadas en las diaras coii^p 

tíeodas. Ella no es una conceskín sino $ina restriccüm ». 

(U ejercicio del poder legislativo. No está, pues, al arbitrio d« ' 
ua congreso salvar esa restricción y modificar sus períodos 
de sesiones, porque es pretender el ejercicio de Sioultadei' 

cuando están súdenme . porque con el mismo motivo 

que se alteran los períodos legislativos establecidos por Im^ 
constitución, toda esta podria ser enterada; pQrque de esta 
manera un congreso constituoional que deriva au mandar, 
to del pueblo, para ejercerlo según la constitución, tendri^ 
el derecho de modificar los tétanos del mandatQ^ sin conoce-' 
miento, sjn autorización, contra la voluntad del mandante^ 
porque entonces un oongreso seria superior al pueblo, se- 
ria superior i la constítucion, y forzosamente tendría que . 
aceptarse el despotismo de las asambleas legislativas." ^ 

Todo este razonamiento tiene por base yna hipótesis fa^-. 
sa¿ que diputado y inandat^rio seaipi una misma cosa: qu9. 
el derecho pi^blico acepte toda,s las reglas que el civil qsh 
tablece para definir los derechos y obligaciones del man*, 
datar o y las aplique al diputado. Me será precisa demosf^ 
trar que esto no es exacto? (^Habrá quien sostenga que eji, 
diputado está sujeto para con sus comitentes á las respoib- 
sabilidades que ligan al mandatario con el mandante? ¿Ha- 
brá quien crea que así como este puede retirar sus pode- 
res desde el instante mismo en que los confia, así tambieit 
es lícito á un colegio electoral, ál dia, al mes, al añodO' 
hecha una elección, anular una credencial y estender otral 
¿Habrá quien diga que la diputación es revocable, gratuita, 
signalagmática, susceptible de limitaciones ó autorizacio-' 
nes en la credencial, modificable por toda especie de pao- 



1 Artfcnlo pnTít'caílo en d ném. 1S9 del "Siglo,*' eorréspon- 
diente al dia 8 ^^e JuUo^ 



tos, como lo es el mandato? Creo ¡DÚtil decir hasta qué 
extremo el derecho político se divorcia del oivil sobre 
esta materia: cuando la diputación no es un contrato^ sino 
un nombramiento para ejercer altas funciones públicas, en 
▼ano querremos que las prescripciones civiles, que al con-- 
trato de mandato regulan, puedan ser aplicables á la dipo* 
Ucion. 

' Pero supongo, concedo que el diputado sea un manda- 
tario; 7 lo concedo solo para que no se diga que esquivo la 
discusión, ni excuso dar respuesta á las réplicas que se me 
hagan. ¿Es cierto que durante el peñado bienal de su nom- 
bramiento, el diputado tenga algún día siquiera, suspendas 
sus facultades? ¿Es cierto que el pueblo, mandante^ prohiba 
á sus diputados representarle fuera de cierto período? Es 
cierto que teniendo sesiones, legislando ellos en los meses 
no designados por la constitución, modifican los térmi- 
nos del mandato contra la voluntad del mandante? ¿Es 
cierto que el poder legislativo está restrinjtdo á estos solos 
períodos de 16 de Setiembre á 15 de Diciembre, de 19 de 
Abril á 31 de Mayo, de tal suerte que "el congreso no 
puede salvar esa restricción?" Plantear la cuestión con 
esta claridad, es tenerla ya resuelta. 

Tan falso es que las facultades de los diputados esÍM 
suspensas fuera de los períodos de sesiones, que el texto ex- 
preso de la constitución federal y de los Estados, declara 
terminantemente lo contrario. El art. 62 de aquella deter» 
mina que el primer período es prorogable, y esta próroga 
puede extenderse desde 16 de Diciembre en que ese pe- 
riodo termina, hasta el 1 6 do Enero; y la fracción II del 
art. 74 faculta á la comisión permanente para convocar 
al congreso á sesiones extraordinarias, sesiones que pue- 
den limar el tiempo que media del 17 de Enero á 31 de 
Marzo, y el que tr(Mscurre de 1^ de Junio, fin del segundo 



período, al 15 de Setiembre, principio del primero: un con- 
greso puede, pues, constitucionalmente, estar reunido des- 
de el dia 1^ de Enero hasta el 31 de Diciembre de un año, 
81 proroga su primer período, si es convocado á sesiones 
extraordinarias después de él y del segundo, y esto se ha- 
rá oonstitucionalmente sin que el pueblo, mandante^ tenga 
que intervenir de un modo directo en esos actos, sin que su 
voluntad sea consultada, sin que esta pueda prevalecer pa- 
ra impedir, por ejemplo, una próroga de sesiones. 

Si las facultades de los diputados se suspendieran por la 
simple llegada de ciertos dias fatales, 15 de Diciembre, 
31 de Mayo; si tener sesiones después do esos d\^s fuera 
modificar los términos del mandato; si la designación de pe- 
ríodos fuera una restricción al poder legislativo, que no está 
al arbitrio del congreso salvar^ ¿cómo se entienden entonces 
los artículos 62 y 74, fracción II de la constitución fede- 
ral? ¿Cómo se explica que se pueda prorogar el primer pe- 
ríodo, convocar á sesiones extraordinarias después del se- 
gundo, cosa que nadie puede negar? ¿No son acaso los 
diputados, cuyas facultades se dicen suspensas^loñ que esto 
acuerdan y lo acuerdan legítimamente? 

Deduzcamos de estos textos constitucionales que los ar- 
gumentos que impugno están por ellos condenados: deduz- 
camos de las teorías del principio representativo, que el 
pueblo no suspende, ni suspender quiere las facultades de 
sus representantes en tal ó cual mes durante los dos añoft 
de su encargo: el pueblo, por el contrario, concede libres 
esas facultades para que se ejerciten en cualquier dia del 
año, para que la representación nacional exista siempre 
y se reúna y legi.sle aun fuera de los períodos marcados ea 
la constitución, cuando á juicio de los mismos diputados es- 
to sea necesario. 

Reconosco yo el primero la sabiduría del ^jt^^^^Ví^ ^5g» 
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ordena el receso: nada es tan fatal para loa intereset na- 
cionales, como el cansancio á que un congreso llega cuan- 
do las tareas parlamentarias se prolongan por demasiado 
tiempo. Pero estas razones no tienen aplicación posible ni 
al caso del cunrto congraso constitucional que en mi ante- 
rior artículo cité, ni al de la legislatura de Jalisco: aquel 
congreso instalado en 8 de Diciembre no podia estar can- 
sado el 19 de ese mes: esta legislatura que comenzó sus 
trabajos en 11 de Abril, no podia á consecuencia de aus 
fatigas, cerrar sus sesiones el 30 del mismo mes. Esas a- 
zones, ademas, nunca pueden invocarse contra la prórogí^ 
de sesiones, que puede hacerse, aunque ese cansancio exif- 
ta, aunque las pasiones políticas se hubiesen exacerbado 
en las diarias contiendas. 

Se me podrá hacer una objeción, se ha hecho ya á IO0 
principios que defiendo y que conden9.n al Sr. G. Cuervo. 
Se ha dicho que aunque la legislatura tiene facultades p^ra 
prorogar su prijuier período de sesiones por un mes, y aún 
que puede ser convocada á sesiones extraordinarias por la 
comisión permanente, es lo cierto que ella no hizo nada de 
eso, sino que en un decreto declaró que el período de sua 
sesiones duraría de 11 de Abril á 10 de Julio. De la fal- 
ta de observancia de aquellos requisitos, se querrá deducir, 
se ha deducido ya, la inconalitucionalidad de lo hecho 
después del 31 de Mayo. ^ 

£sa replica reconoce, en parte al menos, las teoríafl que. 
efitoy defendiendo: confiesa que las facultades de loa dipu* 
tados de Jalisco no han estado suspenems después del 31 de 
Mayo, puesto que pudieron ejercerse en las sesiones ex- 
traordinarias: esto es ya mucho, pero no es cuanto basta 
para satis&cerla por completo: procuro haceilo. 

t Attíonh M 'SigW ^axn. 185 del día 4 de J^i«. 
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El espíritu del art. 14 de la constitución de Jalisco, lo 
miamo que el del 62 de bi federal, quiere que el primer 
período de sesiones dure tres meses; el de la legislatura de 
1; de Febrero á 30 de Abril; el del cotigreso de la Union de 
16 de Setiembre á 15 de Diciembre. La razón de la ley 
es la consideración 'e qne en menos de tres meses no se 
podrán despachar los negocios ordinarios legi^ativx)6. La 
letra de esos dos articoias, revelando su .espíritu, fija dos 
dias dentro de los cuales esos tres meses están completos. 
En circunstancias ordinarias, el espíritu y la letra de la 
ley andan acordes. £1 congreso se reúne en 16 de&tiem- 
bre y completa sus tres meses en 15 d^ Diciembre; pero 
cuando acontecimientos excepcionales divorcian ese e>spí- 
ritu de esa letra de la ley; cuando el congreso no se pue* 
de reunir sino el 8 de Diciembre, ¿ha de prevalecer esta le- 
tra que clausura las sesiones el 15, ó se ha de seguir aquel 
espíritu que quiere que estas duren tres meses ^ El con- 
greso de la Unipni siguiendo las mas racionales^ los mas fi- 
losóficas reglas de interpretación, declaró que el espíritu 
de la ley no se ha d^ sacrificar á su letra^ y resolvió que 
en circunstancias excepcionales, cuando la apertura no pue- 
de tener lugar en el día fijado por el texto constitucional^ 
la clausura no se haga á los siete dias, esto hasta en el ridí- 
culo caerla, sino cuando se completen los tres meses del 
período. Igual, idéntica resolución adopto la legislatura 
de Jalisco. 

Si abierto en su fecha el período ordinario, el congre- 
so siguiere legislando después de su conclusión sin pro* 
rogarlo, sin abrir el período extraordinario, sin obsequiar, 
en fin, los preceptos constituciojiales, la objeción que me 
ocupa tendría tanta razón, que yo la aceptaría como un 
principio; pero decir que lo mismo se ha de hacer cuando 
el período ordinario se abre en los mismoa dV^^^xi^^^^^ 



espirando; sostener que el congreso sacrifique los tres me- 
ses de sesiones ordinarias que debe tener, á una fecha fatal 
que á los pocos dias aparece, perjudicando con ello el dea- 
pacho de los negocios ordinarios^ para los que esos meses 
fueron designados, es anteponer la letra al espíritu de la 
ley, es violarla afectando cumplirla. 

La "Opinión Nacional" hablando sobre esta materia, di- 
ce que en último extremo ella debe "creerse diseutíhUy 
mientras no se fije prácticamente cual debe ser la verdade- 
ra interpretación" del artículo constitucional ^ Yo acepto 
esta confesión y pregunto, ¿no está ya fijada esa interpre- 
tación de un modo auténtico? Los precedentes que he ci- 
tado, omitiendo otros muchos, no han producido ese efe íto? 
Si las legislaturas de los Estados, si el gobierno general, si 
los congresos de la Union no }ian podido ya con sus actos 

dar esa interpretación práctica, ¿de quien la podemos es- 
perar? 

En medio de las continuas revoluciones que al país han 
trabajado, mas do una vez circunstancias excepcionales han 
impedido que los congresos se reúnan en su día constitu- 
cional; y se les ha presentado entonces de frente la cues- 
tión que he estado examinando: ellos la han resuelto como 
ya sobemos. No previendo la constitución el caso de que 
un congreso no se instale el 16 de Setiembre, ellos han 
creido que la violarían no teniendo tres meses de sesiones: 
ellos han creido que obsequian su espíritu, su razón, no 
clausur.lndolas pocos dias después de abiertas. Las reglas 
de interpretación legal aceptan esta inteligencia del texto 
constitucional y la sostienen fuertemente: la autoridad mas 
respetable en el país, ha dicho su última palabra sobre la 
materia. ¿Puede seguirse llamando discutible^ cuando ha- 



1. Artículo publicado en el núm, 710. 
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ce muy poco tiempo ciento once votos contra uno la resol- 
vieron? Si esto es discutible en nuestro derecho constitu- 
cional, qué hay en él que pueda decirse fijo, seguro, indu- 
bitablel 

Considerada abstractamente aquella cuestión, razones en 
pro ó en contra se pueden alegar para hacerla discutible] pe- 
ro siempre la interpretación que sigue el espíritu de la ley, 
la que entiende que el período ordinario de sesiones debe 
dunxr tres meses, aunque los tres meses espiren algunos 
dias después del fijado por la constitución, satisface mas á 
la razón, que la que encierra á los trabajos legislativos en 
una fecha fatal, cuando estos no han podido comenzar en 
FU dia. En medio de la duda que el silencio de la ley en- 
gendra, no habiendo esta previsto el caso en cuestión, el le- 
gislador con su palabras, con sus hechos ha resuelto ya 
cual debe ser la inteligencia de la ley; inteligencia, repito, 
que las mejores reglas de interpretación apoyan. ¿Puede lí- 
citamente seguirse disputando sobre este punto, con la 
intención de nulificar los actos consumados, sobre los que 
todo el orden constitucional está hoy basado? Que lo res- 
ponda quien sinceramente desee el afianzamiento de nues- 
tras instituciones, quien vea en esta cuestión no el inte- 
rés transitorio de defender á una persona, sino el perma- 
nente, trascendental de asegurar *en la república la paz á 
la sombra de la ley. 

Creo haber demostrado ya esta verdad: la legislatura de 
Jalisco obró constitucionalmente decretando que su pri- 
mer período de sesiones, que comenzó el 11 de Abril, ter- 
minara el 10 de Julio. No habiéndose ella podido reunir 
por el estado de sitio, el dia 1? de Febrero, no habiendo alte- 
rado los períodos de manera que el primero se confundiera 
con el segundo, ni prolongado los dos años de su duración 
con aquel decreto, ella no hizo mas que lo que en 1 867 hizo 
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el cuarto congreso constitucional con la aprobacioli unáni- 
me de todo el país: ella interpretó rectamente la ley y siguió 
la práctica constitucional, por largos años entre nosotros 
en casos iguales observada. 



IV. 



£sto demostrado, se desploma ya falta de fundamento 
la defensa que se ha estado haciendo de la conducta del 
Sr. G. Cuervo; kjos de merecer esta los elogios que se le 
hun prodigado, es digna de la mas severa censura, porque, 
necesario es decirlo, ella es altamente criminaL £1 Sr. 6. 
Cuervo, á quien sus amigos y defensores llaman el guar- 
dián celoso de la ley, la autoridad que mantiene sus fue* 
ros á la altara que les pertenece etc. etc., ha infringido esa 
ley, (esto aparece ya de mis anteriores demostraciones) de 
una manera tanto mas imperdonable, cuanto que en 27 de 
llíoviembre de 867, hizo lo contrario de lo que hoy aca- 
ba de hacer; de un modo tanto mas inicuo, cuanto que es- 
tando ya interpretada esa ley auténticamente, y habiendo 
él mismo aceptado la inteligencia que le fijó la legislatu- 
ra, no podía siquiera con un pretexto, usurpar la facultad 
de que carece de darle opuesto sentido. 

Pero aunque esto bastaba ya para ver en todia su luz los 
atentados que en Jalisco se han cometido^ qiiiero yo, para 
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seguir la discusión que la prensa ha provocado, suponer 
qtie la legislatura violó escandalosamente la ley constitu- 
cional, decretando que sus sesiones ordinarias se tuvieran 
de Abril á Julio. T hago esta inotorgable conces'ion so- 
la para entrar en el debate sobre este punto de vital impor- 
tancia para el sistema representativo: "¿Qué debe hacer el 
gobernador de un Estado, el presidente de la república, 
cuando la cámara expide leyes que juzgue el ejecutivo con- 
trarias á lia constitucionl" ^ Anunciar esta cuestión, po- 
noerla d discusión, no es analizar una materia mas ó me- 
nos dificil de derecho constitucional; es dudar de uno de 
los artículos de fé del símbolo democrático, es negar el 

principio fundamental del sistema representativo; pe^ 

ró ya que este debate se ha abierto, ya que es*e principio 
m ha desconocido, y desconocerlo era necesario para en- 
salzar la conducta del Sr. G. Cuervo, me és indispensable 
venir & esta discusión. 

Oígase como la "Opinión nacional" plantea y resuel* 
ve aquella cuestión: "¿Debe el poder ejecutivo acatar to- 
das las disposiciones del legislativo, aunque algunas de 
ellas sean notcriamente anti-constitucionales ó atentato- 
rias?" 

"Lo ocurrido últimamente en Jalisco nos presenta la opor- 
tunidad de demostrar cuan pernicioso seria resolver esa 
cuestión de un modo afirmativo, y l|®.cuan necesario es 
que se decida prácticamente en contra"®li para evitar gra- 
vísimos conflictos, incalculables males y riesgos inminen- 
tes para nuestras instituciones." 

Después de hablar mucho del poder irrespomahle del le- 
gislativo; después de aseverar que la legislatura de Jalisco 
ha violado hasta el derecho natural; después de investir al 



1 Núm. 185 (lol 'Siglo" del día 4 de 3u\\c^. 
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^ecutivo de cierta especie de infalibilidad^ para juzgar de 
loH desaciertos de las asambleas legislativas; después, en ñn^ 
de romper por su base el principio fundamental del siste- 
ma representativo, ese diario en el tono de la conviccioa 
mas profunda, se pregunta: '^ Quién se atreve á sostener que 
el poder ejecutivo debe acatar todos los actos del legisla- 
tivo, aun cuando sean inconstitucionales ó ilegales, aun 
cuando ataquen el derecho natural? " * 

Esas teorías que tienden á ensancbtar los límites del po- 
der ejecutivo hasta matando la representación popular; 
que predican la dictadura de uno contra el voto de mtícbos\ 
que á fuerza de deshonrar las asambleas legislativas irreM" 
ponsahles^ hieren de muerte al sistema representativo y 
preconizan á su vez la omnipotencia irresponsable del eje- 
cutivo; esas teorías, digo, están expresamente condenadas 
por nuestro derecho constitucional, atacan en su esencialos 
dogmas del partido liberal y son un amago para nuestras 
lnsti4;uciones, Si todo eso se ha dicho y sostenido solo pa- 
ra defender una causa perdida, es mi deber impugnarlo pa- 
ra vindicar la conducta de la legislatura de Jalisco; pero 
si como se indica, tales teorías se divulgan, para que ellas 
lleguen á imperar como principios en la reptiblica, me ira- 
pongo la honrosísima obligación de repeler con mis muy 
escasas fuerzas esos rudos ataques dirigidos á las doctri- 
nas de la escuela republicana, á los preceptos de nuestra 
ley fundamental. 

La resistencia-^ e¿tta es la palabra de que aquel diario 
usa, la resistencia que el ejecutivo pudiera hacer. al legislati- 
vo para no acatar sus disposiciones, para no publcar ni 
cumplir sus leyes, cuando aquel las cree atentatonas, se 
ha llamado por los publicistas derecho de veto. Para dar á 

1 Nám. 712 del dia 22 de Junio. 
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la cuestión que me ocupa el carácter científico que le cor« 
responde, la planteo asi: ¿Tiene entre nosotros el poder eje- 
cutivo el derecho de veto para resistir la publicación de las 
leyes que juzgue inconstitucionales? La cuestión así for* 
mulada, es la misma que la propuesta por la "Opinión na- 
cional.'' 

Resolverla en el sentido diametralmente contrario á las 
doctrinas de este periódico, es cosa tan fácil como leer las 
fracciones IV, V, VI ^ VII del art. 70 de la constitución 
federal: esos textos terminantemente previenen que el pre- 
iñdente de la república no pueda resistir la publicación de 
tma ley que él crea anti-constitucional, pero que haya sido 
aprobada segunda vez por la cámara. 

Aunque después que la ley habla, son inútiles mas au- 
toridades, en cuestión tan grave y trascendental ninguna 
demostración está de sobra. Conocido ya el texto de 1» 
ley, es fuerza ir á analizar su razón, su filosofía. Cuando 
en el congreso constituyente se discutió aquel artículo 
constitucional, en la sesión del 22 de Noviembre de 1856, 
se habló mucho de ese derecho de veto^ y es bueno recordar 
ahora, siquiera en brevísimo compendio, lo que entonces 
se dijo, lo que mereció la aprobación de esa asamblea, y lo 
que hoy constituye la razón de la ley. 

El Sr. Guzman (D. León) creyó que ^^concederlo al go« 
biemo (el veto) seria alterar la perfecta división de pode- 
res, dando al gobierno una parte decisiva en la formación 
de las leyes." 

£1 Sr. Zarco, declaró: '^que profesa las mismas opiniones 
del Sr. Guzman y que le parece que el veto es contrario á 
la buena división de poderes." 

El Sr. Mata dijo que ''es infundado el temor de que ha- 
ya leyes anti-constitucionales, pues ya al determinar las 
fiu^ultades del poder judicial| se ba MOtdAdio ^<^V^ Vc^"^- 



nales pueden suspender los efectos de toda ley contraria a 
la constitución, ya emane del congreso federal, ya de las le* 
gislaturas de los Estados.'' 

Permítase á mí observar de paso que si ese temor ee ba 
realizado por desgracia una y otra vez en el congreso fe- 
deral y en las legislaturas de los Estados, esto no importa 
una falta en la constitución, sino que simplemente denun- 
cia el hecho de que los tribunales no han ejercido hasta 
hoy esas facultades, faltando así el equilibrio de poderes que 
los constituyentes quisieron establecer; equilibrio que hoy 
se busca, inoportunamente en mi sentir, en el senado, y con 
olvido de todas las doctrinas democráticas, en el veto ab- 
soluto, en la omnipotencia del poder ejecutivo. 

''Cierto es, añadió mas adelante el mismo Sr. Mata, que 
hay dificultad para que sea perfecta la división de pode- 
res; pero eon el veto absoluto queda destruida del iodo H^^pues 
la facultad legislativa viene á reasumirse en el poder eje- 
culi vo.^911 La comisión ha cuidado de establecer las limi- 
taciones posibles, y al encargar á los tribunales las decla- 
raciones sobre las leyes anti-constitucionales, no les ha 
dado facultades legislativas, sino meramente judiciales, 
encomendándoles la aplicación y no la formación .de las 
leyes.** 

Estas teorías, estos principios fueron aprobados por d 
congreso constituyente en la sesión del 24 de NoviembrCí 
y ellos forman hoy el art. 70 de la constitución. J 

Dicho está ya: ese veto absoluto que hoy ee encomia 
tanto, e3 la nulificación del poder legislativo ante la vo- 
luntad del ejecutivo; es la muerte del sistema representati- 
vo á los pies de la dictadura irresponsable; es la negación 
del principio democrático ante el capricho 6 la ambición 

1 Historia del congreso constituyente, tom. 2. ^ págs. 571 á 58& 
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^e un hombre que ha de ejercer el poder á su antojo, qué 
ha de interpretar la constitución á su sabor, hoy de un mo» 
do, mañana de otro, según el interés del momento lo exija, 
que ka de poner con su veto infalible una mordaza á la bo- 
ca de los representantes del puébloül 

La escuela liberal condena las teorías que estoy impug^ 
nando: cree en la representación del pueblo soberano y no 
consiente que la opinión de un hombre prevalezca sobre A 
voto de la cámara: no acepta en nadie la infalibilidad y 
cree mas en el acierto, en la virtud de muchos^ que en A 
acierto, en la virtud de uno solo: teme masa la ambición del 
ejecutivo, quien quiera que él sea, que á la usurpación de 
atribuciones de todo un congreso: profesa la teoría de que 
en caso de conflicto de opiniones entre el legislativo y el 
ejecutivo, el voto de aquel sea la ley y manda á este que 
•^promulgue y ejecute" esa ley, siendo él quien primero la 
cumpla. 

Siendo todo esto así, ^ como se sostiene como legítima y 
constitucional la resistencia de un gobernante á los actos 
de un congreso? ¿Como se asegura que prácticamente se 
debe decidir que el gobierno tiene el veto, cuando la ley se 
lo quita? {^Predicar estas doctrinas, no es predicar la infrac- 
ción de la constitución? Querer salvar ¿ un gobernador de- 
lincuente sosteniendo todo eso, ¿no es conculcar con tales 
defensas la ley, no es canonizar un precedente que amena* 
Ea de muerte al sistema representativo que nos rij(:? ^ ^ 

¿Qué debe hacer, pues, un gobernador, un presidente 
cuando la cámara expido leyes por ellos reputadas anti- 
constitucionales'^ El partido liberal, de acuerdo con la ley^ 
da esta solución á esa cuestión: el poder ejecutivo que no 
tiene el derecho de veto, no puede jamas resistir la publi- 
cación de una ley en términos constitucionales expedida^ 
aunque él la crea atentatoria, conlratia, t¡\. ^^t^^^ti»N»x^ 
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no puede jamas erijirae en revisor de las leyes, en Uitor de 
la cámara! 

¿Pero esto no es hacerse cómplice el ejecutivo de los de- 
saciertos, de los crímenes, de la tiranía de las asambleas le« 
gislativasl No lo creo yo así; porque sin llegar á la rem- 
iencia, al golpe de Estado, la constitución da al agraviado 
recursos para que no se le aplique una ley inconstitucio- 
nal, para que ella no produzca efectos; pero ninguno con- 
cede para que ella deje de publicarse. No es al poder ejecuti- 
vo, sino al judicial, á quien toca hacer esa revisión de la 
ley anti-constitucional, cuando á un caso ella se quiere 
aplicar: al ejecutivo no es lícito mas que acatar la volun- 
tad de la cámara. Si la presunción de acierto que la pru- 
dencia humana concede al voto de muchoé, £ilta alguna 
vez, esta prueba de la debilidad humana, esta necesaria 
imperfección de las instituciones políticas, jamas autoriza 
á erigir en principio la tesis contraria, á saber, que la 
opinión de uno debe sobreponerse i la de muchoi. Y si 
ningún recurso hubiera contra la ley inconstitucional, j 
no cupiere en la conciencia del gobernante publicarlai 
renunciar su cargo antes que atentar contra la represen- 
tación popular, es su deber. Así como los moralistas en- 
señan que el juez no puede infrinjir la ley, aunque la crea 
mala, injusta, sino que antes que aplicarla ó que quebran- 
tarla debe abandonar su empleo, así los liberales que nunca, 
jamas aceptan el golpe de Estado, resuelven en último re- 
sultado esa dificultad, exigiendo aquella renuncia. 

Y estos principios extremos que defiendo, los profeso tan 
sinceramente, que no solo los sostengo como escritor, sino 
que ya los he practicado como gobernante. Guando en 
1862 tuve la desgracia de que la legislatura de Jalisco me 
mandara publicar como gobernador, una ley que yo juzgué 
ii/i/i-co;75titucional, mi renuncia puso fin á un conflicto 
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de deberes que en mi conciencia no pude armonizar á una 
coUsion de autoridades que habría sido funesta para el ór*- 
den público. * Si me permito evocar ese recuerdo, citar 
este precedente, es solo para acreditar la sinceridad de mis 
opiniones: no las sostengo por la prímera vez hoy, que es* 
toj consagrado á la defensa de los derechos ultrajados de 
Jalisco: las practiqué cuando preferí bajar del poder á dar 
un golpe de Estado. 

Pero hasta ahora he tratado de la presente cuestión so- 
lo con relación al derecho constitucional federal: necesa* 
rio me es verla á la luz de la ley local de Jalisco. 

Si el presidente de la república careciendo del derecho 
de veto, tiene el de hacer observaciones á las leyes, al go* 
bemador de Jalisco nada de eso es licito: una vez aprobada 
laley por la cámara, su deber es publicarla, para cumplirla* 
y hacerla cumplir. Los textos son terminantes y decisi- 
vos: dice asi la constitución: 

"Art. 22. Antes de la discusión de toda ley, se dará 
parte al gobierno á fin de que pueda mandar á la cámara, 
m U) juzga conveniente, un orador que sin voto tome par* 
te en la discusión." 

"Art. 23. Aprobada una ley, se comunicará luego al 
gobierno, quien sin mas requisitos la mandará publicar. Las 
leyes son obligatorias al dia siguiente de su promulgación." 

Basta esto para ver con evidencia que aun cuando la le« 
^latura de Jalisco hubiera atentado escandalosamente 
contra la constitución decretando que su período de sesio- 
nes terminaría en Julio (y ya sabemos que esto lo hizo 
muy constitucionalmente), no por esto el Sr. G. Cuervo te* 
nia el derecho de no acatar, de resistir á sus determinación 



1 Véanse los números 186 y 18T del **Síglo'' correspondientes á 
los dias 6 y 6 de Julio. 
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oes: carecia él por completo del derecho de vetO| no podur 
ni hacer observaciones á la ley. Sin embargo de todo, ro-^ 
mtió, é biso lo que la lej le prohibía. Tan lejos de qaip 
esa resistencia sea un derecho, como se le ha llamado, elk^ 
constituye un delito, una iofraocion constitucional. Y asfe 
eomo si el gobierno general hubiera remudo el onmpli» 
miento del decreto de 10 Enero de 1867, el cuarto congre* 
so constitucional habria sentado al ministro responsab]* 
en el banquillo de los acusados, así la legislatura de Jafis- 
co ha procedido con el mas perfecto derecho, llamando re* 
beldé y criminal al gobernador que para desconocerla, ha 
Inusado del poder, ha violado la constitución. 
■ Las defensas que aquí se han hecho del Sr. G. Cuervo^ . 
llamando derecho á lo que es un delito, han sido acojidaa. 
epn axtísfaccion por los papeles que en Guadalajara apoyan 
la usurpación, y suponiendo que tales defensas se han ios* 
pirado aquí en las altas regiones oficiales, cada una de laa 
palabras que se han dicho canonizando el derecho de rene^ 
Uncia^ se han tomado allá como la aprobación de una con* 
ducta de evidencia criminal, como el estimulo para seguir 
violando la ley! 



V. 



Puedo hacer nuevas concesiones, para que se vea hasta 
donde es criminal la remienda del Sr. G. Cuervo: supongo 
^ne hubiera tenido el derecho de veto tan absoluto, <x>me 



mas no Ib desearai ni el monarca mas despótico: me ima>- 
gino por nn momento al Estado libre de Jalisco gimiendo 
Vajo la voluntad omnipotente de su gobernador, voluntad 
ante quien el poder legislativo debiera enmudecer. ¿Pue* 
den esas hipótesis salvar al Sr. G. Cuervol Seria preciso 
para elfo ir hasta al absurdo mas ridículo. 

El derecho de veto no tiene mas que un tiempo hábil pa**' 
ta ejercerse; aquel que media entre la aprobación de una le^ 
por la cámara y su remisión al ejecutivo para que sea pu- 
blicada: al recibirla este, es cuando ejerciendo aquel dere- 
cho, debe decir que no la publica, por este ó el otro moti- 
vo: el veto en el sentido que el derecho político ha dadd 
á esta palabra, no es sino la prerogativa de que con mas 
6 menos limitaciones, goza el poder ejecutivo para oponer- 
se á sancionar, á publicar las leyes aprobadas por la cáma- 
ra; pero si esa ley se sanciona y se publica^ aquel derecho 
deja de existir luego, desaparece en el momento en que el 
ejecutivo se conforma con la ley y la publica. Decir otra 
cosa, sostener que el veto puede ejercerse después de pu- 
blicada la ley, es ignorar lo que es veto, es pretender la fií- 
cultad de derogar leyes ya sancionadas, es hacer tal con- 
fusión no ya en los principios, sino aun en las palabras, 
que hasta imposible es la discusión. 

Ahora bien: siendo un hecho oficial que el Sr. G. Cuer- 
vo publicó el dia 3 de Mayo el decreto sobre la próroga 
del periodo de sesiones de la legislatura, habrá siquiera un 
sofisma que acometa la ardua tarea de justificar que el cfo- 
recho de veto pudo ejercerse legítimamente el dia 7 de Ju<- 
niol [^En qué país ha podido gastar la tiranía esa preten- 
sionl ¿Qué monarca absoluto se ha querido burlar tan 
sangrientamente del régimen representativo, que tal exi- 
gencia tuviera? ¡El veto ejercido treinta y cuatro dias 

después de publicada una ley, para no o\)e^<^o^t\^ y^x^^qi^ 
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es inconstitucional! ¡Toca al Sr. G. Cuervo de verdad el 
privilegio de esa invención en que ningún déspota había 

aoñado! ¿Y hemos acaso perdido el sentido común 

para que se sostenga que todo esto es bueno y legítimo?..... 

Para ver en toda su deformidad ese trastorno de los prin- 
cipios, para que no se crea que exajero, cuando afirmo que 
ae ha querido ejercer el veto treinta y cuatro días después 
4e publicada la ley, es preciso oir las palabras del misma 
Sr. Cuervo, en su inolvidable manifiesto del 12 de Junia 
tratando de justificar su conducta: ' 

'^Habiendo llegado, dice, el dia que la constitución seña- 
la para que espire el primer período de sesiones ordinarias, 

expidió el congreso el decreto núm. 173 Palmaria, 

evidente es la violación constitucional que tal providencia 
envuelve; pero aguardando yo que la misma legislatura repa- 

rase su error me abstuve de hacer sobre dicho decres^ 

to, las mug justas observaciones á que daba lugar. ^^ 

^'j^Por qué he seguido esta conducta? ¿Por qué había, 
dejado hasta aquí de ejercer los derechos y aun las atri- 
buciones propias de la autoridad que represento? Porque 
consideraba como el mas sagrado de mis deberes, supuesta 
la actitud hostil de la legislatura, el no dar ningún paso 

que condujera al conflicto Todo tiempo seria des* 

pues oportuno para iniciar la derogación ó reforma de aquéllos 
metos del poder legislativo que estimo yo como inconstitucio- 
nales.'^ . . 

"Trascurrió mientras tanto el mes de Mayo y seis dias 
del corriente, y el congreso continuaba aun funcionando.** 



1 Está publicado en el nfiniero Til de la '^Opinión NaeionaP* 
M 21 de Jumo. 



"No existiendo, pues, ninguna poderosa considemcion 
de interés público que me hiciera vacilar por. mas tiempo 
en el propósito, cuyo cumplimiento hahia aplazado^ de hacer 
notar al cuerpo legislativo los grayes errores en que está in- 
curtiendo y sus ataques á la ley fundamental^ determine el 
dia 7 dirigir á los ciudadanos diputados (no al congreso, 

nótese bien) una nota suplicándoles que suspendiesen 

0U8 tareas hasta el dia que la constitución señala para . 

el segundo período/' 

'-'Si por consideraciones cuyo fin conciliador y cuya ím« 
portancia política las justifica ante mi conciencia, me hch- 
hia detenido^ antes para dar este paso ^ esa omisión de mí par- 
te no puede afectar en lo mas mínimo á la subsistencia, á 
la necesidad legal de la observancia del artículo constitu* 
cional." 

¿Es posible mayor subversión en todas las ideas? ¿Pue- 
den sofismas mas pobres, salir á la defensa de una mala 
causal ¿Se concibe niayor olvido del texto constitucional, 
en quien tanto afecta observarlo T 

De qué observaciones, de qué derechos se nos habrá, 
ccandb el artículo 23 de la constitución mandh que una 
vez aprobada la ley por la cámara, se publique sin mas re- 
quisitos? Y cómo se puede aplazar el propósito de hacer 
observaciones, cuandb á nadie mas que al Sr. 6. Cuervo, 
ha ocurrido la idea de que el derecho de hace las se pu- 
diera aplazarl Y cómo se concilia con ese propósito, el 
proyecto de iniciar la derogación de los decretos inconsti- 
tucionales, cuando veto é iniciativa son cosas esencialmente 
diversas? Y cómo se iba á hacer esa iniciativa, cuando 
se comenzó por desconocer al cong eso, dirigiendo súplicas,, 
solamente á los diputados, para que suspendieran sus ta- 
reas? Son posibles mayores contradicciones? No se 

lie en el fondo de toda esa palabrería rái «eTLV.\&s5^\^ ^^\&^« 
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mon del delito que la oonciencia aou8a7 La deféntia no ea 
la prueba del delito? La súplica á los dymiáJoi^ no fué el 
desconocimiento del congreso? 

¿Podrá el autor de ese manifiesto explicar esas contra- 
diccionesl ¿Quísose ejercer veto? Lo niega el artículo 23 
de la constitución. ¿Se pretendió solo hacer observacio- 
nes á un decreto inconstitucional? Ese mismo artículo 
no lo consiente, y sobre todo, ningunas caben en una ley 
sancionada. ¿Se trató de iniciar su derogación? No solo 
no se presentó esa iniciativa; sino que por el contnrio,- se 
desconoció al congreso suplicando á los diputados que se 
disolvieran ¿Podríase en Setiembre resolver si el congreso 
se reuniria constitucionalmente en el mes de Junio ante- 
rior? ¿Ente manifiesto no es ademas de la confesión del 
delito, la burla mas cruel al buen sentido! 

Aunque el gobernador de Jalisco hubiera tenido «1 de- 
recho de veto absoluto, no pudo el 7 de Junio objetar de 
inconstitucional el decreto que él habia publicado en 3 de 
Mayo. Desobedecer ese decretp á los 34 dias de su publi- 
cación, llamarle inconstitucional para desconocer la exis- 
tencia legal de la cámara, no es ejercer el veto, no es ha- 
cer observaciones^ no es iniciar la derogación de una ley, 
QS cometer un crimen de los mas graves en el orden poli- 
tico, tratando de justificarlo con el absurdo mas incono^ 
bible en el derecho constitucional! 



Vi. 



Para la defensa del Sr. 6. Gaenro se han adacido razo- 
nes de otra especie qae mantienen estrecha anal(^a con 
las qae acabo de analizar ellas presentan bajo otra &z la 
misma cuestión del veto, y debo 70 á mi vez encargarme 
desde laego de su estudio. 

Ella ha sido planteada 7 resuelta en estos términos por 
mi periódico de esta capital: "Suponed que se ha pronun- 
mdo un veredicto condenatorio, sin atender á ninguna de 
las prescripciones constitucionales: ¿qué efecto debe produ* 
eir ese veredicto? ¿Debe ser legalmenle acatado- 

^Así por ejemplo, el gobernador de Jalisco, de quien gen- 
tes apasionadas se empeñan en decir que desconoció á la 
legislatura, no ha hecho mas, en nuestro concepto, que 
M^ cumplir con un sagrado deber negándane á acatar elve' 
redieh que le ¿helará culpable 7 á deponer ante ella su auto* 

'^Nuestra opinión es que por mas digno de acatamiento 
qae sea el poder legislativo, la propia irresponsabilidad de 
que disfruta, le impone el deber de mr mas sumiso á los 

preceptos legales 7 Dg^ casi es una exigencia de 

buen orden 7 una garantüi para las instituciones, la besis- 

TBKCIA DE PABTE DE LAS AUTORIDADES LLAMADAS A ACATAB 
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sus DISPOSICIONES, CUÁNDO HAN SIDO DICTADAS FUB&A DB LA 
LEY, PUES DB OTRO KODO LA DICTADURA DBL PODBR LEGISLA- 
TIYO SERIA UN HECHO NO DISIMULADO NI SIQUIERA BN LA- 
F0R1IA."'-^M ^ 

Si esto no es predicar la dictadura mas ominosa, la 
irresponsabilidad mas absoluta del poder ejecutivOi la nu- 
lificación del sistema representativo; si esto no es atacar 
sin embozo nuestras instituciones^ conspirar contra el or- 
den constitucional, no sé cómo eso pueda calificarse! 

Lo que se llama resistencia al veredicto, en términos 
constitucionales, no podria ser sino el veto; ahora bien, 
ningún publicista, que yo conozca al menos, ha creido ú^ 
quiera posible esta cuestión: (,puede ejercerse el veto por 
el gobernante contra el veredicto que lo declara culpable? 
¿Puede resistir ese veredicto condenatoriol T ni siquiera 
posible es tal cuestión por una razón obvia: ¿cómo un 
acusado podria tener nunca el derecho de resistir á sus jue- 
ces] ¿Cómo la calificación que el reo haga de las provi- 
dencias judiciales, puede dar ese derecho de resistencia? 
¿Cómo es posible que el reo se convierta alguna vez eü 

juez de su juez? Hay verdades que la ciencia no ha 

demostrado porque el sentido común las pone en brillante 
daridad. 

^ué acusado no alega que es inocente, que el jues es 
ii^'ustO) que se le procesa con parcialidad, que se le conde- 
na sin razón? Pues permítase al funcionario acusado, 
al que tiene el poder, al que manda las armas, resistir 
ua veredicto condenatorio, cuando él crea que está dictado 
"fuera de la ley," y proclamareis la irresponsabilidad maa 
completa de ese funcionario, su dictadura mas absoluta! 



1 La «Opinión Nacional," número 711 correspondiente al 21 é6 
Jusáo. 
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Ni en los pafees en que la tiranía tiene su habitual resi- 
dencia; se ha sostenido que se puede resistir un veredicto. 

Contra el que sea injusto, inicuo, las leyes deben dar, 
7 las nuestras dan en efecto, recursos para la defensa; pe- 
ro entre ellos no puede caber el velo, la resistencia^ el golpe 
de Estado; un delito nunca puede constituir una defensa 
legitima. Nuestras leyes permiten al acusado la defensa 
mas amplia, pero no la que se hace con el poder, con las 
armas: tan lejos de ser est^ defensa un derecho^ e«i un deKto 
que esas mismas leyes llaman ''resistencia á la justicia;'* 
delito al que no atenúa sino que agrava la circunstancia 
de que las armas con que se haga la resistencia, sean las 
que el Estado confia á sus tropas para hacer respetar las 
leyes, los tribunales. 

¿Necesitaré después de estas pocas pero decisivas re- 
flexiones, probar que el texto constitucional nunca, en 
ningún caso, autoriza la resistencia al veredicto condenato* 
riol Creo perdido el tiempo que gastara en esa demostra- 
ción. Los artículos 104 y 105 de la constitución, distan 
mucho dé permitir al acusado que juzgue á sus jueces; mas 
aún, que los entregue al escarnio, burlando las declaracio- 
nes judiciales: pronunciado el veredicto, bueno ó malo, jus- 
to ó injusto, légalo atentatorio, ^^el acusado queda por el 
mismú hecho'* sujeto á les efectos 'Constitucionales del vere- 
dicto, ''separado de su encargo," y no con derecho para 
oontinuar en él, resistiendo al veredicto. La ley de Jalisco 
no discrepa sino que adopta idénticas prevenciones. 

Fuerza es concluir de todo esto que el gobernador de Ja- 
lisco no ha conservado su autoridad á la correspondiente 
altura: ha trocado, por el solo hecho de resistir el veredic- 
to, abstracción hecha de sus otros delitos, sus títulos de 
funcionario por los de usurpador; su carácter de goberna- 
dor por el de reo que con la fuerza pública está resistiendo 
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ú la justicia. No es lícito á él, ncusado, erijirse en juez de 
6US jueces, y resistir oon este 6 el otro pretexto sus provi- 
dencios, como lo ha hecho: ú él, acusado, solo toca defender- 
se en su proceso, por los medios legales, no con las armas; no 
con el poder resistir á su juez: que pruebe su inocencia de 
los graves cargos que se le haceo; que pida el amparo ele 
8US garantías individuales que dice violadas; que haga lo 
que quiera; pero no usurpe el poder, ni asegure que es ino- 
cente, honrado, observante de la ley, etc , exc.^manifesiámkh 
lo así al Estado al frente de sus soldados y llamando á «a 
juez su gratuito enemigo! Si cada reo pudiera hacer lo que 
el Sr. G. Cuervo está haciendo, ningún juez habría que no 
fuese giatuiío enemigo del acusado: las cárceles eatarian 
vacías! 

£n la cuestión de Jalisco, )o he dicho antes, están in- 
teresadoa la consolidación, la honra, el porvenir de núes* 
tras instituciones: se ha palpado yaque la defensa que han 
estado haciendo los amigos del Sr. G. Cuervo de su conduc* 
ta, importa la negación, la muerte de esas instituciones. 
¿Qué seria de la república representativa, democrática, po- 
pular, el dia que las teorías que yo he impugnado se ele* 
varan á la categoría de principios; el dia que el ejecuti- 
vo tuviera derecho de resistir á la cámara, de interpretar la 
constitución, de oponer su veto absoluto á las leyes ya san- 
cionadas? ¿Qué sucedería el dia que cada gobernador, ca- 
da ministro, cada presidente pudieran resistir hasta el ve- 
redicto que los eondenara y seguir en el poder? 

No, — el partido libenil no acepta esas teorías: condena 
la dictadura irresponsable que ellas tienden á consagrar. El 
partido liberal, ya preocupado con la grave cuestión de Ja- 
lisco, se alarma con las defensas que de tanto atentado se 
han hecho, y ve que esa cuestión amaga de un modo tras- 
cendental á la suerte de la república! 



« 
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Acabo de hablar del veredicto que declaró con lugar á 
causa al Sr. G. Cuervo, y he dicho y probado que aun 
cuando él hubiera sido atentatorio é inicuo, debió cumplir- 
se y pioducir sus efectos legales. Tal demostración sirve 
ya macho para que se juzguen en todas sus funestas tras- 
cendencias los atentados de Jalisco; pero como en mi pro- 
fósüto al escribir estos artículos entra de un modo princi- 
pal el defender á la legislatura del Estado de los muchos é in- 
merecidos ataques que en Guadalnjara y en esta capital le 
han dirigido los amigos del Sr. G. Cuervo, no puedo excu- 
sarme de estudiar ese veredicto í» la luz de nuestras leyes 
constitucionales: si atentatorio é inicuo, él no pudo sin de- 
lito resistirse, legal y justo, como lo es, el haberlo despre- 
ciado no tiene excusa de ningún género. 

Para abordar con pleno conocimiento esta cuestión, es 
ilidihpensable antes precisar con toda exactitud ciertos he- 
chos: son pocos y sencillos por fortuna. La sección del gran 
jurado pidió al Sr. G. (Juervo el dia 7 de Junio ciertos an- 
tecedentes é informes en averiguación del delito de mala 
versación de caudales públicos de que está acusado, y contes- 
tó esto e^ñor el dia 8, no al congreso, sino d uno de sus 
miembros, que ''como el auto en que se le pide el expe^ 
diente procede de la l^islatura que e^léii i^vim^^ ^w>L\«a^- 
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po inhábil, no lo obedecia;" refiriéndose á lo que habla an- 
tes manifestado sobre la inconstitucionalidad del período 
de sesioiies. 

£n 30 del mismo mes el gran jurado aprobó un dicta- 
men que concluye con esta proposición: '*E1 congreso eri- 
gido en gran jurado declara que el ciudadano gobernador 
está obligado á dar en el acto 4;odos los antecedentes, do- 
cumentos é informes que se le pidan, bajo su mas estrecha 
responsabilidad." Esta resolución se comunicó luego al Sr, 
G. Cuervo por medio de una comisión, á la que dijo en res- 
puesta que "insistia en no reconocer á la legislatura, á 
quien se iba á dirigir de nuevo para que cesara en sus fun- 
ciones, obrando en caso de no hacerlo como lo juzgara con- 
veniente." 

Al dia siguiente (11) la comisión del gran jurado pre- 
sentó un dictamen en el que dijo: ''que no le quedaba mas 
recurso que el de consultar que el Sr. G. Cuervo sea de- 
clarado con lugar á formación de causa, ó en otr^ imnüioif 
que se de la licencia para que se le juzgue^ quedando entre- 
tanto separado del cargo que desempeña." Y en -ese mis- 
mo dia se aprobó ese dictamen, declarándose con lugar i 
formación de causa al Sr. G Cuervo "{)or haber desobede- 
cido las órdenes del gran jurado á que está sujeto, y por 
haber desconocido á la actual legislatura después de haber 
esta declarado que funcionaba legalmente." 

Este veredicto ha sido atacado rudamente, tanto, que no 
se han economizado ni los reproches mas duros contra la 
legislatura: invocándose el artículo 20 de la constitución 
federal, se ha dicho que él violó las garantías individuales 
y que no habiéndose oido antes en defensa al Sr, G. Cuervo, 
se ha violado hasta el derecho natural. Con estas argumen- 
taciones que se creen decisivas, se hace pesar toda la raN 
ponsabilidad de los sucesos de Jalisco sobre la legislatura. 
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* Mejor que contestarlas yo, cedo con gusto la palabra 4 
la comisión de la legislatura misma, que las ha respondi- 
do victoriosamente: hé aquí como lo hace: 

^'£1 C. G. Oaervo ha atacado la forma con que el 
veredicto se pronunció, valiéndose para ello hasta del 
insulto, porque dice que con él se violaron en su persona 
las garantías individuales, no habiéndosele oido en defensa, 
y porque procedía de una legislatura funcionando ilegal- 
ment^. Sobre esto, ya hemos dicho que el veredicto no 
procedía de la legislatura, sino del jurado, que no tiene pe- 
ríodos para reunirse, y que puede ser convocado por la co- 
misión cuando sea preciso, y hemos dicho también que esa 
comisión fué nombrada por el congreso, durante el tiem- 
po eñ que el G. G. Cuervo considera legales sus funcione?." 

"La garantía á que parece se refiere el C. G. Cuervo co- 
mo violada por el gran jurado, es la que consigna el art. 20 
de la constitución general de la república, para que en to- 
do juicio criminal se haga saber al acusado el motivo del 
procedimiento, se le tome declaración dentro de cuarenta 
y ocho horas desde que esté á disposición de su juez, se le 
caree con los testigos que declaren en su contra, se le faci- 
liten los datos necesarios para preparar sus descargos y se 
le oiga en defensa." 

"Basta ver los términos del artículo para que se com- 
prenda luega la forzada aplicación que de él se trata de 
hacer. El juicio criminal, en que el C. G. Cuervo debe 
reclamar esas garantías, es el que se forme por el supremo 
tribunal de justicia para examinar su conducta; juicio que 
deberá tener sus tres instancias, si el caso lo requiere, y 
él único que puede considerarse con ese carácter. £1 con- 
greso no sustancia juicio ninguno, y cuando se erije en 
¿ran jurado para declarar srhay 6 nolugoit ^ fctxa^^v^stL^^ 
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causa contra un funcionario, no es siquiera uu jurado de 
hecho, de suerte que se tengan como comprobados los que 
considera para la declaración, porque esos mismos hechos 
caen bajo la jurisdicción y apreciación del supremo tribu- 
nal, y el gran jurado no hace mas que dar su licencia pa- 
ra que al acusadosé procese, separándose, entre tanto, de 
su encnrgo. Y esta separación no es tampoco una peim, 
como se ha pretendido hacer creer; es la garantía neceí^a* 
ría para la libre administración de justicia que han recp- 
nocido todas nuestras leyes, pues mal podría el tribunal es- 
tar animando un proceso criminal contra quien tuviera 
en sus manos todo el poder del encargo que ejercía, la re- 
presentación que le era inherente, ó las ocupaciones pro- 
pias de él; y tan no es una pena, que el acusado disfruta del 
sueldo de su encargo, mientras nó se pronuncia el auto de 
bien preso." 

'^Si las diligencias que la comisión del gran jurado prac* 
tica y el veredicto que éste pronuncia tuvieran, el carácter 
de juicio, resultaría que habria dos juicios sobre un mismo 
delito, — el del jurado y el del tribunal — ó que había un 
juicio con cuatro instancias, siendo la primera la del jura- 
do y las otras tres las del tribunal de justicia; suposicio- 
nes ambas cuyo absurdo é inconstitucionalidad nadie pue- 
de negar." 

"La constitución del Estado, al determinar que se nece- 
sita previa declaración de haber lugar á forrtiacion de cau- 
sa contra ciertos funcionarios y empleados, consideró que 
esta declaración no importaba un juicio, y así está termi- 
nantemente consignado en las actas del congreso constitu- 
yente de 30 de Setiembre y 10 de Octubre de 1857, cuan- 
do al discutirse el art. 11 y fracción III del 32 de nuestrc:^ 
código político, se dijo del modo mas explícito que la fácu\-. 
tad de declarar con lugar & Cotmt5i.(i\OTv da c(\usa no impo^r- 
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taba el ejercicio de funciones judiciales, sino que ella era de 
un orden muy distinto, pues no significaba mas de una ga- 
rantía de orden y respeto á la administración, á fin de que 
no con cualquier frivolo pretexto pudieran ser removidos 
por un juez los empleados y funcionarios públicos/' 

^^La constitución del Estado no fija, por eso, reglas nin- 
gunas á que el congreso deba sujetarse para declarar con 
logar á formación de causa, y el art. 11 del reglamento in- 
terior de esta asamblea, aplicable por analogía á los casos 
de acusaciones del ciudadano gobernador ó magistrado»! 
dice textualmente que '^cuando uno ó mas diputados fue- 
ren acusados criminalmente, el acusador formulará su acu- 
aacion y la presentará al congreso, quien con la mínima 
demora posible se erijirá en jurado y absolverá al acusado 
Bi fuere inocente ó lo declarará con lugar á formación de 
causa, si le creyere reo, en cuyo último caso, el mismo con- 
greso lo pasará al tribunal correspondiente." 

**La declaración con lugar á formación de causa no es en 
tal virtud, como hemos dicho antes, mas que la licencia 
que se dá para que se procese al funcionario ó empleado 
de que se trata; y para dar esta licencia, no se necesita 
mas requisito que el de que el jurado crea por los datos 
que en caso de acusación se proporcione por medio de la 
comisión del gran jurado, 6 cuando no hay acusación por 
los oficiales que resulten de los documentos que tenga á la 
vista, que ha habido un delito oficial que merezca castigar- 
tse, y entonces en vista simplemente de la infracción que 
conste de un modo oficial, debe hacer la declaración de ha- 
ber lugar á formación de causa." 

"Así está prevenido también respecto de los empleados 
del orden judicial, en el art. 96 de la ley de 4 de Julio de 
1861, que dice á la letra: 

"Cualquiera denlas salas que al tiem^jo dfó VQkN\s\»i^3v;^ 
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> servare en los autos fkltaa sustanciales, mandará subsa- 
narlas, castigando a los infractores como hubiere lugar, y 
aun haciendo la declaratoria correspondiente para que 
sean procesados por la sala que corresponde." 

"Nada de trámite», nada de forma de juicio, nada de 
defensa. Esto no quiere decir que no puede oirse al acu- 
sado cuando para fijar mejor los hechos se juzgae preciso; 
pero no polque tal circunstancia importe un deber, y me- 
nos cuando los hechos están fijados y probados, como lo 
estuvo respecto del C. Gómez Cuervo el reiterado desobede- 
cimiento á las órdenes del gran jurado y de su comisión, 
quienes aunque le hubieran pedido informes no los ha- 
brían obtenido, supuesto que desde antes habia dicho que 
no los reoqnocia." 

"£l veredicto del gran jurado se pronunció, pues, en la 
4forma l^al; y si el C. G. Cuervo creyó que se hablan vio- 
lado con él sus garantías individuales, y la ley le merecía 
alguna consideración, cosa que desgraciadamente hemos 
visto que no sucede, su derecho habría sido el de pedir 
amparo ala justicia federal, conforme á la ley de 20 de 
Enero del año próximo pasado; pero nunca haceri^ i*eo 
del delito vulgar de resistencia á la justicia, nunca dar un 
golpe de Estado, pretendiendo alzarse con los poderes pú- 
blicos, y cometiendo las aberraciones y atentados que con 
justicia tienen en alarma á toda la sociedad, á quien á no 
mediar la prudencia del congreso y del gobierno sustituto, 
habria hecho ya sufrir las horribles consecuencias de la 
guerra civil." * 

Sabiéndose que conforme á las leyes de Jalisco, la de- 
claración de haber lugar á formación de causa no importn^ 
mas que el permiso para proceder criminalmente oontrs^ 

1 IXetámen aprobado por U legislatura eu 23 de Janio. 
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un funcionarío acu8adO| permiso que no forma siquier 
•parte del yiíicio criminal^ que después sustancia desde la pri* 
mera instancia el juez competente^ todas las argumenta* 
ciones contrarias vienen por tierra: ni se ha tratado de un 
juicio criminal, ni se ha pronunciado siquiera un auto de 
prisión; el artículo 20 de la constitución no puede ser á 
este caso aplicable. No siendo, según las leyes de Jalisco, 
lo re{Hto, parte del juicio criminal el permiso que se con* 
cede para procesar al funcionario acusado, cuanto se diga 
invocando ese articulo, es cuando menos inconducente. 

Pero se podria hacer una réplica que debo satisfacer: si .. 
l^a leyes de Jalisco eso disponen, ellas son anti-constitu- 
cionalesi puesto que violan ese artículo 20, y no pudiendo 
ellas prevalecer sobre este, queda siempre el veredicto coü 
la nota de inconstitucional. Esta réplica plantea esta cues- 
tión: ¿los permisos que en buena administración deben 
conceder las autoridades superiores para que las subal- 
ternas puedan ser procesadas, las diligencias que al efec- 
to animan, son un verdadero juicio criminal en el que se 
debe proceder conforme al artículo 20 de la constitucionl 
Mucho podria sobre esto decirse, pero ello me aparta ia 
mucho mas de mi propósito: me contentaré solo, para vin- 
dicar á esas leyes del cargo de inconstitucionalidad que se 
les hace, con recordar que la suprema corte de justicia, final 
intérprete de la constitución, juzgando un caso sometido á 
6u conocimiento, y en el que se trataba de saber si los artí- 
culos 7* y 8"" de la ley de 13 de Marzo de 1813 son ó no 
constitucionales, en virtud de permitir la suspensión de los 
jueces sin previa defensa hasta por un año, resolvió que 
^*esa suspensión de empleo y sueldo por un año, es un acto 
legal y contra el que no cabe recurso de amparoP * 

1 Sentencia de 20 de Julio de 1869. "Diario oficlaP tiaiaet<^ VA. 
del 2 de hgo^ ie 1869. 
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Protegido por la reepetable antoridad del primer tribu- 
nal de la república, tanto roas decisiva en la materia, cuan* 
to que á él toca de pleno derecho pronunciar la última pa- 
labra sobre la inconstitucionalidad de las leyes, me abs* 
tengo yo de hacer la* gos razonamientos que probaran que 
aquellas de Jalisco no son contrarias á la constitución: 
simplemente observaré que si la suprema corte no ha creí- 
do que es un juicio criminal aquel en que un tribunal sus- 
pende á un juez hasta por un año, sin perjuicio de consig- 
narlo después á la antoridad correspondiente para que s^a 
juzgado, si el interesado lo reclamare, no es lícito ya sos- 
tener que el permiso que se concede para procesar á un 
funcionario culpable, sea el-juicio criminal en que se deben 
observar las prescripciones del articulo 20 de la consti- 
tncion. 



vra. 



Pero esta cuestión de la constitucionalidad del veredic* 
t0| de la violación de las garantías individuales, se debe 
ver y analizar en otro terreno: en el que le es propio, en 
el que no queda lugar siquiera al escrúpulo. El Sr. G. 
Cuervo desconoció á la legislatura, al gran jurado; desobe- 
deció reiteradamente las órdenes de este; se negó á dar los 
informea, los antecedentes que se pedian; declaró que no 
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obedecía sus autos que procedian de la legislatura, reu- 
nida en tiempo inhábil: en una palabra, se rebeló contra 
BUS jueces, y se alzó con el poder público. ¿Es posible si- 
quiera que contra el que tal hace, se proceda en los térmi- 
nos que designa el art. 20 de la constitución? 

Hay en el orden político un delito grave, trascendental, 
que trastorna todas las relaciones de las autoridades, que 
hace que las leyes pierdan su imperio: el golpe de Estado. 
La naturaleza misma de ese delito hace imposible todo jui- 
cio contra el reo autor de él, mientras permanezca rebela- 
do y sostenido por la fuerza: ese delito priva á su autor, 
por el simple hecho de su perpetración, de su carácter de 
gobernante, y autoriza á las autoridades; al pueblo, á obrar 
contra el usurpador, aun con las armas en la mano, para 
restablecer la observancia de la ley, para someter al cul- 
pable después á la acción de los tribunales. Que el Sr. G. 
Cuervo ha cometido ese delito, es cosa que después proba- 
ré ampliamente, para no interrumpir aquí con materias 
extrañas el curso de mis razonamientos. 

Son de tal manera obvias esas reflexiones que acabo de 
hacer, que apenas fuera preciso demostrarlas: pretender 
que el rebelde, el usurpador, el que ha infringido las leyes y 
desconocido á las autoridades que de ella emanan, sq suje- 
te para ser juzgado, a estas autoridades, mientras la fuer- 
za lo sostiene, es pedir el imposible: sostener que ese re- 
belde conserve después de su delito el poder público que 
ejerciera, y mientras una sentencia con todas las fórmulas 
legales de él no le prive, es caer en el absurdo de que 
quien ha rasgado todos los títulos de legitimidad, puede 
con el delito rehabilitarse; y exijir en tal caso, un juicio 
criminal en que se observen las prevenciones del art 20 de 
la constitución, so pena de que si así no se obra, es nula, 
anti-constitucional toda providencia de la autoridad legjL- 



M 

tima que siupende en las fonciones de su cargo al nsiirpa- 
dor, en proclamar la impanidad del golpe de Estado; n^ui 
aún, es obligar á todas las autoridades á que se indinen^ 
modas y silenciosas, ante el rebelde que tiene la perfidia 
de volrer contra la ley las armas que ella le dien para el 
sostenimiento del orden público. 

Nuestro derecho constitucional tamaños absurdos no to- 
lera: el art. 128 de la constitución de la república pre- 
vé el caso de que "una rebelión interrumpa la observan- 
cia de la ley/' y no exije el imposible de que sean luego 
juzgados y sentenciados "los que hubieren figurado en el 
gobierno emanado de la rebelión/' ni sanciona el contra- 
principio de que las autoridades sucumban ante el delito: 
lejos de eso él supone que el pueblo puede "recobrar su li- 
bertad" hasta haciendo armas contra el rebelde; deja ex- 
peditas las facultades de todas las autoridades para res- 
taurar el orden, y manda que cuando "la observancia dé 
la ley se restablezca" sean juzgados "los que se hubieren 
rebelado.'^ 

En la historia desgraciada de nuestro país no faltan pre- 
cedentes que con la lógica invencible de los hechos, per- 
suaden de las verdades que me empeño en patentizar. 
Cuando en 1857 el presidente Coraonfort atentó contra la 
representación nacional y "cambió de improviso los hon- 
rosos títulos de gefe constitucional de un pueblo libre, por 
los menguados de un faccioso vulgar," ^ nadie pudo siquie- 
ra pensar en procesar al autor de tal delito, y sin embar- 
go, sin proccHO, sin audiencia, sin defensa, sin ninguno de 
los requisitos del artículo 20 de la constitución, se le de- 
claró culpable, rebelde, por las autoridades constituidas, y 



1 Manifiesto de la representación nacional contra el atentado 
de 17 (le Diciembre. 



la misma representación nacional, excitó "á los gobernado^ 
res de los Estados, á las legislaturas, para que aprontasen 
sus fuerzas para sostener el orden constitucional." * El ac- 
tual primer magistrado de la nación, como presidente de 
la suprema corte de justicia entonces, apenas salido de la 
prisión á que se le redujo, se proclamó gefe de la repúbli- 
ca, y se lanzó á la lucha gloriosa que forma una de las pá- 
ginas mas hermosas de la historia de México. 

¿No habria sido el sarcasmo mas cruel de parte del au- 
tor del golpe de Estado para sostenerse en el poder cons- 
titucional, el alegar que al ser no suspenso, sino destituido 
de su cargo por las autoridades legitimas, se violaron en 
su persona las garantías que otorga el art. 20 de la consti- 
tucionl ¿No habria sido el colmo del absurdo reputar an- 
ticonstitucional la circular que con fecha 17 de Enero de 
1858 expidió en Guanajuato el gobierno legítimo del Sr. . 
Juárez, que declaró '^nulos y de ningún valor ni efecto, 
todos los contratos, nombramientos y concesiones hechas 

por los revolucionarios desde el dia 17 de Diciembre?" 

Dejemos en paz la memoria de aquel mal aconsejado pre- 
sidente que tantos dias de luto dio á la república con su 
golpe de Estado: respetemos la tumba de quien solo se con- 
denó y murió como bueno peleando por la independencia 
nacional' 

Para los grandes criminales que se alzan con el poder 
público, y que tienen las armas en la mano, no está escri- 
to el art. 20 de la constitución: ella previo el caso de que 
una rebelión hiciera imposible su observancia, y no con« 
cede i la autoridad rebelde las garantías que no serian 
sino lá impunidad del delito. Ese artículo tiene aplicación 
luego que el usurpador depone las armas, ó se le sujeta al 

1 Manifiesto citado ante?. 
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orden: entonces él goza de aquellas garantías, pero míen* 
tras permanece rebelado, mientras desconoce á sus juecei, 
mientras ningún juicio es posible, ese artículo no puede in- 
vocarse, y el 128 que autoriza al pueblo á recobrar su li- 
bertad, legitima los actos de las autoridades que descono- 
cen al usurpador, que lo destituyen de su empleo, que le 
hacen la guerra, sin que con ninguno de esos actos se vio- 
len las garantías individuales. £n el caso de un golpe de 
Estado, para el efecto de suspender de su empleo al rebel- 
de, para someterlo al imperio de la ley, enmudece el arti- 
culo 20 y no habla sino el 128 de la constitución. Este 
artículo, esa concordancia de los preceptos constitucional 
les, dan cumplida respuesta ^ las argumentaciones que me 
han estado ocupando. 

Si no se entendiera así la constitución, si ninguna autori- 
dad pudiera proceder contra el gobernante que se rebela 
contra la ley, sino conforme al art 20 de aquel código, el 
pais quedaría condenado, so protexto de respeto á este ar- 
tículo,' á presenciar impasible el derrumbamiento délas 
instituciones! ¿Puede esto sostenerse? 

' Supongamos ahora que el veredicto pronunciado contra 
el Sr. G. Cuervo, sea tan inicuo é injusto, como él afecta 
creerlo; concedamos que son anticonstitucionales las leyes 
de Jalisco, que no ven en el permiso concedido para pro- 
cesará un funcionario un juicio criminal; permítame s que 
aun en estos casos en que el juicio no comienza, se debe 
observar el artículo 20 de la constitución para otorgar ese 
permiso: lo concedo todo y pregunto solamente: ¿cuando 
la rebelión hace imposible el juicio, se insiste en que jui- 
cio ha de haber? Cuando la representación nacional en 
1857y inspirándose en el artículo 128 tantas veces men- 
cionado, declaró "faccioso vulgar" al primer magistrado de 
la república y llamó al pueblo á las armas, ¿se sigue Boste- 
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niendo que loulegíslatura de Jalisco no pudo suspender en 
el ejercicio de su empleo al Sr. G. Cuervo, y consignarlo 
á los tribunales? ¿Se repetirá aun que esto es anticonsti- 
tucional, atentatorio, contrario al derecho natural? 

El Sr. G. Cuervro podrá complacerse en su obra, y se- 
guir creyendo, si es que sus creencias son tan fáciles, que 
el pueblo de Jalisco lo sostiene. Ese pueblo hoy sufrido 
y pacífico, que carece hasta de administración de justicia, 
corrió á las armas cuando el héroe de Ayutla á quien amó, 
se convirtió en un "faccioso vulgar:" estuvo en campaña 
tres años y no volvió á sus hogares sino cuando recobró 
BU libertad! Ese pueblo que conoció por la primera vez el 
nombre del Sr. G. Cuervo, cuando un gefe militar lo nom- 
bró gobernador, no vacilará en el camino que deba seguir 
si sus autoridades lo llaman, como en 857, á la guerra. La 
legislatura no solo no ha querido hacerlo, sino que con so- 
licitud diligente ha impedido que las armas, la violencia 
tomen parte en una cuestión que la ley resuelve; y el pue- 
blo de Jalisco espera ansioso esa solución! 

Lo que en estos últimos artículos he dicho hace ver: l9 
Que lo que se llama veredicto condenatorio lejos de ser an- 
ticonstitucionol está arreglado á las leyes de Jalisco; 2^ 
Que aunque eso no se quiera confesar, el artículo 20 de la 
constitución no tiene aplicación al caso del Sr. G. Cuervo 
que permanece aun rebelado; y 3? Que el artículo 128 de 
la constitución y la naturaleza misma del delito cometido 
han autorizado plenamente á la legislatura para suspender 
al usurpador en el ejercicio de su encargo, para declararlo 
C(m lugar á causa, para nulificar todos sus actos, etc., y es- 
to siny^/cio criminal, sin audiencia, sin defensa alguna. Le- 
jos, pues, de ser aquel veredicto condenatorio contrario al de- 
recho natural, está apoyado en el texto constitucional, es 
la imperiosa exigencia de la ley para que el orden público 
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pueda restablecerle, para que el delito no quede impune, 
para someter á su autor á la acción de los tribunales. Y 
si según mis anteriores demostraciones, no es lícito al go- 
bernante resistir al veredicto aun cuando- sea inicuo y 
atentatorio, hoy que sabemos que el de la legislatura dista 
muchísimo de merecer esa calificación, ya se podrá medir 
el tamaño de los atentados del Sr. G. Cuervo. Que la opi* 
nion pública juzgue á este señor antes que los tribunales pue- 
dan apoderarse de él! Que el pueblo mexicano que en 857 
ensalzó al Sr. Juárez porque ocupó el poder, sin veredicto ni 
juicio alguno contra el autor del golpe de Estado, declarán- 
dolo revolucionario^ resuelva si no es legítima la autoridad 
del Sr. Hermoso, nombrado gobernador sustituto por la le- 
gislatura, de conformidad con la constitución! 



IX. 



El camino del delito es fatal: la generación del crimen 
es fecunda. El Sr. G. Cuervo no podía detenerse en el 
desconocimiento de la legislatura: se colocó sobre una pen- 
diente que lo ha llevado al abismo. Su primer delito le 
exigía la perpetración de otros nuevos; y no ha vacilado 
en cometerlos. 

En 1 3 de Junio expidió un decreto que es preciso leerlo 
en toda su extensión para hacer de él las apreciaciones 
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que merece i la luz de la ley constitucional: helo aquí li- 
teralmente copiado: 

*^Antanio Gomes Cuervo^ gobernador eonstíiucümal del Estado 

de Jalisco j á los habitantes del mismo^ hago saber ^ que: 

• 

^'Considerando que la legislatura del Estado funciona 
de hecho en la actualidad fuera del primer periodo consti- 
tucional de sus sesiones ordinarias, el cual solo dura de P 
de Febrero á último de Abril, y únicamente pudo proro- 
garse por un mes; 

''Que por este motivo, 7 por no haber observado ningu- 
na de las reglas^legales en el injusto y atentatorio acto de 
declararme con lugar a causa, pretendiendo despojarme 
sin oirme, del poder ejecutivo de que me invistió el pueblo; 

''Que como consecuencia de este acto, á todas luces an- 
ticonstitucional y revolucionario, se ha creado de hecho en 
el Estado un segundo poder ejecutivo en la persona del 
ciudadano insaculado Aurelio Hermoso, quien está dictan- 
do disposiciones del orden administrativo con el usurpado 
carácter de gobernador; 

"Y que estas circunstancias producen un verdadero tras- 
torno público; con fundamento de la fracción IX del artí- 
culo 28 de la constitución del Estado, he tenido á bien de* 
cretar lo siguiente: 

"Artículo único. El ejecutivo del Estado reasume las 
&cultades extraordinarias en todos los ramos de la admi- 
nistración pública, y dará cuenta del uso que de ellas ha- 
ga á la legislatura, cuando se reúna en tiempo constitucio- 
nalmente hábil. 

"j^or tanto, mando se imprima y publique en la forma 
legal para su cumplimiento. 

^'Goadalajara, Junio 13 de 1870. — Antonio G. Ctitrvo. — 
€. G. CevalloSf secretario." 



Los considerados de ese decreto no me ocuparán mas: 
lo que llevo dicho en mis anteriores artículos es ya hvvic- 
toriosa impugnación de cada uno de sus conceptos. Aquí 
no me queda por hacer mas que examinar el valor del 
fundamento constitucional que él invoca: la fracción IX 
del art. 28 de Ja constitución del Estado. Para que todos 
mis lectores juzguen por sí mismos de esta cuestión, tras- 
cribo á la letra ese texto. Dice así: 

"Art. 28. Son atribuciones ^el gobernador: 

"IX. Reasumir las facultades extraordinarias de que 
babla la fracción VI del artículo 19 cuando la urgencia del 
caso^ en virtud de algún trastorno público^ BS»no dé lugar á 
recabarlas del congreso "©ji á quien dará cuenta después 
Ae todos BUS actos para su revisión y aprobación." 

T esa fracción VI del art. 19 á que se hace referencia 
es esta: 

"Art. 19. Son atribuciones del congreso: 

"VI. Investir al gobernador de facultades extraordina- 
rias, cuando por las circunstancias lo juzgue necesario, y 
revisar y aprobar todos los actos que hayan emanado de 
ellas.^' 

Basta leer estos textos para condenar sin remedio al Sr. 
G. Cuervo: solo la lógica del delito autoriza la interpreta- 
ción que él les ha dado: solo trastornando no ya los prin- 
cipios constitucionales sino hasta las indicaciones del sen- 
tido común, se puede sostener que esos textos lleguen á 
esta absurda conclusión: "en Jalisco es lícito al goberna- 
dor jt?r(?mot'^r un trastorno^ desconocer á la legislatura y á 
todas las autoridades constitucionales; y lejos de que lodo 
eso sea un crimen, es una acción meritoria, un medio cons- 
títacional de reasumir l^.^ facultades extraordinarias: lejos 
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de que el golpe de Estado sea allá un delito, es premiado 
el que lo comete con la dictadura absoluta en todos los ra- 
mos de la administracioví^ ¿Es posible sinceramente 

sostener esa interpretación dada por el Sr. G. Cuervo? ¿Se 
puede hacer á la constitución de Jalisco el agravio de que 
ella sea tan absurda que estimule con un premio la ambi- 
ción del gobernante para delinquir, para romper todas las 

leyesl El desconocimiento déla legislatura exijia que 

á ese absurdo se llegase: el Sr. G. Cuervo llegó á él 

Aquellos textos concordados no premian el golpe de Es- 
tado, ni autorizan a rebelarse contra el poder legislativo: 
por el contrario, ellos ponen en alto relieve estas verda- 
des: solo este poder puede investir al gobernador de facul- 
tades extraordinarias con las limitaciones que crea conve- 
niente; y cuando la urgencia del caso no dé lugar á recabar- 
las del congreso^ puede reasumirlas el gobernador, quedando 
sujeto en su ejercicio A la revisión de la cámara. Si, pues, 
el gobernador siempre ha de reconocer en la asamblea la 
fuente de toda facultad legislativa, nunca puede él usur- 
par esa facultad contra la voluntad de ella, y mucho me- 
nos para hostilizarla: esto es tan obvio y claro que no ad- 
mite demostración. 

Pero hay mas aún: ni la legislatura misma puede dar 
esas facultades con tal extensión, que en todos los ramos de 
la administración pública se ejerzan: la legislatura al conce- 
derlas tiene que respetar las instituciones, la forma de go- 
bierno, la constitución que prohibe que "se reúnan todos 
los poderes en una sola persona:" no puede hacer al gober- 
nador, legislador y juez simultáneamente. Pues bien; lo 
que la legislatura, fuente del poder legislativo, no puede, 
sí lo pudo el Sr. G. Cuervo: reasumió las facultades ex- 
traorxlinarias en todos los ramos de la administración y se de- 
claró hasta poder judicial del "EsVadoX \^o ^'s^ \."cAa ^^v^Na 
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mas mostruoso que se puede concebir? (No se necesita el 
mas hipócrita celo constitucional para hacer iodo eso inYO» 
cando la constitución? 

Para probar que esos monstruosos atentados de que 
acabo de hablar son un hecho histórico, citaré la palabra 
del mismo Sr. G. Cuervo que lo confiesa: cuando el tribu- 
nal constitucional tuvo que disolverse, á consecuencia de 
aquel decreto de 13 de Junio, que trasladó sus facultades 
ordinarias á las extraordinarias del Sr. G. Cuervo; cuando 
el poder judicial suspendió el ejercicio de sus funciones el 
14 de ese mismo mes; tanto era cierto que aquel decreto 
usurpaba las facultades de los tribunales, que queriendo 
después estérilmente el Sr. G. Cuervo establecer un tribu- 
nal intruso nombrado por él, tuvo que expedir en 30 de 
Junio este otro decreto aclaratorio del primero: 

^^ Antonio G. Cuervo^ gobernador constitucional del Estado de 
Jalisco^ á los habitantes del mismo^ hago saber^ que: 

"Considerando que si bien por la verdadera inteligencia 
y espíritu de la fracción IX del art. 28 de la constitución 
del Estado, que sirvió de fundamento al decreto de este 
gobierno de 13 del que fina, claramente se comprende que 
ese decreto no tuvo ni pudo tener por mira el investir al 
poder ejecutivo, de las funciones judiciales que le son siem- 
pre extrañas en todo régimen administrativo, sino solo 
reasumir las facultades extraordinarias á que dicha frac- 
ción se refiere, y que son Ins del orden puramente políti- 
co, conviene, sin embargo, en el actual estado de cosas, 
poner la disposición de que se trata, al abrigo de cuales- 
quiera interpretaciones gratuitas y contrarias á su mani- 
fiesto y natural sentido; tengo á bien decretar lo siguiente:. 

"Articulo único. El decreto de 13 del que fina, deja en 
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absoluta libertad é independencia al poder judicial, para 
ejercer sus funciones con arreglo á la constitución y leyes 
del Estado. 

"Por tanto, mando se imprima y publique en la forma 
legal para su cumplimiento. Guadalajara, Junio 30 de 
1870.— -á«fo«£9 G. Cuervo.-'^C. G. Oevallos, secretario." 

Tanto es cierto que el Sr. G. Cuervo se creyó con fa- 
cultades judiciales, que aun antes de expedir su decreto de 
IS de Junio habia ya cometido otros atentados que asi re- 
fiere el fiscal del tribunal de Jalisco: ''Como ese decreto 

contiene un expreso ataque á la soberanía del Estado 

y como el mismo poder ejecutivo ha cometido otras violen- 
cias, como haber suspendido al presidente del tribunal y 
aprisionado á su secretario sin que sea ya posible con- 
tenerle en el camino de la revolución que ha emprendí^ 
do, etc."-» 

En otro lugar ofrecí demostrar que el Sr. G, Cuervo ha 
dado un golpe de Estado en Jalisco, y ha llegado la oca- 
sión de ver en toda su luz esta verdad. Recorramos la 
historia de los atentados que ya conocemos. 

En 3 de Mayo se publicó por el gobernador el decreto 
que declaró que las sesiones durarían de 11 de Abril á 10 
de Julio, y en 7 de Junio ese gobernador, calificando de 
anti-constitucional tal decreto, desconoció la legitimidad 
déla legislatura. 

En 8 de Junio tal desconocimiento se llevó hasta ne- 
garse á obedecer los autos de la sección del gran jurado, 
00 pretexto de que esta no puede funcionar sino en los pe- 
ríodos de sesiones. 

En 12 de Junio, en un Manifiesto al Estado asaz insul- 
tante para la legislatura, quedó esta no solo desconocida 



1 Manifiesto del tribanal de justicia, de 14 de Jiaxá.^. 
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oomo poder legislativo, sino remtida como gran jurado, 
atacada en todas sus resoluciones. 

En 1 3 de Junio se asumieron las facultades e?ctraordí« 
.narias en todos los ramos de la Administración, contra la 
voluntad y en odio á la legislatura. 

Ahora bien, yo pregunto: ¿cómo se llama todo eso? ¿No 
es un verdadera golpe de Estado? Un gobernador que no 
tiene derecho de veto, objeta de inconstitucional á una. ley, 
á los treinta y cuatro dias de publicada: un gobernador 
que no puede hacer observaciones á las resoluciones de la 
cámara, no ya las hace, sino que se erije en juez de sus ac- 
tos, y los censura, y la insulta: un acusado . que nunca 
puede para Asegurarse la impunidad, pretender que solo 
tenga juez en ciertos meses del año, desconoce á ese juez, 
se desata en improperios contra él, llama á su veredicto 
"el mas injusto, inicuo y deshonroso atentado/' y resiste 
con las armas ea la mano que se le juague: un gobernador 
que ha de recabar las facultades extraordinarias de la le- 
gislatura, las toma por sí mismo para atacarla: un goberna- 
dor que nunca, ni con aprobación de la legislatura, puede 
hacerse legislador y juez, se convierte en dictador absolu- 
to ¿No es todo eso el golpe de Estado? 

¿Se quiere mas aún? Pues lo hay todavia. L^a suspen- 
sion del presidente del tribunal de justicia: la prisión del 
secretario de acuerdos del mismo tribunal: la perpecucion 
del secretario del gobernador sustituto: la multa de 500 
pesos impuesta i un impresor porque imprimió un decreto 
de la legislatura: la prisión á que son reducidos hasta los 
que dan publicidad á los actos de esta: la guardia puesta 
en su palacio para violar la libertad de la cámara con la 
presencia de soldados que están á las órdenes del usurpa- 
dor; para impedir sus sesiones, no permitiendo á sus em- 
pleados la entrada á sus oficinas Si quisiera referir 
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todos los atentados en Guadalajara cometidos, me haría 
interminable! 

¿Se pueden desear mas datos para resolver si en Jalisco 
ha habido golpe de Estado, si existe allí una rebelión con- 
tra las autoridades, contra las leyes? ¿Puede necesitarse 
mas para ver que el orden constitucional está profunda- 
mente alterado, que los poderes que ejerce el Sr. G. Cuer- 
vo no son sino los que dan la usurpación, la violencia, el 
delito i 



X. 



Todo ese cúmulo de atentados, toda esa fecunda genera- 
ción de delitos, se quiere canonizar con una sola palabra, 
la que la tiranía en todos tiempos ha invocado para legiti- 
mar sus crímenes: '<la opinión pública.'^ Se dice que Jalisco 
no solo ve impasible la violación de todas sus leyes, sino 
que acepta gustoso el derrumbamiento de las instituciones, 
la muerte de todas las libertades públicas: se dice que el 
partido liberal de Jalisco no solo sostiene al Sr. G. Cuervo, 
sino que aplaude todos sus actos, que son la negación de 
todos los principios republicanos. 

Quiero suponer que esto sea cierto, y con ello hago ya 
ona injuria á ese Estado, celoso como el que mas de la doc- 
trina democurática: ¿es esto razón para c^w^ c^^^<^\^^Nlv«i^^^ 



6S 

lo que la ley condena? Cuando se dio el golpe de Estado 
de 857, la opinión pública se manifestó favorable á la 
usurpación: cuando el archiduque austríaco vio aquellas 
memorables actas de adhesión, que los abogados ingleses 
tan mal interpretaron; cuando las columnas francesas lle- 
varon después por todo el país esta opinión pública en la 
punta de sus bayonetas, pudo ella canonizar, legitimar 
lo que la constitución de 857 condenó? Puede entre no- 
sotros venir alguna opinión pública á decirnos que es lícito 
á un gobernante dar un golpe de Estado, para escaparse 
de un proceso en que se le acusa de mala versación de cau- 
dales públicos] Pueden todas las actas de adhesión ima- 
ginables romper la suprema ley de la república, destruir 
las instituciones, legitimar, en fin, la usurpación? Si el 
presidente de la república se declarara un dia altera serení- 
sima^ podrian el plebiscito de Santa-Anna, las actas de ad- 
hesión del archiduque resolver que esto quedaba bien he- 
cho? La república mexicana, el partido liberal ha resuelto 
ya una, y otra, y otra vez esa cuestión: la ley que con- 
dena esa opinión pública^ esos plebiscitos, esas actas, cuanto 
para subvertir el orden público se invoca, llama rebelde, 
usurpador, al que se alza con el poder, y lo trata no como 
autoridad, sino como reo. 

No quiero entrar á un terreno que yo mismo rae he 
vedado: no quiero decir ni explicar lo que es esa opinión pú- 
blica de que tanto alarde hacen los partidarios del Sr. G. 
Cuervo: no quiero revelar como se han fabricado esas ac- 
tas de adhesión de los pueblos; casi nadie ignora en Méxi- 
co como todo eso se hace, cuando el que tiene el poder asi 
lo quiere, así lo míinda: no me permito tampoco ni indi- 
car siquiera que la legislatura, que no tiene hasta hoy 
un solo soldado, ha recibido mas actas de reconocimiento 
A 8u favor, que las que cuentan los papeles que al Qsurpa- 
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dor sofitienen: eeríame preciso para esto entrar en ciertas 
apreciaciones de hechos que pudieran tacharse de parcia- 
les; podría eso engendrar una discusión enojosa, y sobre 
todo sería abandonar mi propósito de no ocuparme sino de 
las cuestiones constitucionales que las dificultades de Ja* 
lisco provocan: no lo haré; pero para que aun los menos 
versados en los negocios de ese Estado aprecien lo que 
vale esa opinión pública, lo que es Impopularidad de que el 
Sr. G. Cuervo se jacta, haré solo una pregunta: ¿Cómo 
es que este señor no ha podido, agotando estérilmente sus 
esfuerzos, reorganizar aunque fuera con gente intrusa, el 
poder judicial del Estadol j^Cómo en tantos pueblos que le 
reconocen, no hay un solo alcalde que administre justicial 
¿Cómo en Guadalajara, capital en que los letrados abundan, 
no ha habido cinco abogados que quisiesen ser magistra- 
dos! ¿Cómo es que el decreto de 30 de Junio, aclaratorio 
del de 13 del mismo, no ha podido producir el efecto que 
do él se esperaba? ¿Cómo es que una administración con 
facultades tan extraordinarias y con tanta popularidad, 
está sufriendo instante por instante el terrible voto de 
censura, la formidable acusación que importa la falta de 

administración de justicial . A su Alteza Serenísima, 

usurpador, nunca faltaron personas que todos los empleos 
cubrieran: á Maximiliano, conquistador, sobraron siem- 
pre pretendientes para los puertos ptíblicos. ¿Cómo el 
Sr. G. Cuervo que tanta popularidad tiene, no encuentra 
un juez, un magistrado? Toca la explicación de es- 
te fenómeno & los que tanto pregonan esa opinión pública 
que favorece al Sr. G. Cuervo y que es bastante á canoni- 
zar todos sus actos por mas que la ley los condene. 

It de que la legislatura no tenga un soldado, y de que 
ella no haya resistido i la fuerza con la fuerza, no solo no 
fie puede tomar un argumento para combatir su causa^&i* 
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no que ello es la prueba evidente del patriotismo que á su? 
resoluciones ha inspirado. ¿Podrían los 500 gendarmes 

del Sr. G. Cuervo dominar el Estado de Jáliscol -^ La 

legislatura con su legitimidad, el partido liberal todo, cont 
BÚB influencias, ¿no habrian podido levantar, ya no digo 
ejércitos, sino guerrillas aquí j allá, que recordaran su de- 
ber Á esos gendarmes? Pero no; la legislatura no ha 

querido la guerra, j ni siquiera ha consentido que le den 
guardia los muchos ciudadanos que sus armas le han ofre- 
cido: el partido liberal no ha querido la guerra, porque nd ' 
quiere que la fuerza haga lo que solo la magostad de la 
léj es bastante á hacer; la legislatura y el partido liberal 
pacíficos esperan que sin quemar un cartucho, la ley se 
sobreponga á la violencia. 

Lo que hasta ahora he escrito, pone ya en toda su lúa 
la cuestión constitucional interior de Jalisco: sin agotar ni 
con mucho las materias qué he tocado, sin tratai" otras mu- 
chas que con esa cuestión se rozan, heme solo ocupado de 
las principales, de las mas salientes, y, no sé si muého me 
equivoco, mis demostraciones autorizan y apoyan firme- 
mente esta extrema conclusión: los atentados del Sr. G. 
Cuervo, no tienen, no pueden tener, no ya defensa legal, 
pero ni siquiera excusa aparente: lo que en Guadalajafa 
ha pasado es un amago serio, terrible á las instituciones 
de la república. El dia en que el ejecutivo federal invo- 
cando el precedente de Jalisco, no hiciera mas que lo que 
el Sr. G. Cuervo ha hecho, de un solo golpe se derrum- 
barian esas instituciones: el dia en que los gobernadores de 
los Estados tuvieran como doctrinas constitucionales las 
rabones con que el Sr. G. Cuervo se defiende, hábria desa- 
parecido para siempre de entre nosotros "la república re- 
presentativa, democrática, federal," para no dejar en su lu- 
gar sino la dictadura tanto mas onerosa, cuanto que hipó- 
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crita, invoca la ley para escarnecerla, habla del pueblo pa- 
ra humillarlo! Que el partido liberal en el país todo, 

juzgue si esa última conclusión de mis anteriores demos- 
traciones no es lógicamente exacta. 

lli empeño en evidenciar la justicia de la causa de la 
legislatura de Jalisco, no tiene otra significación que colo- 
car en su verdadero terreno una cuestión que la pasión ha 
desnaturalizado: bien sé yo que ese Estado, lo mismo que 
todos los de la república, no tiene juez en su soberanía, no 
hay autoridad en Ja tierra que ''en lo concerniente al ré- 
gimen interior de los Estados" tenga el derecho de revi- 
sar sus actos; pero ya que los amigos del Sr. G. Cuervo 
quisieron retirar las simpatías del público de la causa de 
la legislatura, á mi, representante de Jalisco, me incumbia 
el deber de vindicar ante el mismo público la conducta de 
las autoridades de ese Estado. Lo repito: que el país juzgue 
si los atentados del Sr. G. Cuervo pueden, llamarse arre- 
glados i las leyes! 

He cumplido hasta aquí una parte de mi propósito, exa- 
minando la cuestión de Jalisco en sus relaciones con el de- 
recho constitucional local de ese Estado: para llenar mi 
tarea debo verla también á la luz de la ley constitucional 
federal. Los siguientes artículos están destinados á este 
objeto. 
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XI. 



Para restablecer el orden constitucional Iiondamente 
perturbado en Jalisco; para aprehender á un reo que con 
armas está resistiendo á la justicia; para sofocar en su ger- 
men una rebelión armada^ rebelión que iniciada con un 
golpe de Estado hace temer á la república la repetición 
de los escándalos que comenzaron en Octubre de 852 en 
el Hospicio de Guadalajara, y que ensangrentaron el terri- 
torio nacional; para añrmar los principios hoy conculca- 
dos; para consolidar las instituciones de muerte-amagadas 
con el precedente del Sr. G. Cuervo, la legislatura invo- 
cando el art. 116 de la constitución federal, pidió al eje- 
cutivo de la Union el auxilio que tiene el deber de darle 
en caso de sublevación ó trastorno interior; y por una des- 
gracia nunca bastante lamentable, el gabinete interpretan- 
do el texto constitucional en un sentido que, á mi juicio, 
no tiene, negó tal auxilio. 

En la diñcíl posición «en que los sucesos acaecidos del 8 
al 11 de Junio, colocaron á esa legislatura, esta no podia 
tomar sino uno de estos caminos: ó sucumbir ante la vo- 
luntad del Sr. G. Cuervo, y hacer cuanto él exijia: ó res- 
ponder á la fuerza en que este señor se apoya, con una 
declaración de guerra, llamando á los jaliscienses á las ar- 
mas para isometer al rebelde: ó pedir al ejecutivo de la 
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Union la protección que según la constitución debe impar- 
tirle. Hacer lo primero, con la conciencia de que así se 
barrena la ley, babria sido de tal modo in filmante para el 
poder legislativo del Estado, que habria muerto en el ri- 
diculo mas bochornoso, en la impotencia mas humillante. 
Promover la guerra, apelar al último recurso de los pue- 
blos ofendidos, no era oportuno, cuerdo ni patriótico, cuan- 
do la ley federal presenta el medio de restablecer el orden 
público: la legislatura pidió, pues, la protección de los pode- 
res de la Union, creyendo, como cree todavía, que una vez 
otorgada, el Sr. G. Cuervo, que se dice apoyado por el go- 
bierno general, depondria su actitud hostil y se sometería 
6, las autoridades. Pero la protección se negó, y hoy el 
conflicto de Jalisco está aún como estaba á mediados del 
mes de Juiúo. 

¿Qué solución podrá él tener! se preguntan los que vi- 
ven inquietos por la suerte de las instituciones. ¿Sucum- 
birá la legislatura? Confesará que su decreto 173 no.es ley; 
que el Sr. G. Cuervo tiene el derecho absoluto de veto, de 
resistencia; que el veredicto del dia 11, es el ^^atentado mas 
injusto, inicuo y deshonroso;" que las facultades extraor- 
dinarias del dia 13 son legítimas; que la ley y la repre- 
sentación de Jalisco están á merced del gobernador? Co- 
nozco á loB dignos miembros de esa legislatura, y pueda 
afirmar que ellos no se envilecerán á sus propios ojos con 
tanta humillación, y lo que es mas, no degradarán á Ja^ 
lisco con tanta bajeza! Qué hacer puesl ,Dos medios úni- 
cos quedan: la guerra al usurpador, decretada por la legis* 
latura, ó la protección federal concedidaal Estado como lo 
manda la c^onstitucion. Jalisciense de todo corazón, no 
quiero que esa calamidad que se llama la guerra destroce 
á aquel Estado; y con ese proposito he consagrado todaa 
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mis fuerzas á demostrar que es necesaria 6 inexcusable la 
protección que la legislatura pide. 

£1 gabinete ha creido y resuelto que el texto constitu- 
cional no lo permite: profundas como son mis considera» 
clones de respeto a los altos consejeros del presidente de 
la república; vivísimo como lo es elsentimiento de mi inr 
suficiencia, para que pudiera yo hacer prevalecer una opi- 
nión mia en el campo del debate, sobre un acuerdo del 
gabinete, no puedo sacrificar á esas consideraciones mi 
deber de pedir para Jalisco la paz en la ley: no puede en- 
mudecer esa mi insuficiencia ante mi sincero, vehemente 
deseo de ver consolidada la república federal, sin que A sa 
sombra vivan escándalos como los de Jalisco. Solo estos 
poderosos motivos disculpan mi audacia de impugnar la 
interpretación que el gabinete ha hecho del artículo 116 
de la constitución. 

Para que las demostraciones que me propongo hacer, 
tengan siquiera el mérito de la claridad, necesito hacer una 
clasificación exacta de materias que aleje toda confuiáon, 
toda oscuridad: procuraré seguir nn método rigoroso que 
permita ver al fin de mi trabajo cómo están estrechamente 
unidas con los preceptos constitucionales, las consecuen- 
cias que yo derivo de ellos. 

La primera cuestión, verdaderamente interesante, vital 
para el sistema federativo, que debo examinar, puede for- 
mularse así: ''Es lícito á los poderes de la Union ingerirse 
en las cuestiones itUeriores de los Estados?" 

Vital he llamado yo á esa cuestión, y la ley constitucio- 
nal no podia dejarla sin solución. El artículo 40 de la 
constitución federal declara que la república se compone ''de 
Estados libres y soberanos en iodo lo concerniente á su régimm^ 
interior ^^^ y el 41 repite que "el pueblo ejercen soberamm 
jx>r medio de « los poderes de los Estados, por lo que 
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taca á su régimen interior y Lejos de que el código funda- 
mental permita á los poderes de la Union el derecho de 
resolver las cuestiones interiores de los Estados, su art. 117 
reserva á estos ^'las facultades no concedidas expresamente 
álos funcionarios federales/' Incontrovertible, evidente es 
la verdad de que no es licito á los poderes de la Union inge« 
rii^ en las cuestiones interiores de los Estados. 

£1 gabinete, en su telegrama á la legislatura de Jalisco, 
fechado en 15 de Junio, reconoce, me complazco en decir- 
lo, esa verdad: el gobierno ^' tiene la convicción, estas son 
sus palabras, de que por la esencia misma de las institu- 
ciones que nos rigen, el ejecutivo de la Union no debe ca- 
lificar ó mezclarse en las cuestiones interiores de los Es- 
tado6«'' Pero ai principio así reconocido, se le opone lu^o 
esta excepción: '^si alguna vez puede y debe hacerlo, es so- 
lamente cuando lo apremiante de las circunstancias ó la 
exigencia de la situación sea tal, que no dé lugar ó cabida 
á otro recurso." Vaga como esta excepción es, creo que 
los textos constitucionales no la apoyan en caso alguno: 
no sé si me equivocaré, creyendo que con ella se alude á 
la &cultad de declarar en sitio á un Estado; pero tan lejos 
de reconocer yo constitucionalmente esa facultad, juzgo 
que la reprueba por completo la constitución. A esta im- 
portante materia de la anti-constitucionalidad del estado 
de sitio declarado según la ley de 20 de Enero de 18G0, 
consagraré especialmente mi atención, en «u lugar opor- 
tuno: por ahora solo debo demostrar que en ninguna cir- 
cunstancia puede el gobierno general intervenir la admi- 
nistración de un Estado soberano. 

Los textos que he citado garantizan esa soberanía en el 
r^men interior del Estado, y no dan á los poderes fede- 
rales mas facultades que las que expresamente les concede 
la constitución; y como en ninguno de sus artículo«i e.%ti. 
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expresa la de poder y deber mezclarse en las cuestiones in- 
teriores de los Estados en caso alguno, consecuencia lógi*- 
ca es que aquella excepción establecida por el gobiernO| 
no puede sostenerse constitucionalmente. Esta sencilla 
argumentación demuestra en tesis general la verdad que 
me propongo afirmar. 

La vaguedad de aquella excepción no permite profundi- 
zar el análisis; (^qué circunstancias, qué situaciones son las 
que autorizan al poder federal á ingerirse en las cuestiones 
de los Estados? £1 telegrama del gobierno no lo dice, y 
discurrir por conjeturas, es exponerse á fáciles equivoca- 
ciones. Pero como mi deseo es aclarar tanto como sea di^- 
ble esftas materias, bien cabe dentro de los límites de mi 
tarea, ocuparme de las limitaciones que la prensa en estos 
dias y con motivo de la cuestión de Jalisco, ha querido po« 
ner al principio constitucional. 

En los artículos publicados en el "Siglo XIX" ultimar 
mentC; se ha reconocido, como era preciso, ese principio: 
"El poder federal, se dice, no tiene sin duda como facultad 
ordinaria la de calificar sobre la legalidad de un gobierno 
de Estado;" mas poco después se añaden estos conceptos: 

" pero si en el ejercicio de sus deberes conslitucionalea 

(del gobierno general) se presentare esa cuestión (la de le- 
galidad de un gobierno de Estado) como incidente, fuerza 
seria resolverla:" conceptos que se precisan aún mas en las 
siguientes palabras: "y po.- tanto, al entrar el gobier- 
no federal en relaciones con los poderes locales, tiene que 
examinar si estos son un gobierno republicano, y si ema^ 
nan de la constitución particular del Estado." ' 

En otro de aquellos artículos se habla así: "Si los prime- 



1 Ndm. 196 del "Siglo,'' correspondente al 15 de Julio. 
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ros (los poderes federales), protegiendo á los segundos (4 
los Estados) cumplen con un deber constitucional; si esa 
protección no puede tener lugar, sin conocer de parle de 
quién está la legalidad^ es incuestionable que aquellos pode- 
res, conforme á lá constitución, siempre que su auxilio se 
pida por un Estado, l|@»tienen la facultad de examinar 
quién es la autoridad legal, para prestar el auxilio al que 
tenga la legalidad^^ft" ' 

Tengo la pena de manifestar que yo no acepto estas teo- 
rías que fundan la legitimidad de un gobierno, en el reco- 
nocimiento que de él hagan soberanías extrañas^ teorías 
que establecen el vasallage de los Estados; teorías que sus- 
tituyen al Estado soberano^ la autoridad del centro, de la 
ünion: creo por el contrario, que ellas matan el principio 
federal. Solo por lo relativo á la interpretación del artí- 
culo 116 de la constitución, debo en este lugar acreditar 
estos asertos. 

Yo no concibo un soberano que tenga que dar cuenta á 
un superior; un soberano cuya conducta esté sujeta á la re* 
visión de una autoridad extraña: cuando creo que la Repú- 
blica Mexicana es una nación soberana^ afirmo por el mis- 
mo hecho que ni los Estados-Unidos del Norte, ni Ingla- 
terra, ni Francia, ni otra potencia alguna, tienen el dere- 
cho de examinar si los poderes nacionales emanan de la 
constitución, si son legales. El funesto precedente que al- 
guna vez se quiso establecer en México, de que el cuerpo 
diplomático podia con su reconocimiento legitimar los tí- 
tulos de un gobierno, está condenado per todas las leyes y 
reprobado altamente por el país. Y cuando veo que la cons- 
titución llama á los Estados soberanos en todo lo concomiente 
i su régimen interior, no reconozco que los poderes federales 
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puedan por motivo alguno, examinar y resolver las cues- 
tiones que á ese régimen interior pertenezcan: seria esto 
lo mismo que tener soberanos , mendigos de la sanción fe- 
deral, de la legitimidad de sus actos: esto en mi sentir, es 
la violación completa del texto constitucional. 

Bien bé yo que la soberanía de los Estados no es tan a.b- 
soluta como la de la nación: la lej constitucional pone á 
aquella ciertas restricciones, que conforme á la internacio- 
nal esta no tiene. Los artículos 111, 112, 113, 114 y 115 
de la constitución, marcan esas restricciones y las marcan 
de un modo tan terminante que "las facultades que no es- 
tán expresamente concedidas ^or esta constitución á los fun- 
cionarios federales, se entienden reservadas á los Esta- 
dos," según dice el artículo 117. Do este precepto infiero 
que todo lo que el poder federal pretenda hacer en lo concer- 
niente al régimen interior de los Estados, y que no les es- 
té expresamente concedido en la constitución, es no el 
ejercicio de una autoridad legítima, sino un abuso de poder ^ 
un ataque á la ley. Y como la constitución en * ninguna 
parte autoriza á los poderes de la Union para usar de la 
facultad de examinar si los gobiernos de los Estados ema- 
nan de su constitución particular, no vacilo en afirmar 
que esto no sería facultad sino abuso de poder. 

Y prescindiendo, del texto constitucional, ¿puede creerse 
que quedara soberanía alguna á los Estados cuando el pre- 
sidente de la república, al entrar en relaciones con los po- 
deres locales, desconociera á este y aquel, porque su elec- 
ción fué viciosa, porque este gobernador no es vecino de 
tal parte, porque el otro no tiene esta edad, porque en con- 
cepto del presidente esos poderes no emanan de la consti- 
tución particular? Que responda con sinceridad esta pre- 
gunta quien sea amigo del sistema federal 

Es un hecho desgraciadamente cierto en nuestra histo- 
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ria, que hasta hoy no se ha reconocido y acatado la soberth 
nía de los Estadas^ como los principios, como. la ley lo exi- 
jen. Mientras la constitución de 1824 rijió, ¿que sobera- 
nía era posible con aquellas comandancias generales que en 
cada Estado sojuzgaban con las bayonetas á todas las au- 
toridades? Los constituyentes de 1857, que quisieron 

que esa soberanía fuera una verdad, como lo es en los Esta- 
dos-Unidos, no solo suprimieron esas comandancias, sino 
que mandaron que únicamente las hubiera ''en los campa- 
mentos, cuarteles y depósitos que i^C* fuera de las pobla- 
ciones^'^ML estableciere para la estación de las tropas el go- 
bierno de la Union" ^ Este precepto constitucional hasta 
hoy no ha sido sino una hermosa promesa: las tropas viven 
y han vivido en las poblaciones, y mas de una vez los Esta- 
dos se han quejado de que las bayonetas han ejercido vio- 
lencia en su soberanía! 

No hace muchos años que aun bajo el imperio de la cons- 
titución de 1857, los poderes ejecutivo y lejislativo de la 
Union, declaraban nulos y an ti -constitucionales los decre- 
tos de las legislaturas de los Estados. Tal abuso de poder 
no se comete ya, y ello prueba que el país progresa en la 
práctica de las instituciones. 

La guerra de intervención hizo que el estado de sitio se 
decretara en casi toda la república: pasó esa tremenda ca- 
lamidad que tantos sacrificios impuso al país, y ha queda- 
do la ley de 20 de Enero de 1860 amagando instante por 
instante á la soberanía de los Estados. Siquiera las coman- 
dancias de la constitución de 1824 no suprimían gobernado- 
res y legislaturas! Esa ley de estado de sitio, notoriamen- 
te anticonstitucional, es la negación del sistema federal, 
del régimen democrático. 

1 Art 122^ de Ift constitución. 
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Nosotros no tenemos las costumbres de los americanos, 
fuerza es decirlo, y no somos celosos como ellos de su so- 
beranía local; pero si ha de venir algún dia, como. 70 lo de- 
seo con vehemencia, en que el pacto federal sea una ver- 
dad, indispensable es combatir en pro de los preceptos cons- 
titucionales que lo establesen, destruir lo que se llama la 
ley de 20 de Enero de 1860, exijir el cumplimiento del art. 
122 de la constitución, negar al poder federal todo dere- 
cho, toda facultad para calificar la legitimidad de los pode- 
res locales, para meeclarse en sus cuestiones interiores. Si 
BLSÍ no se hace, la soberanía de los Estados es hoy mas pre- 
caria, mas nominal, que en el tiempo de la constitución de 
1824. 



XII. 



Las teorías que me ocupo de impugnar y que asientan 
que el poder federal, al entrar en relaciones con los pode- 
res locales, debe examinar si estos son un gobierno república^ 
no, invocan doctrinas para mí respetabilísimas, las del de- 
recho constitucional americano: solo que creo que tales 
doci»*inas no fundan aquellas teorías, porque se hace una 
inexacta aplicación de ellas. Voy á desarrollar estos con- 
ceptos. 

Véase ante todo como se exponen entre nosotros tales 
teorías, y la extensión que se les dá. "Los Estados, dice la 
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tOüBtitaeioii, adoptarán para su régimen interior la forma 
de gobierno republicano, representativo, popular. Los po- 
deres de la Union tienen el deber de protejer á los Esta- 
dos contra toda invasión ó violencia exterior. ' Eti casó de 
sublevación ó trastorno interior, les prestarán igual pro- 
tección — " 

'*ToiH) PROCEDIMIENTO QUE CONDUZCA A LA USURPACIÓN, Bfl 
ÜK ATAQUE AL RÉGIMEN REPUBLICAKO " * 

De estas premisas se han deducido estas consecuencias: 
"El objeto principal del poder federal debe ser dar eficacia 
á ese sistema (el republicano) y puesto que los ataques con- 
tra él pueden venir también de las legislaturas, no siempre 
que estas soliciten el apoyo de la federación se les debe conceder^ 
en razón á que sus medidas tal vez envuelvan el menos- 
cabo de las instituciones, en cuyo caso recibiendo el auxi- 
lio federal, resultaría que los poderes federales, encargados 
de asegurar las instituciones, estaban á la vez obligados á 
suministrar medios para destruirlas/' ^ He aquí al poder fe- 
deral convertido en el arbitro de los destinos de los Esta- 
dos, en ¿1 señor de los gobiernos locales, so pretexto de 
averiguar si estos menoscaban ó no las instituciones! Hé 
aquí el medio seguro, infalible de destruir estas con la ne- 
gación de la soberanía de los Estados, so pretexto de ale- 
jar el peligro remoto de que ellos atenten contra la forma 
de gobierno que la constitución designa! 

He reconocido en las doctrinas que examino su orígen 
americano, y he dicho que de ellas se hace una inexacta 
aplicación: véase la prueba. 

Los textos constitucionales en México y en la vecina re- 
pública no son iguales sobre este punto: mientras que la 



1 Num. 189 del ''Siglo" correspondiente al dia 8 de Julio.. 

2 Num. 199 del mismo diario del 18 de Ju\\o« 
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secoion 4. ^ del art. 4. ^ de la constitución americana di- 
ce: ^^Los Estadoa-Unidos garantizan á cada Estado eu 
esta ünion una forma republicana de gobierno, etc./' el ar& 
109 de la nuestra solo se expresa en esta forma: ''Los Es^ 
tados adoptarán para su régimen interior la forma de go* 
biemo republicano, representativo, popular." Se ve por es- 
ta comparación entre los dos textos, que mas de una dife- 
rencia se puede notar entre ellos. Pero abstracción hecha 
de cuantas haya, siempre las doctrinas que los americanos 
deducen de su ley, no sostienen las teorías que estoy refu- 
tando. 

Exponiendo Madison el verdadero sentido de aquella ley 
se expresa con estas palabras: ''La autoridad (del poder fe- 
deral) no se extiende ma<3 que á garantir la forma republi* 
oana de gobierno; lo que supone que hay un gobierno pre- 
existente de esta forma que debe ser asegurado. En tanta,^ 
pues, que esa forma republicana se conserve en los Esta- 
dos, ella debe ser afianzada por la constitución. Estos pue- 
den alterar sus constituciones y adoptar otras formas re- 
publicanas, y tienen el derecho para pedir para estas la ga- 
rantía federal. l|@»£a única restricción gue se les impone^ es 
que no cambien sus constituciones republicanas por las anti-^e- 
publicanas^^^^íH * Esto se escribió desde 1788, y tales doc- 
trinas han seguido admitiéndose tradicionalmente en aquel 
país, y profesándose con tal respeto, que Story, el célebre 
comentador de la constitución americana, copia las pala- 
bras de Madison sin cambio alguno. ' 

Otro publicista que acaba de escribir en 1868 una obra 
de verdad notable, habla asi sobre esta materia: "La for- 
ma republicana es la opuesta á la monárquica ó aristocrá- 



1 The Federftlist, Dum. 43. 

2 Story, Comm. on amer. constit núm. 1817. 
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tica.««. Los Estados tienen el derecho de establecer nue- 
vas formas republicanas; lo que no pueden hacer, es adop- 
tar canstitficiones antí-republicanaa.^^ ^ Este mismo autor 
confiesa que aquella frase ''forma republicana," es aun in- 
definida: ^^but this still leaves the term undefinedJ^ El prin- 
cipio representativo, por ejemplo, es de esencia en esa 
forma republicana^ pero si el derecho electoral debe ser 
universal ó tener ciertas restricciones, si los electores de- 
ben tener estas ó las otras cualidades, "no está aun deter- 
minadO) y puede ser resuelto según las circunstancias." 
^^But upon lohom the elective franchise shall he conferred ü 
not defined^ and must be controlled hy circunstancesy * Hay 
ciertos principios que atacan en su esencia la forma repu- 
blicana: por ejemplo, la sucesión hereditaria en el poder; 
la constitución federal no permite que una constitución lo- 
cal sancione tales principios, pero hay consecuencias mas ó 
menos remotas de la forma republicana^ como la exten- 
sión del derecho electoral de que se ha hablado, y que se 
pueden adoptar en uno ú otro sentido, sin que la ley fede- 
ral lo prohiba. En aquel caso, la intervención de los po- 
deres de la Union es constitucional é inexcusable: en este 
otro seria atentatoria y criminal. 

Esta es la doctrina americana fielmente observada des- 
de el siglo pasado: cuando al principio republicano se quie- 
re sustituir el monárquico ó el aristocrático; cuando, como 
dice Madison, ''se cambie la constitución republicana por 
la anti-republicana;" cuando, como enseña Calhoun, "los 
gobernantes intentan usurpar el poder y subvertir la forma 
de ffobiemo republicano,^^ entonces y solo entonces es lícita 
la intervención federal. No, pues, toda usurpación está re- 



1 Paschal. Annotated Constitution, núm. 233. 

2 Loe. cit 
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patada en los Estados-Unidos como un ataque á la forma 
republicana, para el efecto de que esa intervención se ejer- 
za, y lejos de ello los Estados gozan en su soberanía de la 
libertad, del derecho de castigar á la autoridad que usurpa 
atribuciones ajenas: el delito de usurpación de atribucioneSi 
ni en los Estados-Unidos ni en ninguna parte puede confun- 
dirse con el atentado de subvertir la forma de gobierno, con 
el propósito de constituir monárquicamente á un pueblo re- 
publicano. 

Ya que de los Estados-Unidos he hablado, no quiero de- 
jar pasar esta ocasión sin citar un texto que que da testi- 
monio de como se respeta ahí la soberanía de los Estados: 
es la ley de 13 de Julio de 861, que en lo conducente dice 

así: '^Se decreta también que si el presidente. llamase 

á la milicia para reprimir la insurrección contra las leyes 
de los Estados-Unidos y para hacer que estas se obedez- 
can; si los insurrectos pretenden obrar bajo la autori- 
dad de algún Estado, y tal pretensión no se contradice por 
los poderes de este Estado en que la insurrección exis- 
ta, ni es reprimida por ellos; en tal caso se autoriza al pre- 
sidente para que por medio de un decreto declare que los 
habitantes de ese Estado, 6 de la parte de él en que la in- 
surrección exista, se hallan en estado de incomunicación 
con los Estados-Unidos, y prohiba en tanto que ese esta- 
do se conserve, todo comercio entre aquellos habitantes y 
los del resto de los Estados-Unidos, etc." ' Ni en casos 
como este van las bayonetas federales á restablecer el or- 
den, alegando que la usurpación es un ataque al régimen 
republicano! 

Esto dicho, se ha visto ya como estas doctrinas ameri- 
canas no fundan las teorías que me ocupo de impugnar, 

1 U. a. Statutes at largo. Yol- XII, pág. 257, 
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La lej electoral de un Estado niega el voto á quien no sa- 
be leer: esto no ataca á la forma republicana y no autori- 
za la intervención federal: la constitución local establece 
largos períodos constitucionales, deposita el poder en una 
6 dos cámaras, erige en nuevo poder al municipio, etc. etc.; 
todo eso cabe en la soberanía del Estado sin que la fede- 
ración pueda oponerse. Un tribunal juzga sin audiencia 
6 se permite legislar: un gobernador usurpa las atribuciones 
de otros poderes: un congreso quiere administrar: todo eso 
constituye delitos, faltas, irregularidades que las leyes loca- 
les deben castigar, prevenir, remediar, sin que vaya el po- 
der federal á hacer justicia, á protejer, si á esto no es lla- 
mado por quien puede hacerlo. Su oficiosa intervención 
en tales casos es un ataque á la soberanía del Estado. 

Pero una legislatura puede dar un golpe de Estado^ se 
nos dice, puede con su irresponsabilidad subvertir las ins- 
tituciones: puede ei^ unión y de acuerdo con los otros po* 
deres locales atentar contra la forma republicana: tal po* 
sibilidad no se puede negar, pero cuando ese caso desgrar 
ciado se realice, las doctrinas americanas tienen cabal apli- 
cación. Pero querer que ellas autoricen al poder federal 
á calificar si \os procedimientos de los poderes locales conducen 
á la usurpación^ es salvar un abismo que la ley y la razón 
hacen inmenso: eso es dar al poder federal el derecho de 
mezclarse en todas las cuestiones de los Estados para re- 
solverlas como á sus intereses cuadre. Si una legislatura 
decretara la forma monárquica en un Estado, y el gober- 
nador y las autoridades la desobedecieran, bien haría el eje- 
cutivo en no prestar sus armas á esa legislatura para me- 
noscabar las instituciones; pero si ella proroga un período 
de sesiones; si justo ó injusto, pronuncia un veredicto, y se 
la desconoce, negar la protección que pida, so pretexto 
de que "su procedimiento conduce &W \]^>\t^^qasí\3l ^ ^v^'^ 
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por tanto la forma republicana,^ es sujetarla en todos sus 
actos á la tutela del poder federal; es obligarla, si no quiere 
soportar el ridículo de que sus determinaciones sean burla- 
das, á someterse á la Iiumillacion de consultar siempre al 
poder federal si juzga que tal ó cual acto ataca la forma 
irepublicana. Esto bajo «1 imperio de la ley federal no 
puede sostenerse. 

Pero hay mas todavía: el Sr. Velasco combate el siste» 
ma de los que "en los conflictos producidos entre un go- 
bernador y una legislatura opinan siempre en contra de 
aquel," y asegurando que las legislaturas pueden llegar mas 
fácilmente á la usurpación, concluye con que "no siempre 
que ellas soliciten el apoyo de la federación se les debe 
conceder." ^ Yo soy uno de los que ese sistema siguen, y 
debo probar que él está sostenido por la ley. 

El texto constitucional no da el derecho de pedir la 
protección mas que á la legislatura, y solo cuando esta no 
estuviere reunida, al gobernador La constitución tiene 
como imposible, no permite que este pida auxilio contra 
aquella. Nadie sostendrá que este auxilio pueda conce- 
derse de un modo directo y franco. Ahora bien, negar á la 
legislatura el auxilio que pide, es protejer indirecta pero 
necesariamente al gobernador con quien está en conflicto; 
y si la ley esta protección directa condena, la indirecta 
que el mismo efecto causa, no es, no puede ser legítima: 
esa protección indirecta es su violación. El deber que la 
constitución al poder federal impone de protefer leffislatU' 
ras y la prohibición que ella establece áe protejer goberna- 
dores^ autorizan el sistema de auxiliar siempre á las legis- 
laturas y nunca á los gobernadores, en caso de conflicto. 

Si el ]K>der federal pudiera, entre gobernador y legisla- 

I Núm. 199 del •^SigloJ* 
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tura que mutuamente se acusan, erijirse eñ juez, bien ven- 
dirian los razonamientos de que no siempre esta tiene la 
razón: yo el primero confieso que en muchísimos casos la 
justicia estará de parte del gobernador; pero como, según 
oreo haberlo probado, no está entre las facultades expre- 
sas que la constitución concede á aquel poder, la de juz« 
gar de las cuestiones interiores de los Estados, la de oir los 
cargos de las autoridades en conflicto^ (ya veremos después 
si ambas merecen este nombre), para protejer á quien ten« 
^ razón; y lejos de esto le está prohibido intervenir en 
aquellas cuestiones y solo tiene el deber de auxiliar á la le- 
gislatura, no puede sin infrinjir la ley conceder su protec- 
ción siquiera indirecta al gobernador. La legislatura po- 
drá no tener razón; pero la ley constitucional, respetando 
la soberanía de los Estados, no quiere que el poder federal 
esa cuestión examine: estableciendo una presunción legal 
de acierto en las asambleas legislativas, presunción que al 
€gecutivo nunca concede, ordena que se les otorgue la pro- 
tección que piden, sin la censura previa de sus actos. 



XIII. 



Cuestiones que mantienen estrecha conexión, íntimo en<* 
laee con las que acabo de examinar, son estas que deben 
ahora ocuparme: ¿Es de la com^eleucíVíb ^'^ y^^"^ l^^^táik. 
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calificar bí existe en el Estado la sublevación ó trastorno 
interior que haga necesaria su protección? ¿Puede él re- 
solver cuando llega el caso del deber que la constitución 
le impone? ¿Le es siquiera lícito abstenerse de obrar cuan- 
do se le pide auxilio? La simple enunciación de estas cues- 
tiones acredita su interés. 

El deber cuyo cumplimiento depende del arbitrio, de la 
calificación de la persona ó de la autoridad á quien se im- 
pone, deja de ser un deber para pasar á la categoría de/o- 
vory de gracia^ y la ley constitucional diciendo: "Los pode- 
res de la Union tienen el deber de protejer á los Estados/' 
no ha concedido una facultad que puede ejercerse ó no, á 
voluntad de esos poderes, sino que les ha impuesto una 
obligación de cuyo cumplimiento no pueden dispensarse* 
La razón de la ley viene en apoyo de su letra para afirmar 
su sentido. 

Interesa á toda la república que la paz se conserve en 
su territorio, y que ninguna invasión ó violencia exterior, 
ninguna sublevación ó trastorno interior perturbe ó ama- 
gue en alguno de los Estados de la confederación esa paz, 
de la que depende absolutamente la prosperidad nacional. 
Cada soberanía, cada Estado está obligado á conservarla, á 
reprimir y sofocar los elementos revolucionarios que con- 
tra ella conspiren; pero como pudiera bien suceder que 
las fuerzas de un Estado fuesen impotentes para dominar 
esos elementos, este, si así lo llega á creer, tiene el derecho, 
resolviendo una cuestión concerniente á su régimen interior, en 
que nadie mas que él es juez, de pedir la protección fede- 
ral. T así como los poderes de la Union no pueden ir á 
auxiliar al Estado, en caso de sublevación ó trastorno in- 
terior, si este no lo demanda, sin violar su soberanía; así 
también una vez pedida la protección, una vez resuelto por 
él ESstado que él no puede dominar el trastorno, una vez 
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acordado poi él que fuerzas extrañas penetren á su terri- 
torio, no se puede ella negar, sin hacerse responsable de 
los males que la perturbación del orden público siga cau- 
sando. A los poderes de la Union no es lícito decir que 
no conceden esa protección porque el Estado tiene ele- 
mentos para restablecer la paz, porque la sublevación es 
local ó de poca importancia, porque el trastorno interior 
no es armado, etc., etc.: resolver todas estas cuestiones so- 
lo toca al Estado: ellas pertenecen á su régimen interior, 
y si el poder federal de ellas quiere hacerse juez, viola la 
ley ejerciendo facultades que no solo esta no le dá, sino 
que le prohibe. 

El espíritu notorio del texto constitucional es que se 
conserve la paz en toda la república aun en aquellas loca- 
lidades soberanas, á donde sin llamamiento no pueden ir 
las tropas de la federación, y ese espíritu lo mismo que su 
letra no consiente que, no cumpliéndose ese deber, el desb- 
orden, la anarquía, la guerra civil devoren á un Estado 
que no puede conjurar esos males. Y estas gravísimas ca- 
lamidades sociales, serian el resultado lógico, la censura 
incontestable del artículo 116, si el deber que él impone se 
entendiera en el sentido que combato. En un Estado es- 
talla la guerra civil, pero so pretexto de que él puede ex- 
tinguirla, se le niega el auxilio, y la guerra incendia todo 
un Estado, y la república vé impasible tal desorden! En 
otra parte un gobernador se alza con el poder, y sostenido 
por 8UH soldados trastorna el orden constitucional; se aca- 
ba la administración de justicia, desaparece hasta la poli- 
cía, pero asegurándose que esto no es conflicto armado se 
le niega al Estado el auxilio y este agoniza en la anarquía. 
¿Puede caber en la letra, en el espíritu de algunas iastitu^ 
ciones políticas, que la guerra, la anarquía vivan á la som* 
bra de la ley; que las armas de la rej^úbUcoi ig^\\x^\N.T\^ij;s^^sx 
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en descanso, porque la ley prohiba descargarlas contra los 
autores del desorden! El partido conservador ha tomado 
yB. nota de que los escándalos de Jalisco viven aun, porque 
la ley no autoriza á repnmirlos, y censura y se burla de 
nuestras instituciones! Mi conciencia de republicano me 
obliga á protestar contra esas censuras: el dia que el deber 
^constitucional se cumpla, quedará acreditado que la ley fe- 
deral está muy lejos de consentir esos escándalos. 

Pero hay mas aún: la constitución no permite que que- 
de á la calificación del poder federal el cuniplir ó no ese 
deber, porque esto sería el medio indudable, cierto para so- 
juzgar á todos los Estados; así el poder federal conspiraría 
sobre seguro contra la soberanía de estos, pro tejiendo ^ó no 
á un Estado, según que la política federal lo creyere con- 
veniente: estos soberanos estarían muy luego obligados á 
mendigar, para poder vivir, los favores de la federación. La 
protección aquí significaría el triunfo de una candidatura", 
la no protecci(m allá sería la persecución de un enemigo... 
¿Y puede afirmarse que la constitución sea tan absurda que 
permita que los principios, que el interés de los Estados, 
que la esencia del pacto federal, queden así subordinados 
á las inspiraciones transitorias de las conveniencias polí- 
ticas? Me contento con apuntar estas superficiales indi- 
caciones que los Estados sabrán apreciar! 

Deseo robustecer mis demostraciones hasta donde mis 
fuerzas alcancen, y quiero exponer nuevos argumentos. 
He afirmado que no toca al ejecutivo federal calificar si 
eumple ó no el deber de protejer á los Estados en caso de 
sublevación ó trastorno interior, y he citado la letra y el 
espíritu del art. 113 de la constitución, que así lo de- 
muestran; pero hay otro texto constitucional que puede 
en esta cuestión invocarse con provecho. La fracción 
JCSIII del art. 85 de la conatltufiion dice así: Es obl^a- 
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eion del presidente: ''facilitar al poder judicial los auxilio» 
que necesite para el ejercicio espedilo de sus funciones.^ 
Ahora bien, ¿habrá quien sostenga que esa obligación, ese 
deber del presidente puede dejar de cumplirse cuando este 
así lo crea conveniente? ¿Podrá el presidente negar ta- 
les auxilios cuando le parezca que no debe ejecutarse una 
sentencia que él juzgue inicua, anticonstitucional, j para 
no hacerse cómplice de tal iniquidad? ¿Será lícito al go- 
bierno ejercer esa especie de previa censura de las ejecu- 
torias, para decidir cuando auxilia y cuando no auxilia al 
poder judicial' 

Seria tan absurdo todo eso, como lo es sujetar el cumpli- 
miento del deber á la calificación del obligado, como lo es 
destruir de un golpe la independencia del poder judicial, 
como lo es dar al ejecutivo la dictadura sobre los tribuna- 
les!..- 

Pues bien; las mismas razones que contra tan monstruo- 
so absurdo protestan; las mismas, digo mal, mayores, mas 
apremiantes, militan para no entender el art. 116, en el 
sentido de que el ejecutivo califique cuando cumple ó no 
el deber de protejer á los Estados. En el caso del art. 85 
se trata solo de un poder independiente: en el del 116 se tra- 
ta de un poder independiente y soberano. Y si absurdo es, 
como lo hemos visto, revisar los actos del poder judicial, 
independiente, para calificar si se le auxilia ó no, ¿qué 
nombre merecerá la pretensión de hacer igual calificación 
de las decisiones de un Estado independiente y soberano^ par^ 
el efecto de resolver si se le proteje ó no? 

T nótese bien esto: no dando el ejecutivo el auxilio que 
le pide el poder judicial para ejecutar una sentencia, él se 
eonvierte por la fuerza misma de las cosas, en el mejor pa- 
trono del litigante condenado, y que resiste una ejecuto- 
ría; y noprote/iendo el gobierno ét\a\egiA^\.\w^^Y^x\^^ 



92 

razón, se convierte en el sostenedor mas ó menos directo 

de la facción que se subleva en el Estado Ninguna 

protesta de neutralidad alcanza á negar el apoyo que da á 
una facción, quien pudiendo y debiendo batirla, tolera, per- 
mite y consiente que ella viva! 

La razón pura persuade, en mi concepto, de que el artí- 
culo 1 16 no se puede entender en el sentido de que el de- 
her de que él habla, sea un deber voluntario^ permítaseme 
ese neologismo: la letra y el espíritu de esa ley, se rebelan 
contra tal sentido. Pero demostraciones de otro género, 
las de la razón expresada por autoridades irrecusables, vie- 
nen á corroborar ese concepto. 

Proponía yo al principio la cuestión en estos términos: 
¿Es de la competencia del poder federal calificar si existe 
en el Estado la sublevación ó trastorno interior que haga 
necesaria su protección? Voy á decir todavía algo mas 
sobre ella. 

El Sr. diputado Velasco no acepta mis concluciones, si- 
no" que llega á las directamente contrarias; sin embargo de 
eso, ha citado con aprecio la autoridad ''de uno de los mas 
célebres estadistas americanos;" autoridad que yo acepto 
con respeto; la de Mr. Calhoun: que esa autoridad de ver- 
dad respetable resuelva la cuestión: hé aquí sus palabras 
literalmente copiadas de la misma traducción que el Sr. 
Velasco ha hecho: "La constitución prevé expresamente 
que se concederá la protección á solicitud de la legislatura ó 
del ejecutivo^ si aquella no estuviere reunida. HQu^b mane- 
ra QUE EL GOBIERNO DEL ESTADO Y NO EL FEDERAL, ES EL 
QUE DEBE JUZGAR SI HAY Ó NO VIOLENCIA INTERIOR, Y TAM- 
BIÉN SOBRE LA NECESIDAD DE PEDIR PROTECCION''®ll • 

"En nuestro sistema complexo, los objetos del gobierno 

están divididos entre el federal y el de los Estados, Aquel 

0stá encargado de atender á los objetos de interés general: 
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los demás se reasumen en los de los Estados 1i®^á myo gú^ 
'hiemo por lo mismo, corresponde exclusivamente la aprecia" 
don di lo que puede hacerlo peligrar, y las medidas convenien^ 
Us que deban adoptarse para protejerlo; y de conformidad con 
esiOj la protección en caso de trastorno interior debe otorgarse á 
solicitud del gobiemojdel Estador&iü^ ^ Si esta autoridad ha 
de resolver la cuestión, ¿se puede seguir disputando sobre 
ella? 

Las palabras que de Mr. Calhoun dejo copiadas, son un 
claro comentario de nuestro art. 116. No se debe permi- 
tir al poder federal calificar si hay ó no sublevación 6 tras- 
torno interior, y si es ó no necesaria la protección, porque 
esta calificación versa sobre hechos que caen bajo el régi- 
men interior del Estado; porque el poder federal no pue- 
de resolver sino cuestiones de interés general, y no es de 
esa clase la de apreciar la situación política del Estado; 
porque deja de ser soberano quien pide y no se le otorga 
sin previa revisión y aprobación de sus actos; porque la 
constitución no otorga al poder federal la facultad expresa 
de hacer semejantes apreciaciones. 

La última cuestión que aquí me propuse examinar, es- 
tá ya con lo dicho resuelta. ¿Es lícito al gobierno abste- 
nerse de obrar, de conceder su protección? Esa absten- 
ción déla falta del cumplimiento de un deber necesario, es 
la tolerancia del desorden en un Estado, si no se puede de- 
cir siempre, que sea su protección: esa abstención prolon- 
ga la anarquía, la guerra civil, cuando con una sola pala- 
bra el orden se puede restablecer. La constitución no to- 
lera que en la República que ella organizó, el desorden, la 
anarquía, la guerra, pudieran vivir en paz, bajo su egida.... 

Cuando con sincero pesar he tenido que apartarme do 



1 Artículo publicado en el nüm. 190 del ''Siglo," del dia 9 de 
Julio. 
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algunas de las opiniones del Sr. Velnsco, llevándome mi 
deber hasta el extremo de impugnarlas, siento positivo 
placer en suscribir á todas sus demostraciones contra lo 
que llama "política de abstención." Esa política, dice es- 
te señor, se limita á conservar el orden. jPero cómo lo 

conserva? El gefe militar, encargado de hacerlo, ¿á 

quién debe sostener, á quién combatir de los contendien- 
tes? j^ Acaso por conservar el orden, se entiende soste- 
ner al poder de hecho, aunque sea el usurpador, y comba- 
tir al legal porque no es el de hecho? Hago mias todas 
esas incontestables argumentaciones, y me permito añadir 
solo esta otra pregunta: ¿Acaso por conservar el orden se 
entiende presenciar, tolerar el desorden, ver y callar ante 
un usurpador que niega hasta la administración de justi- 
cia, que priva a todo un pueblo hasta de la policial . 

Yo no creo, como el Sr. Velaspo, que en nuestras insti- 
tuciones haya un vacío, que sea preciso llenar con una ley 
reglamentaria, para que lo que en Jalisco pasa no se re- 
pita en ningún otro Estado. Juzgo que el art. 116 de la 
constitución es esplícito, completo y terminante en sus 
preceptos: ninguna ley seria mas clara que éL 

En los Estados-Unidos no existe propiamente ley orgá- 
nica de la sección IV, art. 4^ de la constitución: la ley de 
28 de Febrero de 1 795 no merece ese nombre: ella no es 
mas que la autorización concedida al ejecutivo para dis- 
poner de la milicia en el caso de que un Kstado pida la 
protección federal. El Sr. Velasco en sus artículos ha pro- 
bado muy bien cual era la exijencia constitucional que hi- 
zo necesaria esa ley, exijencia que entre nosotros no exis- 
te. En los Estados-Unidos no hay una ley que declare 
que el deher del ejecutivo de protejer a los Estados, es de 
verdad un deber y no una gracia que se concede ó niega 
según las simpatías dtil presidente; que declare que no to- 
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ca á él calificar si hnj trastorno interior, si la protección 
es necesaria, etc., etc.; j sin embargo, la claridad del tex- 
to constitucional, su razón, el espíritu de las instituciones 
han bastado para que todos aquellos hombres de Estado, 
tribunales, publicistas, entiendan la ley en su obvio senti- 
do, y no desconozcan la soberanía de los Estados, á titulo 
de insuficiencia, de oscuridad de un texto. 

Y si el nuestro es aún mas claro que el americano, ¿se 
necesitará una ley orgánica que si no repite literalmente 
sus palabras, puede con grande facilidad adulterar su sen- 
tidol Y la falta de ley orgánica puede ser motivo para 
BO observar la constitución? No tenemos hoy sino tres 
leyes orgánicas^ y si esto fuera razón para ver en la cons- 
titución un texto muerto, era preciso concluir que México- 
no tiene mas ley que la voluntad de sus gobernantes! 

Lo que el pueblo americano ha hecho sin guia, sin pre- 
cedente alguno, ¿no será posible en México? ¿No llega- 
remos aquí á conseguir que la soberanía nacional gire en 
sa propia órbita, sin invadir la de la soberanía local, cuan- 
do ya vemos cómo la vecina república ha sabido resolver 
el problema de que una soberanía viva dentro de otra, sin 
colisión ni choque mutuos? ¿Hasta cuándo México dejará 
de ser la metrópoli? ¿Hasta cuándo los Estados no serán 
provincias? 
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XIV. 



¿Qué debe entenderse por "sublevación ó trastorno in- 
terior" en el sentido del art. 116 de la constitución? No 
puedo dispensarme de abordar esta nueva cuestión. 

Una vez adoptado el principio que en el anterior artícu- 
lo he procurado demostrar, á saber: que "no es el poder fe^ 
derál^ sino el del Miado ^ el que debe juzgar si hay ó no súbU- 
nación ó trastorno interior^ y también sobre la necesidad de pe-^ 
dir protección^' principio enseñado por Mr. Calhoun, prac- 
ticado en la vecina república, apoyado en la razón y 
fuertemente sostenido por el texto constitucional, por el 
espíritu de las instituciones; la importancia práctica de 
esa cuestión desaparece, porque no debiendo nunca la fe- 
deración ser juez de este negocio concerniente al régimen inr 
terior del Estado^ nunca es lícito á ella so pretexto de las 
calificaciones que quiera hacer, negar el auxilio que se le 
pida; pero como oficialmente se ha interpretado aquel ar- 
tículo 116, no solo en el sentido de que el poder federal 
puede hacer estas calificaciones, sino en el de que "suble- 
vación ó trastorno interior'' significa solo "conflicto de 
fuerza armad*!," necesario me es detenerme aún analizan- 
do esta materia. 

Por "sublevación 6 trastorno interior" entiendo yo aquel 
conjunto de hechos mas ó menos graves que importan la 
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rebelión contra la ley, contra las autoridades constituidaS| 
el desobedecimiento de estas, la usurpación del poder pú- 
blico, la interrupción del orden constitucional; todos aque- 
llos bechos que perturban la paz pública, y la perturban 
tan bondamente, que la autoridad del Estado no puede . 
con sus recursos, con sus fuerzas restablecerla. Cuando tal 
trastorno existe en un Estado, cuando á juicio de la legis- 
latura, ó de su gobernador si ella no estuviere reunida ,no 
puede el desorden público reprimirse con solo los elemen- 
tos locales, el artículo constitucional tiene su mas cabal 
aplicación, la protección federal es necesaria é inexcusable. 
La insurrección de la fuerza armada, lo mismo que eljt^ro- 
ñunciamiento de un gobernador, producen ese trastorno: una 
fiiccion que se apodera del poder público, ó resiste á las 
autoridades por medios violentos; un gobernador que dé 
un golpe de Estado y desprecie la ley y el poder legisla* 
tivo; una invasión de salvajes en el territorio del Estado; 
un levantamiento de jornaleros pidiendo tumultuosamen- 
te la alza de sus jornales, etc., etc.; todo eso causa ^'una 
sublevación 6 trastorno interior," y cuando el Estado re- 
presentado por su legislatura ju:sga que no puede dominar 
eldesórden y pide el auxilio, nunca, jamas al poder fede- 
ral es permitido negarlo. 

Para que el trastorno exista, no es indispensable que ha« 
ya conflicto de fuerza armada^ no es preciso que haya dos 
ejércitos, uno al frente del otro, próximos á librar una ba- 
talla. Cuando toda la fuerza mmada de un Estado se pro^ 
mmcia contra las autoridades, aunque no haya quien con- 
tra ella queme un cartucho, aunque ni un solo fusil esté 
del lado del poder legitimo, no hay conflicto de fuerza ar- 
mada^ y sin embargo existe la sublevación: cuando la perfi- 
dia de un golpe de Estado se consuma con el aplauso de 
todos loB aó\daáÓ8f el trastorno tnierior ^3A&\fó ^ TtfiV^^ ^^''^ 
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flido de fuerza armada. No es preciso que la ley ultrajada 
por un atentado; que la autoridad, víctima de un delito 
público, tengan muchos ó pocos soldados que defiendan 
sus fueros, sus títulos, para que tengan derecho á la pro- 
tección federal: no es preciso que haya combatientes, eon- 
flicto de fuerza armada^ para que "la sublevación ó trastor- 
no existan." (Juando todas las armas se ponen del lado de 
la usurpación, y no queda mas que la ley de parte de la 
autoridad, ¿podrá sostenerse que hay conflicto de fuerza ar- 
mada? ¿Y podrá decirse que no hay "trastorno interior?" 
En un Estado, los trastomadores del orden son tan feli- 
ces, tan audaces, que no solo seducen á toda la fuerza pú- 
blica, sino que aprisionan á las autoridades legítimas. Ahí 
no hay conflicto de fuerza armada^ porque tal conflicto solo 
existe cuando la fuerza en dos campos se divide. Habida 
quien niegue que hubo "trastorno interior" en San Luis 
Potosí en fines del año pasado? ¿Habrá quien crea que la 
protección que se dio á su legislatura aprisionada fué an- 
ti-consti tucional? 

En otro Estado se da con impunidad un golpe de Esta- 
do, porque la legislatura no tiene tropas: ¿de que no haya 
quien dispare un tiro contra el usurpador, se sigue que el 
golpe de Estado no sea una sublevación ó trastorno inte- 
rior? 

Sujetar á eventualidades tan accidentales, como el que 
la autoridad tenga ó no soldados que oponer a quien con- 
tra la ley se rebela, el principio constitucional de la pro- 
tección federal, me parece por completo insostenible; y 
negar esa protección, (que se concede cuandp á la autori- 
dad han quedado algunas tropas que combatan á los re- 
beldes) en el caso de que todos los soldados se hayan pa- 
sado á las filas de la usurpación, y esto solo porque ea 
un caso hay conflicto de fuerza armada y en ol otro no, es 



9d 

en mi sentir, un contrapríncipio tan monstruosa, que no 
puede caber en el texto de ley alguna racional. 

Bien, pues, puede haber "sublevaciones y trastornos in- 
teriores" sin confiicto de fuerza armada^ y en los que la pro- 
tección federal es inevitable. Para que el precepto cons- 
titucional tenga aplicación, basta que alguien se revele 
contra la autoridad, contra la ley. La insurrección, ya se 
llame pronunciamiento, asonada, tumulto, usurpación del 
poder, resistencia á la autoridad, etc. etc., constituye el 
"trastorno interior," y en todos esos casos la protección fe- 
deral sé debe dar, cuando el Estado la pida, porque juzgue 
que con sus propios recursos no puede sujetar al orden á 
los insurrectos. Y que sea particular, 6 gefe militar, ó fun* 
Clonarlo público el que trastorno causa, y que tenga ó no 
soldados la autoridad legitima para restablecer el imperio 
de la ley, nada de eso cambia la naturaleza del caso, ni al- 
tera la obligación de conceder la protección. 

£1 mismo texto constitucional apoya estas conclusio- 
nes: él habla de "sublevación 6 trastorno interior:" esas 
palabras de seguro no son sinónimas en ese texto: nada au- 
toriza á acusar de redundante esa redacción, y sí se debe 
creer que la ley quiso que no solo en caso de sublevación^ 
«no en el de trastorno interior, su precepto tuviera lugar. 
Reprimir la sublevación hechu con armas^ no habria bastado 
para asegurar la paz de los Estados: podria esta peligrar 
Con una conspiración en que la autoridad, la tropa mism^ 
tomara parte: podria un golpe de Estado acabar coíi las 
instituciones locales; podria la mitad de los pueblos de un 
Estado desobedecer á las autoridades, etc. etc.: á todo esto 
llamó la constitución "trastorno interior." Si ella hubiera 
usado solo de la palabra "sublevación," razón habria para 
sostener que ella no quiso ocuparse sino del conflicto de fuer- 

ta armada; pero añadiendo luego ' ó írasíorno iutmorV ^"^ 
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claro que previo que en todos los casos en que con armas ó 
sin ellas, se trastornase el régimen interior del Estado á 
juicio de la legislatura, la protección federal se diese para 
restablecer el orden. 

Permítaseme una reflexión que es siquiera oportuna. El 
Sr. G. Cuervo y sus defensores sostienen con tenacidad que 
en Jalisco no hay trastorno interior: si recordara aquel se- 
ñor su decreto de 13 de Junio, no diria lo que hoy le convie- 
ne decir: en ese decreto se llama '^verdadero trastorno públi- 
co/^ la próroga del período de sesiones, el veredicto, etc. etc;, 
y fundado en el artículo constitucional que habla de tal 
trastorno, reasumió las facultades extraordinarias. ¿No 
es una cosa inexplicable que haya trastorno para hacerse, 
usurpador, y que no lo haya para que tenga lugar la pro- 
tección federal? ¿No es verdaderamente incalificable el 
hecho de que el promovedor del trastorno, se aproveche 
de él para tener facultades extraordinarias, y á la autori- 
dad legítima se le niegue que ese trastorno exista? Có- 
mo entenderá el Sr. G. Cuervo la constitución? Creerá 

que ella es la regla de sus conveniencias? Pero vuelvo 

i, los puntos de que estaba hablando. 

He dicho en otro lugar, que el texto de nuestra consti* 
tucion es mas claro, completo y terminante que el de la 
americana: este, dice así literalmente: "The United Sta- 
tes shall protect each of them on application of 

the legisla ture against domediic violenceJ^ Mientras es- 
ta ley habla solo de violencia doméstica, la nuestra dice: 
'^sublevación ó trastorno interior." Y aunque entre lo« 
americanos era mas fácil que entre nosotros, sostener se- 
gún su texto que esa violencia debia ser armada^ que debía 
significar conflicto de fuerza armada] ellos, lejos de haberlo 
entendido así, lo han interpretado en el sentido que yo 
doy i nuestro texto. Hé aquí la explicación que uno de 
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Io8 publicistas americanos hace de aquellas palabras: "El 
precepto constitucional reconoce el derecho del gobierno 
áe cada Estado para ser protegido contra la violencia do- 
méstica, en cuya expresión se comprende B^»toda espe- 
cie de fuerza, usada contra ese gobiemo,*^^ exceptuan- 
do solamente la voluntad del pueblo, de cambiar de gobier- 
no, expresada en la manera que la constitución determi- 
na." ' Y entre los medios ilícitos que esa violencia cons- 
tituyen, ese autor no solo cuenta las armas, sino la fuerza, 
el tumulto, el desconocimiento de la autoridad legítima: 
^^K) change shall be made, dice textualmente, by forcé, by 
public conmotion, or by setting aside the authority of 
esdsting goverment.'' 

£1 conflicto de fuerza armada está reputado /M>r los anu' 
rieanos^ es cierto, como uno de los casos de violencia do- 
méstica; pero ninguno de los publicistas que yo conozco, 
flostiene, ni creo que nadie puede sostener, que un golpe 
de Estado que desconoce la autoridad legítima y trastorna 
toda la administración pública, no sea también otro caso 
de violencia doméstica. 

Podría citar algunas doctrinas en apoyo de estas verda- 
des, pero creo que bastará una sola autoridad, que aunque 
refutabilísima en el pueblo vecino, yo no pretendo que se 
la orea bajo su sola palabra, sino que se la juzgue en sus 
lazonamientos. Óigase la explicación que hace Madison 
del texto constitucional; véase en toda su brillantez la filo- 
flofía de ese precepto, y dígase después si es posible defen- 
der la interpretación que he estado impugnando. Así ha- 
bla aquel puUicista: 



1 Curtís. Hiitory rf the Constítut of U. S. Chap. XYI^ voU II. 
píg.472. 
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"La protección contra la violencia doméstica se decre- 
tó con iguales buenas razones 

"A primera vista parece no ser conforme con las teorÍ£U9 
republicanas suponer que una mayoría no tenga el derecho 
ó que una minoría tenga la fuerza para derrocar al gobier- 
no, y en consecuencia se puede creer que la intervención 
federal nunca puede ser requerida, sino cuando fuera in- 
conveniente. Pero las teorías en este caso como en otros 
muchos deben modificarse por las lecciones de la esperien- 
cia. ¿Por qué no podrían formarse ilícitas combinaciones con 
el fin de hacer violencia tanto por la mayoría de un Estado, 
especialmente cuando es pequeño, como por la mayoría de 
un distrito de ese mismo Estado? Y si la autoridad de es- 
te tiene en ese caso el deber de protejer al magistrado local, 
¿no deberá la federal tener el de auxiliar al Estado? Ade- 
mas^ hay ciertos preceptos en las constituciones de los Estados 
que están de tal modo ligados con los de la constitución federal^ 
que aquellos no pueden sufrir un golpe^ sin que trascienda á es- 
tos. Deben reprimirse prontamente las insurrecciones en 
los Estados con la intervención federal, á menos que los 
recursos de los Estados basten para ello. Siempre sera ma- 
cho mejor que la violencia en tales casos se reprima por 
el poder federal, que el dyar que la mayoría sostenga su can- 
ea por las armas en una lucha sangrienta. La existencia 
áe un derecho del que se puede usar (el de pedir protec- 
cioTk) prevendrá en lo general la necesidad de ejercerlo J^ *" 

¡Cuánta claridad para manifestar la filosofía de una ley 
sabiat Lejos de que solo el conflicto de fuerza armada motive 
la protección federal, esta se debe prestar aun cuando solo 
existan ilícitas combinaciones para derrocar al gobierno^ siem- 
pre que este así lo tema y no bastando sus recursos para 

1 The Federallst. náoi. 43. pfig. 343, edic. o£ Philad. 18C& 
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conjurar el mal, pida esa protección. Lejos de que sea nece- 
sario que se queme la pólvora, que corra la sangre, para 
que el poder federal obsequie la petición del Estado, la pro- 
tección se debe dar para prevenir esos males. Lejos de que 
se vea con indiferencia que se rompa una constitución lo- 
cal, que se dé un golpe de Estado y que todo esto trascien- 
da k\s, constitución federal, se deben reprimir pronto por 
el gobierno de la Union esos atentados, para que ellos no 
ee repitan en otros Rstados, para que no pongan en peli- 
gro á la república. 

El texto del art. 116 de la constitución no habla de con* 
flicto defv^rza armada: después que Madison nos ha dicho 
cual es el espíritu de la ley, después que la razón aprueba 
de la manera mas plena esa interpretación, que previene 
la lucha sangrienta^ en lugar de buscar rebeldes armados á 
quienes combatir, ¿se podrá sostener en el campo de la dis- 
cusión racional que el espíritu de aquel artículo es que *7a 
sublevación ó trastorno interior*^ no debe significar sino ^^con- 
flicto de fuerza armadaV^ Que el que sea imparcial res- 
ponda. 



XV. 



Se habla del '^conflicto de los poderes locales en un Es- 
tado" y se dice que el artículo constitucional no puede eñ 
tales casos aplicarse, porque él previene que la protección 
se dé á un Estado^ y no á una de sus autoridades contra la 
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está expresada puede aceptarse 

Conflictos de poderes locales habrá sin duda alguna que 
no importen el trastorno del régimen interior del Estado. 
Dqs alcaldes; dos prefectos se ponen en choque: un tribu- 
nal se resiste á aplicar una ley del congreso por cualquier 
motivo: la legislatura y el gobernador entran en cuestipn 
sobre la inteligencia de una ley, pero todo esto se hace sin 
conmoción, sin tumulto: la paz no se perturba, el Esta- 
do no interrumpe su marcha constitucional. ¿A quíeyti pue- 
de ocurrir llamar á esos conflictos, "trastorno interiqr," en 
el sentido del art. 116 de la constitucipnl 

Un alcalde desobedece á su superior: un prefecto hace 
armas contra el gobernador: este cpnjipira contra la iegi3- 
latura; pero la causa de la legalidad está sostenida por la 
fuerza pública, esta somete al ór^en á la a.utpridad culpa- 
ble y la entrega á sus jueces. j^Quién podría decir que son 
estos los casos de la protección federal conforme á aquel 
articulo? 

Pero un prefecto se rebela contra un gobernador y ae- 
duce á las tropas del Estado: ün tribunal de justicia cons- 
pira y pone en obra combinaciones ilícitas para derrocar al 
gobierno: un gobernador desconoce ó disuelve á su legisla- 
tura y apoyado en los soldados se alza con el poder; y en 
todos estos casos el régimen constitucional interior se tras- 
torna y el Estado no puede restablecer el imperio de la ley. 
j^Se podrá negar que estos conflictos sean '*el trastorno inte- 
rior'^ de que habla el texto legal? 

No todo conflicto de poderes locales importa un tras- 
torno interior, cierto; pero hay algunos que caen por com- 
pleto bajo el dominio i4el art. 116. 

Las teorías que he expuesto en mis anterioras artículos, 
aclaran esta materia hasta el extremo de hacer innecesa- 
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rio decir mas sobre ella. Toca al Estado representado por 
8u legislatura, 6 si no estuviere reunida, por su goberna- 
dor, apreciar euando uno de esos conflictos es de tal modo 
trascendental, cuando la desobediencia, la insurrección de 
una autoridad amenaza de un modo tan serio á la paz del 
üstado, que él con sus propios elementos no pueda resta- 
blecer el orden: toca á ese Estado, señor soberano en su ré- 
gimen interior, resolver esa cuestión y pedir cuando lo 
crea conveniente la protección federal. Esta conclusión, 
que .antes he dejado afirmada, hace inútil seguir exami- 
nando cuándo el conflicto de poderes locales es un trastor- 
no interior y cuándo no lo es. 

Los que opinan que el art. 116 nunca, jamas puede apli- 
carse á esos conflictos, los que creen que es prerogativa del 
poder federal calificar cuándo hay ó no trastorno interior, 
caen sin saberlo en un sofisma que no se puede defender. 
Suponen que entre dos autoridades en conflicto, las dos son 
realmente autoridades; dan por prohado lo que se disputa. 
El gefe político rebelde es destituido por el gobernador, se« 
gun las ley^s del Estado: el gobernador insurrecto es sus- 
pendido en sus funciones por la legislatura, también según 
las ley^s del Estado; pero gefe político y gobernador ase- 
guran que esa destitución, esa suspensión es inicua. ¿Son 
tales autoridades esos funcionarios suspensos? ¿Hay de 
verdad conflicto de poderes? 

Solo la ley del Estado, aplicada exclusivamente por el 
magistrado del Estado, determina quién en él es autoridad 
y quien deja de serlo: qué requisitos son precisos para 
ejercer las funciones, que circunstancias hacen perder el 
carácter de un empicado, de un funcionario. Pues bien: 
el Estado por medio de sus autoridades que aplican sus le- 
yes, declara que tal gefe político, que tal gobernador no 
conservan ya ese carácter, que no bou autoridades^ (\iie tva 
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son poderes. ¿En qué texto constitucional puede la fede- 
ración apoyarse para llamar autoridad al que según la ley 
del Estado ya no lo es7 ¿En donde está la facultad expresa 
concedida al poder federal para erijirse en juez de los jue- 
ces del Estado y calificar de nula y atentatoria la resolu- 
ción de estos, que destituye á un funcionario público? ¿De 
donde le viene el derecho de llamar ^^poder" al individuo 
que está en guerra con la autoridad? Titular ^'conñicto de 
poderes locales" á la rebelión de un ex-func¡onario contra 
la ley, es cosa que la razón no consiente, que la constitu- 
ción no permite: considerar como gobernador al reo que la 
única autoridad competente, la legislatura, ha quitado tal 
carácter, es despreciar profundamente la soberanía de un 
Estado. 

Está hoy de moda, permítaseme la frase, deprimir al po- 
der legislativo depositado en una sola cámara: se habla de 

su irresponsabilidad, de sus desaciertos, de su tiranía 

Se trata así de acreditar la necesidad del senado. Sin 
creer yo que esta gravísima reforma constitucional deba 
hacerse hoy, sino cuando la práctica demuestre que el equi- 
librio que los constituyentes quisieron establecer entre los 
poderes públicos, no produce el efecto que ellos se prome- 
tieron, concedo que el senado sea todo lo que sus defenso- 
res dicen. Los argumentos que hoy se expenden contra el 
poder legislativo ¿no tendrán caso cuando haya senadol 
¿Este hará responsables, sabios, infalibles, á los legislado- 
res? ¿Habiendo senado, ya no serán posibles los "con- 
flictos de poderes", ya no habrá gobernadores que den gol- 
pes de Estado, que resistan un veredicto, que se alzen con 
el poder? Ojalá lo creyera yo; seria el primero que diera 
mi voto en pro del senado! 

Pero es lo cierto que hoy no lo hay: predicar la insur- 
rección contra las legislaturas, porque son irresponsables, 
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despóticas, falibles, ¿no es desacreditar nuestras institucio- 
nes, no es hacer imposible la consolidación de la paz7 Hoy 
la constitución manda que cuando una legislatura pida au- 
xilio al poder federal, se lo dé; pero so pretexto de que ella 
ha sido despótica se le niega. ¿No se podrá decir lo mis- 
mo cuando haya senado, si es que lo ha de haber? ¿Y qué 
queda entonces de constitución, de régimen representati- 
vo, si hemos de presumir que un hombre acierta (el eje- 
cutivo) y que muchos yerran, (la legislatura)? 

Tratar la cuestión del senado en este lugar seria por 
completo inconducente: para responder a la ultima obje- 
ción de los que en el caso de conflicto de poderes locales^ 
creen que no se debe siempre auxiliar á la& legislaturas, 
porque éstas pueden abusar del poder, solo repetiré que en 
la imperfección de las instituciones humanas, es mejor sis- 
tema de gobierno el que supone que el acierto está mejor 
en el consejo de muchos, que en las determinaciones de 
uno solo: solo repetiré que la ley manda que la legislatu- 
ra legisle y el gobernador obedezca: que la ley manda que 
la legislatura pida el auxilio y el poder federal lo conceda^ 
y por esto he sostenido que el gobernador no puede dar 
golpe de Estado con ningún pretexto, que al presidente 
de la república no es lícito juzgar de los actos de la legis^ 
latura y negarle el auxilio. He creido, y he procurado 
demostrarlo, que en todo esto hay un ataque de fatales 
trascendencias al régimen representativo, una violación de 
la ley constitucional vigente. 
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XVI. 



Para probar que en los Estados-Unidos el presidente de 
la república es quien resuelve la cuestión de legalidad en el 
caso de conflicto de poderes locales, el señor Velasco ha 
citado una decisión de la suprema corte de justicia de esa 
república, decisión verdaderamente notable y que es uno 
d« tantos testimonios de la sabiduría de sus instituciones, 
Pero si semejante decisión probara lo que el señor Velasco 
quiere, razón habría para preguntarnos sorprendidos: ¿có- 
mo en los Estados-Unidos, en donde tanto respeto se tie- 
ne á la soberanía de los Estados, en donde su derecho cons- 
titucional no permite al poder federal intervenir en el ré- 
gimen interior de estos, en donde se profesan sin contra- 
dicción las doctrinas que acabo de exponer, cómo ahí la 
enprema corte pudo haber resuelto que toca al presidente 
resolver la cuestión de legitimidad local? Para hacer ver que 
no existe esa contradicción que á primera vista aparece 
entre ese tribunal y los publicistas que yo he citado; para 
demostrar que aquella decisión no combate, sino que afir- 
ma estas doctrinas; para satisfacer ciertas réplicas que se 
pueden hacer, debo encargarme especialmente de este 
punto. 

La sección 4^ del artículo 4^ de la constitución ameri- 
^ana no previo él caso de que en un Estado hubiera dos 



legislaturas que simultáneamente pidiesen protección, la 
una contra la otra. La solución de semejante dificultad en 
vano se busca en el texto constitucional. Creyendo los es- 
tadistas americanos, según lo hemos visto, que cuando una 
legislatura pide auxilio, no toca al poder federal sino al 
del Estado calificar si es ó no necesario, cuando en 1843 
apareció en el Estado de Rhode-Island ese conflicto de 
dos legislaturas, de dos poderes que se disputaban la legi- 
timidad, la solución de tal difi..uUad parecía imposible. 
¿Se dá la protección á dos legislaturas enemigas que la pi- 
den? Esto conducirían al absurdo de mandar que las fuer- 
zas federales formaran en batalla unas frente á las otras, 
para aniquilarse. ¿Se niega á ambas legislaturas la proteo- 
cion7 Esto no solo violaría el precepto constitucional que 
manda otorgarla, sino lo que es peor aún, consagraría la 
necesidad de la guerra civil, de la anarquía en una parte 
del territorio nacional, sin que nadie pudiera evitarlo: esto 
acusaría de insuficiencia á las instituciones, las desacredi- 
taría por completo. ¿Qué hacer en este caso imprevisto 
por la constitucionl ¿Re.-p jtar la soberanía hasta tolerar 
la anarquía? ¿Restablecer el orden eliminando á los dos 
contendientes, dando el poder á una entidad extraña, de- 
cretando el estado de sitio, como aquí diríamos? 

Las instituciones americanas han huido con igual tino 
dé ambos fatales extremos. En el silencio de la ley cons- 
titucional, en su profundo respeto por la soberanía de los 
Estados, han ido á buscar la solución de tal dificultad al 
derecho internacional, el único que es aplicable á Estadas 
sober(mos. La decisión de la suprema corte de los Estados- 
Unidos, en el caso de Luther contra Borden, es la exposi- 
ción verdaderamente filosófica de la teoría que aquella 
cuestión resuelve. Así como el presidente de los Estados- 
Unidos tiene la &cultad| inherente al geíe de toda 1& niok- 
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cíon, de reconocer en un país extrangero al gobierno qae 
crea conveniente, cuando hay dos entidades que se dispu- 
tan el poder; asf, y con mayor razón aún, puede determi- 
nar quién de dos legisl ituras, que en un Estado existen y 
que le piden protección, es la que constituye el gobierno 
de ese Estado, á fin de que hecho tal reconocimiento de 
un carácter internacional, si así es lícito llamarlo, pueda 
después entrar de lleno obrando el precepto constitucio- 
nal. Si las relaciones mercantiles y diplomáticas de los 
Estados-Unidos, no pueden quedar en suspenso con Espa- 
ña, por ejemplo, porque en este país estalle la guerra ci- 
vil; si el gobierno americano no puede reconocer como go- 
bierno á los dos bandos españoles que se disputan el po- 
der; si los intereses americanos exijen de acuerdo con el 
derecho de gentes, que el presidente de la república reco- 
nozca siquiera al gobierno de hecho, esta exigencia es mas 
apremiante todavía cuando se trate del Estado de Rhode- 
Island, de Ohio, 6 de New- York. Los intereses naciona- 
les se resienten mas de los estragos de la guerra civil en 
un Estado, aunque ella se llame local, que de la falta de 
relaciones diplomáticas con un país extrangero; y si en es- 
te caso el reconocimiento del gobierno de hecho es necesa- 
rio, en aquel la determinación de quién sea la legislatura y 
quién no lo sea, es apremiante, para que tengan después 
cabida los recursos constitucionales (la protección federal) 
que ponen fin á la guerra civil, á la anarquía. 

Estas son las teorías, con tan grande lucidez como pre- 
cisión, expuestas por la suprema corte americana, en el 
caso de Luther contra Borden: "En el caso de naciones 
extrangeras, decia Mr. Taney en aquella ocasión, el go- 
bierno reconocido por el presidente, lo es siempre en los 
tribunales. Y este principio ha sido aplicado por la ley 



111 

del congreso á los Estados soberanos de la Union." * Y es* 
te principio, lejos de sancionar la doctrina que permite al 
poder federal ingerirse en las cuestiones interiores de los 
Estados, es la última palabra de respeto que se puede de- 
cir á su soberanía: ese principio trata como verdaderos so- 
beranos á los Estados. 

"El presidente debe dar el auxilio^ se dice en otro lugar, 
cuando lo pida la legislatura, ó el gobernador, si ella no es- 
tuviere reunida, y por tanto debe determinar qué cuerpo 
de personas constituye la legislatura, y quién es el gober- 
nador, antes que el pueda obrar J^ "He is to act upon the 
application of the legislature, or of the executive, and con- 
sequen tly he must determine what body of men cons ti tu- 
te the legislature, and who is the governor, before he can 
act" * Cuando hay dos cuerpos de personas que se llaman 
mutuamente legislatura, el presidente no puede obrar cons- 
titucionalmente, dando la protección: á esto debe preceder 
el reconocimiento de una legislatura, hecho según aquel 
principio, aplicado á Estados soberanos. ¿Se puede encon- 
trar teoría mas filosófica y constitucional que resuelva esa 
dificultad de la co-existencia de dos legislaturas en ün Es- 
tado? 

"La circunstancia de que ambos contendientes recla- 
men el derecho de ser pro tejidos, continúa diciendo Mr. 
Taney, no puede alterar la cuestión, porque ambos no pue- 
den tener ese derecho. Si existe, pues, un conflicto arma- 
do como el de que hablamos, es un caso de violencia do- 
méstica, y uno de los contendientes debe estar insurrecto 
contra el gobierno legal. El presidente debe necesariamen- 
te decidir quién es el gobierno y quién la facción subleva- 



1 Luther contra Borden. Howard's Reporta, rol. XIL ^4^. 44, 

2 Loe. cit. pág. 43. 
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da, ANTES QUE PUEDA CUMPLIR EL DEBER QUE LE IMPONE LA 

LEY DEL CONGRESO." "And the president must, of neces- 
sity, dicide which is the goverment, and which party is 
unlawfully arrayed against it, lefore he can perform the du^ 
ty imposed upon him by the act of congres." * Se ve 
por estas palabras que en el caso de Luther contra Bor- 
den, se ha considerado y resuelto la cuestión que surge del 
conflicto de dos legislaturas, de dos poderes de la misma 
clase y categoría, si me puedo expresar así, qué hace im- 
posible la protección federal, sin el previo reconocimiento 
de alguno de ellos por el presidente, en su carácter de ge- 
fe supremo de la república. 

En el derecho constitucional americano, esas teorías sdn 
ya una doctrina que la práctica ha sanciondido: los publi- 
cistas la profesan y la enseñan sin vacilación, * pero esa^ 
doctrina, como lo hemos visto, sirve solo para el caso ex- 
cepcional que la constitución no previo, de que en un Esta- 
do hubiere á la vez dos legislaturas. 

Durante la última guerra en los Estados-Unidos, se pre- 
sentaron todos los caso», y mas aún, que cita el Sr. Ve- 
lasco; * casos en que la adhe^^ion á la causa de la Union 
era la última razón para legitimar el poder local ejercido 
por quien hacia tal adhesión. Pero semejantes casos, ni 
pueden invocarse siquiera, cuando se trata de analizar una 
cuestión á la luz del derecho constitucional, porque, como' 
muy bien lo dice el mismo Sr. Velasco, **las decisiones del 
congreso americano en ese período, (el de la guerra) no 
deben admitirle sin un detenido examen, porque intenta- 
ba consumar una revolución «n las instituciones. " * 



1 Luther contra Borden. Howard's Reporte, vol. VII, pág. 43. 

2 Paschal-Annot. Const. núm. 235. 

3 Núm.195 del "Siglo." 
4 Núm. 197 del mismo. 
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Alguno de los publicistas americanos, celebi'ando el 
triunfo del Norte sobre el Sur, felicitándose de que las le- 
yes de reeonsirueciañ hubieran afirmado la Union, confiesa 
que ellas no estuvieron siempre ajustadas á la constitu- 
ción, y no quiere que se invoquen como precedente para 
lo futuro. Las exigencias de una guerra colosal, de una 
revolución esencialmente humanitaria, inspiraron esa po- 
lica hostil á los Estados confederados: para redimir en ellos 
al negro de la esclavitud, fué preciso cubrir con un veló 
á la constitución, que en los Estados esclavistas^ miraba 
siempre A Estados soberanos. El pueblo americano celebra 
que en pro de la humanidad s^ haya olvidado un dia su 
constitución; pero de la guerra, de la revolución^ no dedu* 
ce reglas de derecho constitucional. 

Volviendo al caso de Luther contra Borden, creo ya po- 
der afirmar que la decisión de la suprema corte de los £»- 
tados--Unidos en esa ocasión, se ocupó solo del caso en que 
en un Estado haya una dualidad de poderes que haga im- 
posible la protección federal, sin primero determinar quien 
de ellos es gobierno: esa decisión resolvió esta grave cues- 
tión en los términos que hemos visto y aplicando los prin* 
cipios que dejo indicados, j Se podrá deducir de esos prin- 
cipios, de esa decisión, que siempre y en todos casos toca al 
poder federal pronunciar su fallo sobre la legitimidad de 
las autoridades locales' ¿Se p drá tomar como modelo la 
conducta seguida por el congreso americano durante la guer- 
ra, quien seguia la máxima de que era gobierno local quien 
á la república con venia, según las exigencias de la revolu- 
ción? ¿Se podrá aplicar aquella decisión al caso en que un 
conflicto nace entre una legislatura y un ex-gobernador, á 
quien ella depuso? ¿Permite siquiera la constitución (me- 
xicana y americana) pro tejer gobernadox^^ \íOTl\x^ \^^^- 
hturaB? ¿El caso de Rhode-Islaud ea \gatí\ «\ ^^ ^^\^^^.- 
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Si hoy en México se hiciera con Jalisco la que se hizo en 
los Estados-Unidos en 1849 con Rhode-Island, se violaría 
por completo la ley constitucional, se ultrajaría la sobera- 
nía de un Estado, cuando entonces tanto se respetó esa ley, 
esa soberanía. En Rhode-Island habia un doble gobierno 
local, y era preciso determinar quién era la legislatura pa- 
ra protejerla: en Jalisco no hay mas que una legislatura á 
quien se debe protejer^ contra un usurpador del poder públi- 
co, contra un gobernador^ consiento en llamarlo así, á 
quien nunca, jamas puede protejerse contra la legislatura! 
En los Estados-Unidos, pueblo celosísimo de sus liber- 
tades, de la soberanía local, no ha pasado sin escrúpulo aun 
ese poder que se da al presidente como gefe de la noción^ 
para que determine^ en el caso- de dualidad de poderes en 
un Estado, "qué cuerpo de personas constituye la legisla- 
tura." Ese escrúpulo ha sido desvanecido con estos raasona- 
mientos: "Se dice que este poder en el presidente es peli- 
groso á la libertad, y que puede abusar de él: todo poder 
es susceptible de abuso, si se coloca en manos indignas. 
Creemos difícil encontrar algunas otras en que esté mas se- 
guro y sea mas efícaz. Cuando los ciudadanos de un Esta- 
do se arman los unos contra los otros y las autoridades 
constituidas no pueden ejecutar las leyes, la interposición 

federal debe ser pronta ó de nada sirve « El elevado cargo 

del president^e electo por el pueblo, su alta responsabili- - 
dad son tan eficaces garantías contra ese abuso de po- 
der como la prudencia puede exigirlas/'* T en otra deci- 
sión de la misma corte en 1827, se decia esto: "No hay 

duda que se puede abusar de este poder El remedio 

contra tal abuso, así como contra cualquier otro delito ofi- 
cial, se encuentra en la constitución misma. En un gobier- 

1 Latber contra Bordeii. kc dV. ^&f|,* A4. 
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no libre el peligro Jebe ser remoto, porque ademas de las 
altas cualidades que, es de presumirse, posee el ejecutivo, 
ademas de sus virtudes cívicas y de su patriótica consagra- 
ción á los intereses públicos, la frecuencia délas elecciones 
y la vigilancia de los representantes del país, dan todas las 
garantías posibles contra la usurpación ó la tiranía."* Si el 
presidente abusa, dicen aquellos publicistas, el congreso 
puede luego aplicar el remedio conveniente, castigar al cul- 
pable.* 

En la cuestión de Querétaro, profundamente diversa de 
la de Jalisco, las teorías expuestas en el cago de Luther 
contra Borden tenian cabal aplicación: ahí dos cuerpos de 
personas se llamaban legislatura y habia esa dualidad de 
poderes, que hacía indispensable el reconocimiento previo 
de alguno de ell>s, para que la protección federal pudiera 
impartirse; pero en Jalisco, en donde toda la legislatura 
sin excepción de uno solo de sus miembros ha pedido esa 
protección, en donde todo el poder judicial, el consejo de 
gobierno y sus autoridades constituidas legítimamente ven 
en el Sr. G. Cuervo un usurpador, ¿como podrían esas teo- 
rfas tener cabida? ¿Como ni con qué derecho puede el po- 
der federal protejer á un rebelde contra tod.as las autorida- 
des? ¿Como, aunque se permita llamarlo gobernador, pue- 
de sostenerse que es lícito protejer á un gobernador contra 
una legislatura? 

No, el derecho constitucional americano no se contradi- 
ce consigo mismo: cuando Mr. Taney dice que **el presi- 
dente debe decidir quien es el gobierno y quien la facción 
sublevada, para auxiliar á aquel," no contradice á Mr. Cal- 
houn que enseña que *'la protección se concederá á solici- 



1 Martin contra Mot, Wheaton's Repotls, ncX. T3A.^\^^- %^. 

2 Puscbal. Annot. Const. núm. 2S5. 
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tudde la legislatura, siendo ella y no el poder federal quien 
juzgue si hay ó no violencia, si la protección es ó no ne- 
cesaria," Mr Taney se ocupaba del caso excepcional en 
que en un Estado hubiera dos poderes, y Mr. Calhoun ha- 
bla de la doctrina constitucional común que determina 
\p que haya de hacerse cuando en un Estado hay violen- 
cia doméstica contra sus autoridades. 



xvn. 



En el curso de estos estudios he calificado de anticons- 
titucional la ley de 20 de Enero de 860, sobre el estado de 
guerra y de sitio. No la vanidad de demostrar que esa ca- 
lificación es fundada, sino el deseo de que nunca, jamas 
vuelva á invocarse esa ley, la mas atentatoria contra el 
orden constitucional, sino n\i deber de. «analizar siquiera las 
principales cuestiones que con el conflicto de jalisco se ro- 
zan, me obligan á detenerme un instante mas tratando este- 
punto de positivo ínteres de actualidad. A la legislatura 
de Jalisco se le ha hecho entender que á su deber de repe- 
ler la fuerza del usurpador con la fuerza de ía autoridad, se 
responderá con el estado de sitio, y no ha querido ponerse 
en conflicto con el poder federal. 

Es preciso ver de cerca esa ley para conocerla en toda 
su monstruosidad. Dispone ella que el estado de guerra 6 
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de sitio puede ser declarado en el caso de peligro inminen- 
te para la segMriieiá interior ó exterior (art. 1. ® ); que esa 
declaración designa hs Estadas en que debe ser aplicada, 
(art. 2. ^ ); que ella puede ser hecha por el congreso, en su 
receso ó falta, por el presidente, y aun por el comandante 
diB la fuerza armada^ no solo en las plazas de guerra, 
sino en otros puntos del interior ó de la frontera, eú el 
caso de verse amenazado por enemigos (arts. 2^,3^ y 
4 ® ); que luego qué la declaración se haga, los pode- 
res de que la autoridad civil estaba investida, para la 
xíonservacion del orden y de la policía, pasan entonces 
Á la autoridad militar^ ejerciendo aquella solo la parte 
de esos poderes de que la militar no juzgue necesario 
apoderarse (art. 5 ^ ): que los tribunales ^militares son 
competentes por virtud de esa declaración para cono- 
cer de los delitos contra el orden y la paz, sea cual 
fuere la calidad de los reos (art 6 ^ ): que la autoridad mi- 
litar queda facultada para allanar de dia y de noche el do- 
micilio de los habitantes, para desterrar sin forma alguna 
de juicio á los sospechosos; para disponer de la propiedad 
particular, consistente en armas, municiones, útiles de guer- 
ra, etc., y para proceder á buscar estas cosas y apoderarse 
de ellas; para suprimir la libertad de imprenta; para pro- 
hibir *1 derecho dé reunión (art. 7. ^ ) 

¿Puede itíventarse otra ley qué rasgue en mas peque- 
ños pedazos la constitución de la república? {^I^uede ima- 
gi^gUirse algo mas anti-constitucional que todo eso? Basta 
presentar eñ breve compendio las disposiciones de esa ley, 
para ver en alto relieve, tangible su nulidad: cada una de 
sus palabras es la negación de un precepto constitucional, 
y su conjunto sustituye al imperio de la carta fvxxvdsccw^xe* 
tal la arbitraridad mas ilimitada. Al\xi\c\vxqí ^qtl wv^^^xííwí'í^ 
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los conceptos que acabo de aseverar, no quiero dispensar- 
me de probarlos. 

Los Estados son soberanos en su régimen interior (art. 40 
de la constitución) y cuando bu segaridad interior está en 
peligro por alguna sublevación ó trastorno interior, ningu- 
na fuerza extraña puede pisar su territorio, ninguna auto- 
ridad puede injerirse en esa cuestión, sino los poderes de la 
Union, concediendo su protección, siempre que sean excita- 
dos por la legidatura^ ó el gobernador en los recesos de aque- 
lla (art. 116). Dar esa protección cuando no se pide, 
cuando se repugna; hacer un comandante de fuerza la ca- 
lificación de que peligra la paz del Estado, invadir su ter- 
ritorio y meterse á él á arreglar sus cuestiones interiores, 
es violar notoriamente los arts 40, 41 y 116 de la cons- 
titución. 

El pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes 
de la Union en hs casos de su competencia^ y por los de los 
Estados, jt?or fo je¿^ toca á su régimen interior (art 41). Las 
facultades que á aquellos no estuvieren expresamente con- 
cedidas, se entienden reservadas á estos (art. 117). En 
ningún artículo constitucional se faculta al poder federal y 
menos á los comandantes de fuerza para que extingan, para 
que suspendan la soberanía del pueblo e^jercida por los po- 
deres legislativo, ejecutivo y judicial: tal facultad sería el 
suicidio de la constitución. Disponer, pues, que los pode- 
res de que la autoridad civil estaba investida pasen ente- 
ros á la militar, y tan á discreción, que solo conserve aque- 
lla los de que no juzgue necesario apoderarse esta; permi- 
tir que un (romay}¿/an^ ¿2!? /u^r^ra mande cerrar el salón de 
sesiones de una legislatura y ordene que esta no se reúna; 
que ese comandante ocupe el lugar y funciones del gober- 
nador, y que prevenga á los tribunales que no juzgen tales 
y cuales reos, porque son de su exclusiva competencia, es 
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no inírinjir este ó el otro artículo de la constitución, si- 
no negarla toda. Si ni el presidente de la república, ni el 
congreso de la ünion pueden suprimir Estados, legislatu- 
ras ni gobernadores; si todos los poderes federales juntos 
no pued^i suspender la soberanía del pueblo ejercida por 
medio de las autoridades locales, ¿cómo se puede decir que 
ne solo ellos, sino hasta un comandante de fuerza puede 
hacerlo? 

La supresión, la suspensión siquiera de esos poderes lo- 
cales en el ejercicio desús funciones, es una violación sin 
disfraz del pacto de alianza! Que se indique siquiera una 
palabra del texto constitucional que de lejos al menos su- 
ponga como posible que la soberanía de un Estado puede 
suspenderse, suprimirse! 

Los poderes de la Union no pueden mas que protejer á 
los Estados, en caso de sublevación ó trastorno interior, 
siempre que sean excitados por su l^slatura: si esta exci- 
tativa falta, aquella protección es anti -constitucional. Evi- 
dente abuso de poder es, pues, dar una protección que no 
se pide, que se repugna: una protección que suspende las 
funciones del soberano, que debiera solicitarla. (So es ab- 
surda esa protección que comienza por matar al protejidol 
¿No seria un contraprincipio que la ley fundamental auto- 
rizara la subversión de todo el orden constitucional, el des- 
conocimiento de las mismas autoridades que ella cria? 

La ley de 20 de Enero no habla del Distrito federal pa« 
ra el efecto de que sea declarado en sitio. ¿S^ia ello un (^ 
vido, ó un favor que se torna en injuria para los Estadosf 
Sea de esto lo que fuere, él fué declarado en estado de si- 
tio, entre otras veces, en 25 de Junio de 1861, j permane- 
ció así hasta 10 de Setiembre del mismo año. Si ese esta- 
do de sitio, s^un la ley de 20 de Enero, hace que los po* 
deres de la autoridad civil pasen enteros á la militar, ¿se 
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puede concebir algo de mas proñiudameiite anárquico, que 
el que el congreso de la Union, el presidente déla repúbli- 
ca, la suprema corte de justicia suspendieran sus funciones 
en presencia de un comandante de fuerza? Ese absurdo no 
se ha realizado por fortuna; ;pero aquella ley no lo exijol 
La presencia del presidente de la república funcionando en 
algún Estado declarado en sitio, como en San Luis Potosí, 
en Nuevo-Leon, en Chihuahua, no es lo que se pudiera lla- 
mar la violación de esa ley] 

Lejos, muy lejos de mis convicciones está que esta pu- 
diera hasta suprimir, suspender la soberanía nacional, y 
si esa observación he apuntado, ha sido con el objeto de 
patentizar que así como seria profundamente absurdo que 
el estado de sitio hasta eso pudiera hacer, por las mismas,^ 
idénticas rabones, es atentatorio que él suspenda el ejerci- 
cio de la soberanía local. Si aquí, si en San Luis, Nuevo- 
Leon y Chihuahua, los supremos poderea de la república 
no han abdicado ante un comandante militar, en ningún 
Estado su legislatura, su gobernador, sus tribunales pue- 
den, deben resignar el poder que ejercen en manos de ese 
comandante. La majestad del pueblo lo mismo es ofendí* 
da cuando á la soberanía nacional se atenta, que cuando 
La local se desconoce. Lo mismo queda violado el art. 41 
de la constitución cuando un comandante clausura las se- 
siones del congreso de la Union, qtie cuando impide la reu- 
nión de una legislatura. Aquel atentado no lo consiente 
la soberanía de la nackm:. este no lo tolera ki soberanía dei^ 
Estado. 

Y ningunas facultades extraordinarias justifican, ni le- 
gitiman el astado de sitio: ¿acaso pueden ellas autorizar al 
presidente á enagenar el territorio nacional, suprimir los 
Estados de la república, cambiar la forma de su gobierno, 
destruir las instituciones? ¿Acaso puede el congreso dar 
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lo que no tiene, la facultad de negar al pueblo mexicano 
su soberanía, la facultad de romper el vínculo de alians^a 
de los Estados? ¿Qué baria el poder federal si un Estado 
llegase á considerar semejante violación como un casus helli? 
¿En qué terreno podria á la luz de la razón y de la justicia, 
defender esa facultad? 

En los casos de invasión, perturbación grave de la pasí 
pública ó cualesquiera otros que pongan á la sociedad en 
grave peligro ó conflicto, solamente el presidente de la repú- 
blica, de acuerdo con el consejo de ministros y con aprobación 
del congreso de la Union^ puede suspender las garantías cons- 
titucionales (art. 29 de la constitución). La ley de 20 de 
Enero se sobrepone á este precepto y permite que esa sus- 
pensión se decrete, ó por el congreso sin el acuerdo del 
presidente y su gabinete, 6 por el ejecutivo aun sin la apro- 
bación del legislativo, y ¡cosa verdaderamente inauditaf 
hasta por el comandante de la fuerza armada, llámese ge- 
neral, coronel ó capitán! La constitución, tal respeto pro- 
fesa á las garantías que otorga, que para no suspenderlas, 
hasta concede el veto absoluto al ejecutivo, único caso en (Jue 
él puede resistir una resolución de la cámara. Si esta vo- 
tara por unanimidad la suspensión de garantías, y el presi- 
dente no aceptara esa ley, ó, mas aún, el consejo de minis*^ 
tros la contradijese, la expresión unánime de la cámara, 
no seria ley! Esto quiere la constitución; pero la ley de 
20 de Enero m^anda otra cosa: la simple voluntad de un 
capitán puede suspender, declarando el estado de sitio, to- 
das las garantías constitucionalest ¿Es esto defendible? 

¿Puede vivir mas una ley que esto dispone? 

Y qué garantías suspende el estado de sitio! La invio-^ 
labilidad del domicilio, la libertad personal, la propiedad,- 
la libertad de imprenta, el derecho de reunión! La leva 
queda luego autorizada, (cerca de 2500 ciudadMio^ ^\ift.^\5i. 
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á Jalisco el último estado de sitio): vienen inmediatamen- 
te las requisiciones de armas, caballos y municiones con 
todo su inevitable cortejo de abusos: se instalan los tribu- 
nales militares, de amarguísimo recuerdo en el país! Se 
imponen penas sin juicio, y es juez el mismo que es com- 
batiente! T con todo eso, y mas que en el campo de los 
hechos pasa, queda roto en menudos pedazos todo el títu- 
lo primero de la constitución; suspensos los derechos del 
hombre por la voluntad de un comandante de fuerza! 

£s preciso que ese estado de cosas concluya de una vez: 
si el país ha sufrido durante la época de la guerra, aquella 
ley; si después del restablecimiento de la república, ha to- 
lerado su frecuente aplicación en gracia del afianzamiento 
de la paz hondamente perturbada por la lucha extrangera, 
hoy que se trata de ver en ella un medio constitucional y 
ordinario de gobernar, no puede consentir en que todas 
las instituciones, todas las garantías, estén mas á merced 
de un hombre. Es preciso que desaparezca para siempre 
ese amago constante del poder del centro á la soberanía 
de los Estados, ese peligro de que la dictadura militar mas 
amplia extinga á los poderes supremos locales. La paz, 
la confianza en el porvenir, la consolidación de la repúbli- 
ca, no pueden venir de la tiranía, de la violación de la ley 
constitucional: el país quiere la paz en la ley, la libertad 
en el orden, el respeto profundo á la suprema ley de la 
Union! La ley de 20 de Enero de 1860, que lastima tan- 
tos intereses legiitimos, no afirmará jamas esa paz que el 
país quiere! 

Para mantener en vigor esa ley, se dice que ella no es- 
tá expresainente derogada A. nuestros códigos, todas las 

tiranías han traido su funesto contingente: ¿qué seria de 
nosotros, si todas las leyes que no están expresamenU ífe- 
rogadas se creyeran vigentes, aunque ellas sean contrarias 
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á la constitución; aunque sean anteriores ó posteriores á 
ella? ¿Qué quedaría de libertad si las leyes de Santa- An- 
na que no están derogadas expresamente, se dijeran vi- 
gentes? ¿Hay quien ignore que ninguna ley puede sobre- 
ponerse á la fundamental del país? ¿No es hasta vulgar 
decir, que la que contraría algún precepto constitucional 
no puede observarse, aunque no se haya expresamente dero* 
gado? 

Pero hay mas aun: la constitución de la república es la 
suprema ley de la Union: ninguna \Qy posterior, ni aun la 
fundamental de los Estados, puede contrariarla (art. 126 
de la constitución). Ninguna autoridad, ni el congreso de 
la Union puede derogarla, ni modificarla, sino en la forma 
prevenida en ella (art. 127.) Siendo terminantes estos ' 
preceptos, ¿se podrá sostener que la ley posterior que, como 
la de 20 de Enero, rasga toda la constitución, esté vigen- 
te? ¿Puede ser ley el atentado contra la constitución? 

Los americanos, fundados en un texto de su ley entera- 
mente igual al que yo acabo de invocar de la nuestra, lla- 
man nulas y de ningún i alor (nuil and void) las leyes que á 
la constitución son contrarias, y esto es una verdad tam- 
bién entre nosotro.s, que en nuestro derecho constitucional 
no se puede negar. La mas solemne derogación de una ley 
es su oposición al texto constitucional: esto produce no su 
derogación sino su nulidad. Si así no fuera quedarla á discre- 
ción de un congreso contrariar válidamente el precepto 
constitucional, dar leyes, no que etnanen de á/, sino que lo 
violen, y esto no lo permiten aquellos arts. 126 y 127 ci- 
tados. 

Sí según ellos, pues, la ley de 20 de Enero de 860 es wm- 
hy ¿podrá decirse que no está derogada? Si cualquiera ley 
como esta ha de prevalecer sobre la constitución, ¿podre- 
mos siquiera creer que tenemos en México, no ya liberta- 
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•des públicas, sino siquiera garantías individuales? ¿Qué es- 
pecie de república es esta, en que la voluntad de un co- 
mandante rompe legalmente la constitución? 

Si mis demostraciones han podido persuadir de la nuli- 
-dad de la ley de 20 de Enero^ si los Estados no vuelven 
jamas á ver qué se les priva de sus autoridades; si á los 
mexicanos no se les suspenden mas sus garantías indivi- 
duales, sino en los términos que el art. 29 de la constitu- 
ción previene, mi satisfacción será inmetísa por haber con- 
tribuido con mi pequeño contingente á hacer que se res- 
tablezca^ de verdad el orden constitucional en el punto 
toas esencial para el régimen federal: la verdadera y real 
Boberanía de los Estados. 



xvm. 



La interpretación que tanto me ha ocupado del art. 116 
de la constitución; su concordancia con otros preceptos 
constitucionales; las demostraciones, en fin, que creo ha- 
ber hecho, me autorizan á reputar probadas estas verdades^ 
1. ^ No es lícito al poder federal erijirse en juez éntrela 
legislatura que ha suspendido en las funciones de su cargo 
al Sr. Gromez Cuervo, y este señor que ha desconocido á la 
legislatura: aunque toda la razón estuviera de parte del Sr, 
Gómez Cuervo^ no puede él ser ptotejido directa ni indi- 
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reciamente contra la legislatura. 2. ^ No corre.^ponfíe 
tampoco al poder federal calificar si lo que paaa en Jalisco 
es ó no un trastorno interior que exija su intervención: 
tal calificación es del exclusivo resorte de la legislatura. . 
3. ^ Aunque así no fuera, es indudable que lo que el Sr, G, 
Cuervo ha hecho desde el dia 8 de Junio A la fecha, cons- 
tituye una sucesión de atentados que no solo han trastor- 
nado el régimen interior del Estado, sino que están seria- 
mente amagando á Lis instituciones del paR 4. ^ El 
texto constitucional repugna que por ** trastorno interior** 
se entienda solo el conflicto de fuerza armada. De todo ello 
deduzco esta extrema conclusión: Los poderes de la Union 
están obligados á pratejer al Estado de Jalisco representa- 
da por su legislatura, para que pueda restablecerse ahí el 
orden coi>st¡tucional trastoriiado por el Sr, G, Cuervo. 
Hé aquí la linica solución legal, pacífica, que las dificulta- 
des de Jalisco puedeu tener* 

Antes he puesto en toda mi lu^ la cuestión local de cí^te 
Estado. ¿Podráis de algún ¡ H£on que el 

Sr. G. Cuervo ha estado obr 1 quien nie- 

gue que im c* ' i - Jo- 

cal, bíh ^ T^ ' ' 

la, r^ ' L» 

n<^ ^ lo 

titido 

ÍTn¡' 
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constitucional: no puede eerlo, porque él nada resuelve, de- 
ja en pié todas las diñcultades emplazándolas indefinida* 
mente. ¿Se podrá decretar la suspensión de los poderes 
supremos de Jalisco, por uno, por dos añosl ¿Y después de 
ese tiempo ha prescrite el derecho de la legislatura para 
procesar al Sr. G. Cuervo por la mcila versación de caudales 
públicos^ El estado de sitio ya es imposible, es anticons* 
titucional: no seria aceptado en Jalisco, con tanta mas ra- 
zón, cuanto que hace meses que la legislatura ha represen- 
tado contra él: el estado de sitio seria el prx)ceso del mi- 
nistro que lo ordenara y solo complicaría mucho mas las 
dificultades de Jalisco. 

No queda mas que la guerra civil! Jalisco no la 

quiere! Y la ley, precisamente para impedirla, ordena al 
poder federal que con su protección la haga imposible. 
Permitir el poder federal que la guerra estalle, es no solo 
violar la constitución, es tolerar que los enemigos de nues- 
tras instituciones liis sigan acusando de anárquicas: es con- 
sentir en su descrédito. 

En Jalisco se «asegura que bastaría que el gobierno ge- 
neral retirara sus tropas de aquel Estado, para que el usur- 
pador abandonara su criminal empresa, para que buscara 
en la fuga su salvación. Pero aunque así no fuera, es se- 
guro que una orden, una palabra de protección del gobier- 
no á la legislatura bastará á que se rindan las armas re- 
beldes, sin que se queme un cartucho, sin que se derrame 
una gota de sangre. Fuera de otras decisivas consideracio- 
nes que hoy no quiero ni apuntar, solo indicaré estas: ¿se 
cree que los quinientos soldados del Sr. G. Cuervo resistie- 
ran á los tres mil que en Jalisco tiene el gobierno general? 
¿Se cree que quien no ha podido encontrar un abogado pa- 
ra hacerlo magistrado, pueda formar ejércitos que lo eos- 
tenganl 
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Bien sé yo que hay quien espere que el solo trascurso 
del tiempo dará un desenlace á esta cuestión: que llegado 
el período ordinario próximo de las sesiones de la legisla- 
tura, el Sr. G. Cuervo la reconocerá y se le someterá 

Si el motivo de tanto atentado ha sido solo el negar que 
la legislatura pudiera estar reunida en el mes de Junio, 
llegado Setiembre, ese motivo desaparece. Así habia de 
suceder lógicamente, pero el Sr. G. Cuervo no respeta pi 
la lógica. ¿Lo que ha hecho en 8 de Junio pasado, no es 
la contradicción de lo que hizo en 27 de Noviembre de 
18671 {,Qüé inconveniente puede tener en- hacer en Se- 
tiembre lo que le convenga y no lo que deba? 

Y que antepondrá de seguro la conveniencia al de« 
ber, no es cosa que se prevé, sino que se palpa ya. Quien 
ha querido ejercer el veto que no tiene, á los 34 dias de 
haber publicado una ley, ¿no alegará una razón igualmen- 
te consUiucional para no reconocer á la legislatura en Se- 
tiembre? 

Pero para que ser vea que mis asertos no son un pronós- 
tico que la parcialidad inspira, sino un hecho ya realiza- 
do; para que quede demostrado que el Sr. G. Cuervo, no 
reconocerá mas de grado á la legislatura, aunque ella se 
reúna en tiempo háJnl^ presentaré esta prueba decisiva: En 
29 de Julio pasado, la comisión permanente ha expedido 
este decreto: 

^^ Aurelio Hermoso^ gobernador sustituto constitucional del Esta- 
do de Jalisco, a los habitantes del mismo hago saben que^ 

'Tor la secretaría de la comisión permanente se me ha 
comunicado lo que sigue: 

''La comisión permanente, en uso de la fiícultad que le 
confiere la fracción II, art. 20 de la conslitacion del Esta* 
do, aprobó en cesión de hoy las sig^ietiV.ea'^xo^BQwvs^^^ 
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^*1. * Se convoca al congreso del Estado i sesiones ex- 
traordinarias para el dia 1. ^ del próximo Agosto, para 
ocuparse de los negocios siguientes: 

**I. Del presupuesto de ingresos y egresos del presente 
año fiscal. 

'*ÍI. De las graves cuestiones promovidas por el gober- 
nador suspenso C. Antonio G. Cuervo, y las demás que ten- 
gan estrecho enlace con ellas^ hasta conseguir por todos los 
medios legales y disposiciones legislativas que fueren con- 
venientes, el restablecimiento del orden público y la con- 
servación del régimen constitucional en todo el Estado: y 

'*III. Por último, de los negocios pendientes de la reso- 
lución de la cámara al cerrar el 10 del corriente sus sesio- 
nes ordinarias. 

'*2, ^ Comuniqúese al gobernador sustituto para bu pu- 
blicación oportuna. 

*^ala de sesiones. Guadalajara^ Julio 28 de 1870. — JSme* 
terio Robles Gil, diputado presidente. — Félix Barron, dipu- 
tado secretario, — José G. González^ diputado secretario.—^ 
Ciudadado gobernador sustituto.— Presente." 

"Por tanto, mando se imprima, publique, cireulo y se le 
dé el debido cumplimiento. Casa provisional del gobierno 
del Estado. Guadalajara, Julio 29 de 1870. — Aurelio Her- 
moso — Fernando /S'aníafoadbr.^— Secretario*" 

Y en 1^ de Agosto, la legislatura expidió este otro: 

^^ Aurelio Hermoso, gobernador sustituto constitucional del Es- 
tado de Jalisco, á los habitantes del mismo, hago saber: que^ 

"Por la legislatura del Estado se me ha comunicado el 
decreto que sigue: 
"Núm. 188.— El pueblo de Jalisco representado por su. 
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"Decreta: 

"Artículo único. La legislatura del Estado abre hoy 
el período de sesiones extraordinarias para que fiíé convo- 
cada por la comisión permanente en 29 de Julio próximo 
pasado. 

"Sala de sesiones del congreso del Estado. Guadalaja- 
ra, Agosto 1. ® de 1870. — Emeterío Robles 6Ví, diputado 
presidente. — Félix Barrony diputado secretario. — José G. 
González^ diputado secretario." 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le 
dé el debido cumplimiento. Casa provisional del gobier- 
no del Estado. Guadalajara, Agosto I . ® de 1870. — Aure- 
lia Hermoso. — Femando SansalvadoTy secretario." 

¿Qué ha sucedido á pesar de todo? Desapareció el mo- 
tivo, el pretexto de la rebelión del Sr. G. Cuervo, la in- 
constitucionalidad del decreto 173; ya no se puede dispu- 
tar si el congreso puede ó no tener sesiones extraordina- 
rias; la fracción II del art. 20 de la constitución, es termi- 
nante: ¿se ha sujetado aquel señor al congreso? En lugar 

de hacerlo, ha mandado abrir la campaña sobre el cantón 
de Mascota, el que como la mayor parte del Estado, le ha 
negado la obediencia, reconociendo á la legislatura: ha 
mandado á sus soldados que le conquisten junto con la opi- 
nión pública que se jacta tener, el territorio del Estado! 
Quien al último decreto de la legislatura, ya reunida en 
tiempo hábil, responde con la guerra, ¿podrá reconocerla 
en mes ó dia alguno? Por otra parte, quien amontona de- 
litos sobre delitos, ¿estará llano en someterse á sus jueces, 
solo porque en el calendario aparece una fecha? 

No, no es posible hacerse tal ilusión: mientras el usur- 
pador se crea con fuerza para resistir, resistirá: en el n^o- 
mento que se vea débil, sucumbirá^ y eafó \xi<^TDL^sc&f^^^f^- 

W 
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rá luego que los poderes de la Union cumplan el deber de 
protejer á la legislatura. Así como hoy el Sr. G. Cuervo no 
vacilará en seguir resistiendo^ hasta derramando sangre; así 
perderá toda esperanza cuando sepa y le conste que de es- 
ta capital no puede ir mas que la orden para que las tro- 
pas de la federación auxilien á la legislatura; que de esta 
capital no puede ir mas que la condenación de su conduc- 
ta. Antes que los tribunales se apoderen del autor del gol- 
pe de Estado, y lo castiguen, que el país juzgue al Sr. G. 
Cuervo! 



XIX. 



He creido cumplir un deber defendiendo con todas mis 
fuerzas la causa de un Estado, de quien soy indigno repre- 
presentante, y no sé si mucho mis afecciones por él me 
engañan, pero me parece haber demostrado que lejos de 
merecer la legislatura los reproches que se le han prodi- 
gado, ella, á la altura de una situación dificilísima, sin que- 
rer.declarar la guerra al usurpador, ha mantenido no solo 
la honraj la ley, la soberanía del Estado, oponiendo solo á 
la violencia de la fuerza, las armas de la razón, sino que 
ha protestado con su actitud enérgica contra la ilícita con- 
sumación del golpe de Estado, sino que ha combatido con 



181 

8u decisión inquebrantable un funesto precedente que aca- 
baría para siempre con las instituciones republicanas. 

Juzgo también que he evidenciado que los poderes de 
la Union deben apresurarse á dar la protección que la le- 
gislatura pide: no ya el texto constitucional, no el espíri- 
tu de la ley, no la paz de un Estado poderoso, no la con- 
fianza que la república necesita para prosperar, y confianza 
que huye mas y mas lejos al ruido de escándalos como el de 
Jalisco, sino hasta la honra, el porvenir de nuestras insti- 
tuciones exijen imperiosamente que esa protección se im- 
parta ¡Que no se diga que estas viven en consorcio 

con la anarquía! Que la república vecina no se aperciba 
de que sus leyes, sabias allá, aquí no producen mas que el 
desconcierto social! Que la república federal sea aquí co- 
mo allá el objeto de las bendiciones de dos pueblos felices! 
Estos son mis votos, y creo con ellos expresar los de todo 
el partido á que pertenezco. 

j^Se ha visto ya como en la cuestión de Jalisco, está in- 
teresado el porvenir de nuestras instituciones? ¿Se ha vis- 
to ya como ella en último extremo se resuelve en esta bre- 
ve fórmula: es alguna vez lícito el golpe de Estado? ¿Se 
ha visto como de su solución depende, ó bien que el poder 
ejecutivo se erija siempre que así le plazca, en juez del le- 
gislativo, y queden las instituciones á merced de un hom- 
bre, ó bien que este poder sea de verdad el que mande, el 
que legisle? ¿Se ha visto ya que la aprobación de la con- 
ducta del Sr. G. Cuervo, es la autorización que se conce- 
de á cada gobernador, al presidente de la república para 

que la imiten? ¿Se ha medido ya el inconmensurable 

abismo en que el país se hunde al conceder tal autoriza- 
ción? 

Los poderes de la Union resolverán pronto, en su sabi- 
duría, esta cuestión de Jalisco. Si mi pobre palabra de algo 
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ha servido para ilustrarla; si el Estado al que tengo la hon- 
ra de servir, vuelve pronto al orden constitucional y se res- 
tablece la paz, y renace la confianza en la ley, y este mi 
trabajo á ello contribuye, aunque sea de un modo muy re- 
moto, mis esfuerzos por llenar un deber de gratitud, de con- 
ciencia, quedarán abundantemente retribuidos. 

Si ni á Jalisco, ni á ningún otro I'stado soberano de la 
república, se le despoja mas de su soberanía con la ley de 
estado de sitio, ni se le obliga a someter sus actos sobera- 
nos á la levision del poder federal, me felicitaré de haber 
cooperado á la realización de uno de los hermosos princi- 
pios que los constituyentes de 1857 inscribieron en nues- 
tra ley fundamental: la soberanía efectiva del Estado en 
los negocios concernientes & su régimen interior. 



FIN. 
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